
INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL
RESOLUCION del Consejo General del Instituto Federal Electoral, respecto de las irregularidades
encontradas
en la revisión de los informes de gastos de campaña presentados por los partidos políticos y coaliciones
correspondientes al Proceso Electoral Federal de 2000.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Federal
Electoral.- Consejo General.- CG39/2001.

RESOLUCION DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL RESPECTO DE LAS
IRREGULARIDADES ENCONTRADAS EN LA REVISION DE LOS INFORMES DE CAMPAÑA PRESENTADOS POR
LOS PARTIDOS POLITICOS Y COALICIONES CORRESPONDIENTES AL PROCESO ELECTORAL FEDERAL DE
2000.

Visto el Dictamen Consolidado que presenta la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los
Partidos y Agrupaciones Políticas al Consejo General del Instituto Federal Electoral respecto de los
informes de gastos de campaña de los partidos políticos, coaliciones y organizaciones políticas
correspondientes
al proceso electoral federal del año 2000, y

RESULTANDO:

I.- Que mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 de septiembre de
1993, que reformó, adicionó y derogó diversas disposiciones del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales, se estableció por primera vez que los partidos políticos debían presentar
Informes Anuales y de Campaña sobre el origen y monto de los ingresos que reciban por cualquier
modalidad de financiamiento, así como su empleo y aplicación, además de la obligación de que todo
partido político contara con un órgano responsable de la administración de su patrimonio, de sus recursos
financieros y de la presentación de los referidos informes.

II.- Que mediante Acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Federación el 6 de enero de 1994, el
Consejo General del Instituto Federal Electoral estableció y aprobó, a propuesta de la Comisión de
Consejeros Magistrados integrada al efecto, los Lineamientos para los Informes Anuales y de Campaña
que debían presentar los partidos políticos a dicha Comisión, así como los formatos e instructivos anexos
a los referidos Lineamientos que deberían ser utilizados por los partidos políticos en la presentación de
los Informes respectivos, excepto el formato “IC-1”, y su instructivo; y que mediante aclaración al Acuerdo
señalado en el resultando inmediato anterior, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 26 de
enero de 1994, se corrigieron algunos errores tipográficos y se precisaron diversos formatos, relativos a la
presentación de los Informes Anuales de los partidos políticos.

III.- Que por Acuerdo del Consejo General del Instituto Federal Electoral, publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 23 de marzo de 1994, se modificaron el formato “IC” y su correspondiente
instructivo, se adicionó un inciso 4) al punto Decimosexto de los Lineamientos del Acuerdo precisado en
el Resultando Segundo de esta Resolución, y se determinó no incluir el formato “IC-1” y su instructivo,
entre los que utilizarían los partidos políticos en sus informes de campaña.*

IV.- Que mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de agosto de 1996,
se reformó, entre otros, el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en
varios aspectos, de los cuales interesa en el presente asunto lo establecido en su fracción segunda, inciso
c), segundo párrafo, el cual dispone que: “La ley fijará los criterios para determinar los límites a las
erogaciones de los partidos políticos en sus campañas electorales; establecerá los montos máximos que
tendrán las aportaciones pecuniarias de sus simpatizantes y los procedimientos de control y vigilancia del
origen y uso de todos los recursos con que cuenten y asimismo, señalará las sanciones que deban
imponerse por el incumplimiento de estas disposiciones”.

V.- Que mediante Acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de octubre de 1996,
el Consejo General del Instituto Federal Electoral determinó, a propuesta de la Comisión de Consejeros
Ciudadanos a que se refería el párrafo 6 del artículo 49 del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales, modificar los Lineamientos, formatos e instructivos que deberán ser utilizados
por los partidos políticos en la presentación de sus Informes Anuales y de Campaña.

                                                          
* La presente Resolución fue modificada en términos de los Acuerdos del Consejo General del Instituto Federal Electoral por los que se
modifica la Resolución respecto de las irregularidades encontradas en la revisión de los Informes de Gastos de Campaña presentados
por los Partidos Políticos, Coaliciones y Organizaciones Políticas correspondientes al Proceso Electoral Federal del año 2000, en
acatamiento a las sentencias de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación recaídas a los recursos de
apelación interpuestos por los Partidos Políticos del Trabajo y Convergencia por la Democracia en contra de dicha Resolución,
identificadas como SUP-RAP-022/2001 y SUP-RAP-016/2001.



VI.- Que mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de noviembre de
1996, que reformó, adicionó y derogó diversas disposiciones del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales, entre otros ordenamientos legales, se estableció en los artículos 49-A y 49-B
de dicho Código, que los partidos políticos deberán presentar sus informes anuales y de campaña, sobre
el origen y monto de los ingresos que reciban por cualquier modalidad de financiamiento, así como su
empleo y aplicación, ante la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones
Políticas, organismo permanente inserto en la estructura del Consejo General del Instituto Federal
Electoral; y que dicha Comisión tiene como facultad establecer lineamientos para la presentación de los
informes por parte de los partidos políticos y para que éstos lleven el registro de sus ingresos y egresos y
de la documentación comprobatoria sobre el manejo de sus recursos; además, se encarga de la revisión
de tales informes, así como de la presentación de un Dictamen Consolidado ante el Consejo General que
incluya las irregularidades en que hubieren incurrido los partidos políticos derivadas del manejo de sus
recursos, debiendo informarle de las sanciones que a su juicio procedan respecto a estas irregularidades.

VII.- Que mediante Acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de enero de 1997,
el Consejo General del Instituto Federal Electoral determinó adecuar los Lineamientos, formatos e
instructivos que deberán ser utilizados por los partidos políticos en la presentación de sus Informes
Anuales y de Campaña, a propuesta de la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas.

VIII.- Que la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, en
su sesión celebrada el 7 de diciembre de 1998, aprobó el Reglamento que establece los lineamientos,
formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos
nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, y acordó
someterlo a la consideración del Consejo General del Instituto Federal Electoral, órgano que a su vez
aprobó dicho reglamento por acuerdo tomado en sesión ordinaria celebrada el 16 de diciembre de 1998,
ordenando su publicación en el Diario Oficial de la Federación, lo que aconteció el día 28 del mismo
mes y año; reglamento que abrogó, según el artículo 1.T.2 transitorio, los Lineamientos, formatos e
instructivos que deberán ser utilizados por los partidos políticos en la presentación de sus Informes
Anuales y de Campaña, emitidos por el Consejo General del Instituto el 23 de diciembre de 1993 y
reformados el 10 de octubre de 1996 y el 23 de enero de 1997.

IX.- Que la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, en su
sesión celebrada el 8 de octubre de 1999, aprobó reformas y adiciones al Reglamento que Establece los
Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía Contabilizadora Aplicables a los
Partidos Políticos Nacionales en el Registro de sus Ingresos y Egresos y en la Presentación de sus
Informes, y acordó someterlas a la consideración del Consejo General del Instituto Federal Electoral, que
por acuerdo tomado en sesión ordinaria celebrada el 14 del mismo mes y año, aprobó dichas reformas y
adiciones y ordenó su publicación en el Diario Oficial de la Federación, misma que se efectuó el 25 de
octubre de 1999.

X.- Que la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, en su
sesión celebrada el 26 de octubre de 1999, aprobó por unanimidad el Reglamento que Establece los
Lineamientos, Formatos e Instructivos Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales que Formen
Coaliciones, en el Registro de sus Ingresos y Egresos y en la Presentación de sus Informes, y acordó
someterlo a la consideración del Consejo General del Instituto Federal Electoral, que por acuerdo tomado
en sesión ordinaria celebrada el 4 de noviembre del mismo año, aprobó el referido reglamento y ordenó
su publicación en el Diario Oficial de la Federación, misma que se verificó el 12 de noviembre de 1999.

XI.- Que la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, en su
sesión celebrada el 9 de diciembre de 1999, aprobó por unanimidad el acuerdo por el que se reforma el
artículo 17 del Reglamento que Establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas
y Guía Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales en el Registro de sus Ingresos y
Egresos y en la Presentación de sus Informes, con el objeto de clarificar los términos en los que los
partidos políticos y las coaliciones deberán reportar sus gastos de campaña, a efecto de que dichos
informes reporten el monto real de recursos aplicados en los conceptos destinados a la obtención del
voto, conforme a lo dispuesto en el artículo 182-A de la ley electoral. Asimismo, en esa misma fecha, la
Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas acordó someter a la
consideración del Consejo General del Instituto Federal Electoral la reforma referida, que por acuerdo
tomado en sesión ordinaria celebrada el 17 de diciembre de 1999, aprobó la reforma y ordenó su
publicación en el Diario Oficial de la Federación, misma que se verificó el 28 de diciembre de 1999.

XI.- Que la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, en
sesión celebrada el 24 de octubre de 2000, aprobó por unanimidad el acuerdo por el que se reforman los
artículos 14 y 15 del Reglamento que Establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de



Cuentas y Guía Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales en el Registro de sus
Ingresos y Egresos y en la Presentación de sus Informes, teniendo como objetivo en primer lugar, el
establecimiento de un límite máximo a erogaciones por concepto de reconocimientos por actividades
políticas. En segundo lugar, la adición de una norma que prohíba modificaciones en los documentos
contables que respaldan los informes anuales y de campaña, una vez que éstos han sido entregados a la
autoridad electoral, sin que medie solicitud expresa de rectificaciones y/o aclaraciones por parte de la
Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas. Por último, introducir
la obligación de los partidos y agrupaciones políticas de presentar sus informes anuales y, en su caso, de
campaña, a través de medios magnéticos de transmisión de datos. Asimismo, en esa misma fecha, la
Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas acordó someter a la
consideración del Consejo General del Instituto Federal Electoral las reformas referidas, que por acuerdo
tomado en sesión ordinaria celebrada el 14 de noviembre de 2000, aprobó la reforma y ordenó su
publicación en el Diario Oficial de la Federación, misma que se verificó el 13 de diciembre de 2000.

X.- Que por conducto de su Secretario Técnico, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los
Partidos y Agrupaciones Políticas recibió los Informes de Campaña presentados por los partidos políticos,
coaliciones y organizaciones políticas por cada una de las campañas electorales en las que presentaron
candidatos en el proceso electoral federal de 2000, procediendo a su análisis y revisión, conforme a los
artículos 49-A del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 19 y 20 del Reglamento
que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora
aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación
de sus informes y 4.8 y 10 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e instructivos
aplicables a los partidos políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus ingresos y
egresos y en la presentación de sus informes.

XI.- Que, conforme a lo establecido por los artículos 49-A, párrafo 2, inciso a), del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales; 19.2 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos,
instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en
el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes y 4.8 y 10 del Reglamento que
establece los lineamientos, formatos e instructivos aplicables a los partidos políticos nacionales que
formen coaliciones, en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, la
Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas ejerció en diversas
ocasiones su facultad de solicitar a los órganos responsables del financiamiento de los partidos políticos
la documentación necesaria para comprobar la veracidad de lo reportado en los informes. Asimismo,
conforme a lo establecido por los artículos 49-A, párrafo 2, inciso b), del Código electoral y 20 del
Reglamento aludido, la Comisión de Fiscalización notificó a los partidos políticos los errores y omisiones
técnicas que advirtió durante la revisión de los informes, para que presentaran las aclaraciones o
rectificaciones pertinentes.

XII.- Que una vez agotado el procedimiento descrito en los resultandos X y XI de esta Resolución, y
cumpliendo con lo establecido en los artículos 49-A, párrafo 2, incisos c) y d), y 80, párrafo 3, del Código
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 21 del Reglamento que establece los lineamientos,
formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos
nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes y 10 del
Reglamento que establece los lineamientos, formatos e instructivos aplicables a los partidos políticos
nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus
informes, en esta misma sesión la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas presentó ante este Consejo General el Dictamen Consolidado respecto de los
Informes de Campaña presentados por los partidos políticos, coaliciones y organizaciones políticas por
cada una de las campañas electorales en las que presentaron candidatos en el proceso electoral federal
de 2000.

IX.- Que, de conformidad con lo establecido en los artículos 41, fracción II, último párrafo, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 49-A, párrafo 2, inciso d), y 49-B, párrafo 2, inciso
i), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 21.2, inciso d) del Reglamento que
establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables
a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus
informes y 10 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e instructivos aplicables a los
partidos políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus ingresos y egresos y en la
presentación de sus informes, en dicho Dictamen Consolidado la Comisión de Fiscalización de los
Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas determinó que se encontraron diversas irregularidades
derivadas de la revisión de los Informes de Campaña presentados por los partidos políticos, coaliciones y



organizaciones políticas que, a juicio de dicha Comisión, constituyen violaciones a las disposiciones en la
materia, de acuerdo con las consideraciones expresadas en el apartado de conclusiones del Dictamen
Consolidado mencionado, por lo que, con fundamento en los artículos 49-A, párrafo 2, inciso e) del
Código Electoral,
21.3 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía
contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en
la presentación de sus informes y 4.10 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e
instructivos aplicables a los partidos políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus
ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de
los Partidos y Agrupaciones Políticas propone al Consejo General del Instituto Federal Electoral que emita
la presente Resolución con base en los siguientes

CONSIDERANDOS:

1.- De conformidad con lo establecido en los artículos 41, fracción II, último párrafo, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 3o., párrafo 1, 23, 39, párrafo 2, 73, párrafo 1, 49-A, párrafo 2,
inciso e), 49-B, párrafo 2, inciso i), y 82, párrafo 1, incisos h) y w), del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales, 22.1 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos, instructivos,
catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro de
sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, y 4.10 del Reglamento que establece los
lineamientos, formatos e instructivos aplicables a los partidos políticos nacionales que formen coaliciones,
en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, es facultad de este Consejo
General conocer de las infracciones e imponer las sanciones administrativas correspondientes a las
violaciones a los ordenamientos legales y reglamentarios derivadas de la revisión de los Informes de
Campaña presentados por los partidos políticos, coaliciones y organizaciones políticas que postularon
candidatos en el proceso electoral federal de 2000, según lo que al efecto haya dictaminado la Comisión
de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas.

2.- Como este Consejo General, aplicando lo que establecen los artículos 270, párrafo 5, del Código
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 22.1 del Reglamento que establece los
lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos
políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, y 4.10
del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e instructivos aplicables a los partidos políticos
nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus
informes, deberá aplicar las sanciones correspondientes tomando en cuenta las circunstancias y la
gravedad de la falta, independientemente de las consideraciones particulares que se hacen en cada caso
concreto en el considerando 5 de la presente resolución, debe señalarse que por “circunstancias” se
entiende el tiempo, modo y lugar en que se produjeron las faltas; y en cuanto a la “gravedad” de la falta,
se analiza la trascendencia de la norma transgredida y los efectos que produce la transgresión respecto
de los objetivos y los intereses jurídicos tutelados por el derecho.

3.- De conformidad con lo dispuesto en los artículos 49-B, párrafo 2, inciso i), del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales, 21.2, inciso d) y 21.3 del Reglamento que establece los
lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos
políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, y 4.10
y 10 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e instructivos aplicables a los partidos
políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación
de sus informes, corresponde a este Consejo General pronunciarse exclusivamente sobre las
irregularidades detectadas con motivo de la presentación de los Informes de Campaña de los partidos
políticos, coaliciones y organizaciones políticas que postularon candidatos en el proceso electoral federal
de 2000, que la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas ha
determinado hacer del conocimiento de este órgano superior de dirección para efectos de proceder
conforme a lo que establece el artículo 269 del Código electoral; calificar dichas irregularidades, y
determinar si es procedente imponer
una sanción.

4.- Con base en lo señalado en el considerando anterior, y de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 49-A, párrafo 2, inciso e), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 22.1
del Reglamento que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía
contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en
la presentación de sus informes, 4.10 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e
instructivos aplicables a los partidos políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus
ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, se procede a analizar, con base en lo
establecido en el Dictamen Consolidado presentado ante este Consejo General por la Comisión de
Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, si es el caso de imponer una
sanción a la coalición política denominada Alianza por el Cambio, al Partido Revolucionario Institucional y



a la coalición política denominada Alianza por México, por las irregularidades reportadas en dicho
Dictamen Consolidado.

5.- En este apartado se analizarán las irregularidades consignadas en el Dictamen Consolidado
respecto de cada partido político y coalición.

5.1.- Alianza por el Cambio.
En el capítulo de Conclusiones Finales del Dictamen Consolidado se señala:

a) La coalición Alianza por el Cambio rebasó los límites de aportaciones de cuotas voluntarias y
personales fijados por la propia coalición en siete casos: 1 de senador y 6 de diputados.
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un incumplimiento a lo establecido en los
artículos 49, párrafo 11, inciso a), fracción III del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales y 2.2 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e
instructivos aplicables a los partidos políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro
de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, por lo que se hace del
conocimiento del Consejo General para efectos de lo establecido en el artículo 269, párrafo 2,
incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Se procede a analizar la irregularidad reportada en el Dictamen Consolidado.
Mediante oficio número STCFRPAP/873/00, de fecha 4 de octubre de 2000, se solicitó a la coalición

Alianza por el Cambio que presentara las aclaraciones o rectificaciones pertinentes, respecto del hecho
de que al efectuar la revisión de los informes de campaña de los candidatos a senadores y diputados, se
determinó que en 7 casos, 5 candidatos a diputados y 1 a senador, se rebasaban los límites establecidos
por la coalición para las cuotas voluntarias y personales que los mismos podían aportar a sus respectivas
campañas, por un monto total de $116,706.00. Los casos observados son visibles a fojas 2 a 4 del
capítulo correspondiente del Dictamen Consolidado que presenta la Comisión de Fiscalización de los
Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas al Consejo General del Instituto Federal Electoral
respecto de los Informes de Campaña de los Partidos Políticos Nacionales y Coaliciones
Correspondientes al Proceso Electoral del Año 2000. El cuadro siguiente muestra los casos observados:

Campaña Estado Distrito o
fórmula

Aportación del
candidato según

informe

Límite de
aportación

Diferencia

Diputado México 02 160,000.00 100,000.00 60,000.00
Diputado Chihuahua 03 267,130.00 250,000.00 17,130.00
Diputado Coahuila 04 180,000.00 150,000.00 30,000.00
Diputado Querétaro 01 105,315.00 100,000.00 5,315.00
Diputado Tamaulipas 08 470,000.00 250,000.00 220,000.00
Diputado Veracruz 12 385,000.00 250,000.00 135,000.00
Senador Veracruz 01 616,706.00 500,000.00 116,706.00

Al respecto, la coalición Alianza por el Cambio, mediante escrito TESO/050/00 de fecha 18 de octubre
2000, dio respuesta al requerimiento formulado por esta autoridad, alegando lo que a continuación
se transcribe:

4. Los candidatos de los distritos y fórmulas referidos en el punto número 4 de su oficio,
consultaron la necesidad de aportar cantidades superiores a las informadas a la Secretaría
Técnica de la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos mediante oficios de
fecha 28 de marzo y 15 de abril del año en curso para su campañas; dichos incrementos les
fueron autorizados por el Organo de Finanzas de la Coalición “Alianza por el Cambio”. Al
consultar el artículo 2.2 del Reglamento que establece los Lineamientos, Formatos e Instructivos
aplicables a los Partidos Políticos Nacionales que formen Coaliciones, éste no señala que no
puedan darse dichos incrementos y que éstos deban ser informados nuevamente.

La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, en el
Dictamen Consolidado, consideró como no subsanada la observación realizada, con base en las
siguientes consideraciones:

Es conveniente mencionar que el citado artículo 49, párrafo 11, inciso a), fracción III establece lo
siguiente: “Las cuotas voluntarias y personales que los candidatos aporten exclusivamente para
sus campañas tendrán el límite que fije el órgano interno responsable del manejo del
financiamiento de cada partido”, así como el artículo 2.2 del Reglamento que establece los
Lineamientos aplicables a las coaliciones. En consecuencia, la coalición tenía la obligación de
cumplir con las cuotas fijadas por ella misma, y aun cuando el Reglamento no menciona que se
deba notificar los cambios, la coalición tuvo que informar por cuenta propia de la modificación



correspondiente, pues de otra manera, la Comisión estaría imposibilitada para conocer el origen
de los recursos de los candidatos.
Con base en lo anterior, la respuesta de la coalición no se consideró satisfactoria al no cumplir
con lo establecido en el multicitado artículo 49, párrafo 11 inciso a), fracción III del código citado.

A partir de lo manifestado por la Comisión de Fiscalización, este Consejo General concluye que la
coalición Alianza por el Cambio incumplió con lo previsto en el artículo 49, párrafo 11, inciso a), fracción III
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, así como a lo dispuesto por el artículo
2.2 del Reglamento que establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos Aplicables a los Partidos
Políticos Nacionales que formen Coaliciones, en el Registro de su Ingresos y Gastos y en la Presentación
de
sus Informes.

El Artículo 49, párrafo 11, inciso a), fracción III del Código Electoral establece que las cuotas
voluntarias y personales que los candidatos aporten exclusivamente para sus campañas tendrán el límite
que fije el órgano interno responsable del manejo del financiamiento de cada partido.

Por su parte, el artículo 2.2 del Reglamento aplicable a coaliciones prevé que dentro de los diez días
previos al inicio de cada campaña política, la coalición deberá informar a la Secretaría Técnica de la
Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, los límites que se
hubieren fijado a las cuotas voluntarias y personales que los candidatos podrán aportar exclusivamente
para sus campañas.

Esta autoridad electoral considera insuficiente lo alegado por la coalición Alianza por el Cambio en la
respuesta antes citada. Lo anterior, en función de que no resulta jurídicamente posible sostener que el
hecho de que el límite a aportaciones que los candidatos realicen a sus respectivas campañas sea fijado
libremente por la coalición, implica que dicho límite pueda ser libremente alterado en el curso de las
campañas.

En efecto, el artículo 2.2 del Reglamento citado, que tiene por objeto desarrollar y completar una
disposición del Código Electoral, establece el momento en el cual el órgano encargado de las finanzas de
la coalición fija el límite a estas aportaciones, acto que asume plena eficacia jurídica en el momento en el
que la coalición lo hace del conocimiento de la Secretaría Técnica de la Comisión de Fiscalización, y a
partir del cual cobra fuerza vinculatoria y definitividad. En ese sentido, de una interpretación sistemática,
armónica y funcional de la ley electoral y del reglamento se desprende que los efectos de dicha norma no
se limitan a un mero deber de informar a la autoridad electoral de los límites aplicables, sino que la
coalición se obliga frente a la autoridad a observar y hacer valer dichas limitaciones y, por tanto, queda
sujeta a la responsabilidad derivada de su incumplimiento.

El hecho de que la autoridad asuma la función de garante de las limitaciones establecidas por la
coalición desde el momento de la notificación, conduce a concluir que los montos de dichas limitaciones
no pueden ser modificados libremente por ésta, sin que la autoridad tenga conocimiento de ello, pues de
lo contrario, se vulneraría el principio constitucional de certeza. No se observa este principio, si los límites
a aportaciones pueden variar sin que la autoridad se percate de ello. Más aún, los límites carecerían de
sentido y de fuerza vinculante si se dejan en la órbita de las coaliciones. La imposición de los límites a
aportaciones opera como decisiones que vinculan a los candidatos frente a la coalición y a ésta frente a la
autoridad, de tal suerte que ésta última queda facultada para vigilar que dichas limitaciones efectivamente
se observen y, en consecuencia, sancionar su incumplimiento.

Además, esta autoridad no tiene elementos para determinar si lo alegado por la coalición es cierto, en
tanto que ésta no demuestra que los candidatos efectivamente le hubieren solicitado el incremento a los
límites y que la coalición los hubiera autorizado. Es decir, si efectivamente las cosas ocurrieron como lo
afirma la coalición, ésta debió anexar a esta autoridad copia de los documentos a través de los cuales los
candidatos formulan su petición y la coalición autoriza las modificaciones y fija el nuevo límite conforme a
las disposiciones aludidas.

Esta autoridad concluye que las obligaciones de los partidos y coaliciones, entre las que se encuentra
la de establecer límites a las aportaciones que los candidatos realicen en sus respectivas campañas, se
encuentran vigiladas por este Consejo General, en tanto que el inciso h), párrafo 1 del artículo 82 del
Código Electoral, establece como facultad de esta autoridad electoral vigilar que los partidos, coaliciones
y agrupaciones políticas cumplan con las obligaciones a las que están sujetos. En ese sentido, las
conductas de la coalición observadas por la Comisión de Fiscalización no sólo son contrarias a una
obligación legal, sino que, además, la interpretación que la coalición da a las normas aludidas, implica que
la autoridad no tenga certeza sobre el cumplimiento de dicha obligación, pues supone que la coalición
modifique los límites sin la necesidad de informar a la autoridad electoral.



En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, este Consejo General concluye
que la falta se acredita y, conforme a lo dispuesto en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y 4.10 del Reglamento que establece los
lineamientos aplicables a las coaliciones, dicha conducta amerita una sanción.

La falta se califica como de mediana gravedad, pues a pesar de que la coalición violó disposiciones
legales y reglamentarias conforme a lo señalado en párrafos anteriores, la conducta no genera en la
autoridad dudas sobre el origen y destino de los recursos con los que contó la coalición para el desarrollo
de las diversas campañas en las que registró candidatos.

Esta autoridad, en la determinación de la gravedad de la falta, estima que es necesario disuadir en el
futuro la comisión de este tipo de faltas, ya que en particular las irregularidades administrativas señaladas,
pueden provocar que la autoridad electoral no pueda realizar cabalmente la función de fiscalización que la
ley le asigna.

En mérito de lo que antecede, este Consejo General llega a la convicción de que se debe imponer a la
coalición Alianza por el Cambio una sanción económica que, dentro de los límites establecidos en el
artículo 269, párrafo 1, inciso a) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, tome
en cuenta las circunstancias del caso y la gravedad de la falta, por lo que se fija a dicha coalición una
multa consistente en 1,754 días de salario mínimo general vigente para el Distrito Federal, sanción que se
distribuye entre los partidos que integraron la coalición Alianza por el Cambio, de conformidad con el
porcentaje de su participación en los ingresos, por lo que se individualiza una sanción de 1248 días de
salario mínimo general vigente para el Distrito Federal al Partido Acción Nacional, y de 561 días de salario
mínimo general vigente para el Distrito Federal al Partido Verde Ecologista de México.

b) En el capítulo de Conclusiones Finales del Dictamen Consolidado se señala:
La coalición Alianza por el Cambio presentó documentación en copia fotostática como
comprobante de ingresos por concepto de aportaciones de simpatizantes y militantes por un
monto total de $5’806,837.27 y de egresos por un monto de $429,475.84.
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un incumplimiento a lo establecido en los
artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales
y 4.8 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e instructivos aplicables a los
partidos políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus ingresos y egresos y
en la presentación de sus informes, por lo que se hace del conocimiento del Consejo General
para efectos de lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales.

Se procede a analizar la irregularidad reportada en el Dictamen Consolidado.
Mediante los oficios STCFRPAP/015/01, del 26 de enero de 2001; STCFRPAP/016/01, del 29 de

enero de 2001; STCFRPAP/007/01, del 15 de enero de 2001; STCFRPAP/005/01, del 9 de enero de
2001; se solicitó a la coalición Alianza por el Cambio que presentara las aclaraciones o rectificaciones que
considerara pertinentes respecto del hecho de que, al efectuar la revisión de los ingresos
correspondientes a las Campañas Presidencial, de Senadores, de Diputados, Aportaciones en Especie
Centralizadas, se había observado que dichos ingresos carecían de la documentación comprobatoria
correspondiente, que carecían de los requisitos exigidos por la normatividad para la comprobación de
cada uno de los ingresos consistentes en aportaciones de militantes y simpatizantes, o bien, que los
recibos de aportaciones no contenían todos los requisitos establecidos en los formatos previstos en el
Reglamento, por un monto total de $5’806,837.27. Los casos observados son visibles a fojas 22 a 48 del
capítulo correspondiente del Dictamen Consolidado que presenta la Comisión de Fiscalización de los
Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas al Consejo General del Instituto Federal Electoral
respecto de los Informes de Campaña de los Partidos Políticos Nacionales y Coaliciones
Correspondientes al Proceso Electoral del Año 2000.

Al respecto, la coalición Alianza por el Cambio, mediante escritos TESO/004/01 de fecha 24 de enero
de 2001; TESO/006/01 de fecha 30 de enero de 2001; TESO/007/01 de fecha 30 de enero de 2001;
TESO/011/01 de fecha 12 de febrero de 2001; TESO/014/01 de fecha 13 de febrero de 2001;
TESO/031/01 de fecha 5 de marzo de 2001; dio respuesta a los requerimientos formulados por esta
autoridad. Las respuestas de la coalición a cada una de las observaciones formuladas por la Comisión de
Fiscalización se encuentran visibles en fojas 22 a 48 del capítulo correspondiente del Dictamen
Consolidado. En dichos oficios, la coalición alega, en términos generales, lo siguiente:

“Se anexa copia de los recibos (...) ”.



En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas consideró como no subsanada la observación realizada, con base en las
siguientes consideraciones:

“Por lo que se refiere a las respuestas (...) que suman un importe de (..), aun cuando la coalición
presentó copia fotostática de los recibos con los requisitos establecidos en el reglamento, la
observación no se considera subsanada ya que se incumplió lo establecido en el artículo 4.8 del
Reglamento que establece los Lineamientos aplicables a las coaliciones y el artículo 38, párrafo
1, inciso k) del Código de la materia.”

Mediante los oficios STCFRPAP/904/00, del 31 de octubre de 2000; STCFRPAP/010/01, del 26 de
enero de 2001; STCFRPAP/015/01, del 26 de enero de 2001; STCFRPAP/016/01, del 29 de enero de
2001; STCFRPAP/022/01, del 1 de febrero de 2001; se solicitó a la coalición Alianza por el Cambio que
presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes respecto del hecho de que, al
efectuar la revisión de los egresos correspondientes Gastos de Propaganda de las Campañas de
Diputados, Concentradoras Estatales, Reconocimientos por Actividades Políticas, Sueldos y Salarios,
Gastos de Propaganda en Radio y T.V., Gastos de Propaganda, se había observado que dichos gastos
carecían de la documentación comprobatoria correspondiente, o bien, que carecían de los requisitos
exigidos por la normatividad para la comprobación de los egresos, por un monto total de $429,475.84. Los
casos observados son visibles a fojas 64 a 65, 97 a 98, 193 a 194, 196 a 197, 212 a 213, 225 a 226, 269
a 270, 282 a 283, 319 a 320 del capítulo correspondiente del Dictamen Consolidado que presenta la
Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas al Consejo General
del Instituto Federal Electoral respecto de los Informes de Campaña de los Partidos Políticos Nacionales y
Coaliciones Correspondientes al Proceso Electoral del Año 2000.

Al respecto, la coalición Alianza por el Cambio, mediante escritos TESO/010/01 de fecha 12 de
febrero de 2001; TESO/011/01 de fecha 12 de febrero de 2001; TESO/014/01 de fecha 13 de febrero de
2001; TESO/016/01 de fecha 19 de febrero de 2001; TESO/026/01 de fecha 5 de marzo de 2001;
TESO/031/01 de fecha 5 de marzo de 2001; dio respuesta a los requerimientos formulados por esta
autoridad. Las respuestas de la coalición a cada una de las observaciones formuladas por la Comisión de
Fiscalización se encuentran visibles en fojas 64 a 65, 97 a 98, 193 a 194, 196 a 197, 212 a 213, 225 a
226, 269 a 270, 282 a 283, 319 a 320 del capítulo correspondiente del Dictamen Consolidado. En dichos
oficios, la coalición alega, en términos generales, lo siguiente:

“Se anexa copia de las pólizas (...)”.
En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y

Agrupaciones Políticas consideró como no subsanada la observación realizada, con base en las
siguientes consideraciones:

“Al proporcionar copia fotostática de la factura, la observación no se consideró subsanada ya que
se incumplió lo establecido en el artículo 38, párrafo 1, inciso k) del Código de la materia y 4.8
del Reglamento que establece los Lineamientos aplicables a las coaliciones.”

A partir de lo manifestado por la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas, este Consejo General concluye que la coalición Alianza por el Cambio incumplió
con lo establecido en el artículo 38, párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales, en relación con el artículo 4.8 del Reglamento que establece los
lineamientos, formatos e instructivos aplicables a los partidos políticos nacionales que formen coaliciones,
en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, al no presentar la
documentación comprobatoria original de sus ingresos y egresos.

El artículo 38 del Código Electoral establece que los partidos políticos están obligados a proporcionar
a la Comisión de Fiscalización la documentación que les solicite respecto de sus ingresos y egresos,
mientras que el artículo 4.8 del citado Reglamento señala que de conformidad con lo establecido por los
artículos 19 y 20 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de
cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos
y egresos y en la presentación de sus informes, la Comisión de Fiscalización, a través de su Secretario
Técnico, tendrá en todo momento la facultad de solicitar a los órganos responsables del financiamiento de
cada coalición y de los partidos políticos que la integren, o a quien sea responsable de conformidad con lo
establecido por el artículo 3.1, la documentación necesaria para comprobar la veracidad de lo reportado
en los informes, así como las aclaraciones o rectificaciones que se estimen pertinentes. Durante el
periodo de revisión de los informes, se deberá permitir a la autoridad electoral el acceso a todos los
documentos originales que soporten los ingresos y egresos correspondientes, así como a las
contabilidades de la coalición y de los partidos políticos que la integren, incluidos los estados financieros.



En ningún procedimiento de auditoría, especialmente en uno que va dirigido a verificar la correcta
aplicación de los recursos de los partidos políticos nacionales y las coaliciones, entidades de interés
público según la norma suprema de la Unión, y que ejercen importantes montos de recursos públicos,
puede darse por buena la presentación de cualquier clase de documentos como comprobantes de
ingresos o egresos, y menos aún de copia fotostática de la documentación comprobación requerida.

En el caso, la coalición Alianza por el Cambio presenta alegatos que no pueden considerarse
suficientes para justificar la falta de presentación de documentación comprobatoria original y que cumpla
con los requisitos exigidos por la normatividad.

La coalición Alianza por el Cambio argumenta en relación con la falta de presentación del original de
una de las facturas que le fue requerida por la autoridad electoral, que presenta una copia fotostática
certificada. Al respecto debe decirse que la certificación de la copia fotostática de la factura a que hace
referencia la coalición no fue hecha por fedatario público por lo que dicha certificación es carente de todo
valor probatorio, por lo que la coalición incumplió con su obligación de presentar la documentación original
comprobatoria del gasto observado.

En los términos señalados por la Comisión de Fiscalización en el Dictamen Consolidado, la citada
coalición sólo presentó copia fotostática de la documentación requerida, para la comprobación tanto de
ingresos como de egresos. Tal situación no subsana el hecho de no haber presentado la documentación
comprobatoria original, ya que el artículo 4.8 exige que se presente la documentación original, sin que en
el propio Reglamento se establezca la alternativa de presentar copias fotostáticas como documentación
comprobatoria de gasto.

Cabe señalar que los documentos que exhiba un partido político a fin de acreditar lo que en ellos se
consigna, necesariamente deben sujetarse y cumplir con las reglas establecidas al respecto, en tanto que
la fuerza probatoria que la norma les otorga para comprobar lo reportado en sus informes, lo deja a la
buena fe de quien los presenta, ya que no exige mayor formalidad que el cumplimiento de los requisitos
previamente establecidos, por lo que la copia fotostática de un documento, no hace prueba plena del
contenido de ese documento. Así, los ingresos y egresos no se consideran debidamente comprobados en
tanto que el partido debía presentar la documentación original, pues es de explorado derecho que a las
fotocopias de documentos no se les otorga valor probatorio en sí mismas.

Así pues, la falta se acredita y, conforme a lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b)
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y 4.10 del Reglamento que establece los
lineamientos aplicables a las coaliciones, amerita una sanción.

La falta se califica como de mediana gravedad, en tanto que con este tipo de faltas se impide a la
Comisión verificar a cabalidad la veracidad de lo reportado en el Informe de Campaña, ya que a la
documentación en copia fotostática no puede otorgársele valor probatorio, en tanto que no consiste en la
que le fue extendida al partido por la persona a quien se efectuó el pago, ni en la que el partido otorgó a
los militantes y simpatizantes como comprobantes de sus aportaciones, ni los originales de recibos de
dichas aportaciones o bien de los contratos y cotizaciones sustento de dichos ingresos a que hacen
referencia los Reglamentos aplicables y además es relativamente fácil su alteración.

Sin embargo, se tienen en cuenta las siguientes circunstancias: que no se puede presumir desviación
de recursos; que no puede concluirse que el partido hubiere tenido intención de ocultar información y que
la coalición presenta condiciones adecuadas, en términos generales, en cuanto al registro y control de
sus egresos.

Adicionalmente, se tiene en cuenta que el monto implicado en esta falta es de $6’236,313.11.
Se tiene en cuenta que el partido llevó un adecuado control de sus operaciones, en términos

generales, el partido no ocultó información, y es la primera vez que incurre en una irregularidad de estas
características.

Además, se estima necesario disuadir en el futuro la comisión de este tipo de faltas.
En mérito de lo que antecede, este Consejo General llega a la convicción de que se debe imponer a la

coalición Alianza por el Cambio una sanción económica que, dentro de los límites establecidos en el
artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, tome
en cuenta las circunstancias del caso y la gravedad de la falta, la cual se distribuye entre los partidos que
integraron la coalición Alianza por el Cambio de conformidad con el porcentaje de su participación en los
ingresos de la misma, por lo que se impone al Partido Acción Nacional una sanción consistente en la
reducción del dos y medio por ciento de la ministración del financiamiento público que le corresponda al
partido por concepto de gasto ordinario permanente por un mes, y al Partido Verde Ecologista de México
una sanción consistente en la reducción del cuatro por ciento de la ministración del financiamiento público
que le corresponda al partido por concepto de gasto ordinario permanente por un mes.



c) En el capítulo de Conclusiones Finales del Dictamen Consolidado se señala:
La coalición Alianza por el Cambio no comprobó ingresos por un monto de $1’109,563.82 y
egresos por un monto de $31,700.00 con documentación comprobatoria que reuniera los
requisitos exigidos por los lineamientos aplicables.
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un incumplimiento a lo establecido en los
artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, 2.1, 3.2 y 4.8 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e instructivos
aplicables a los partidos políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus
ingresos y egresos y en la presentación de sus informes y 11.1 del Reglamento que establece
los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a
los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de
sus informes, por lo que se hace del conocimiento del Consejo General para efectos de lo
establecido en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales.

Se procede a analizar la irregularidad reportada en el Dictamen Consolidado.
Mediante oficio número STCFRPAP/016/01, del 29 de enero de 2001, se solicitó a la coalición Alianza

por el Cambio que presentara las aclaraciones o rectificaciones pertinentes, respecto del hecho de que al
efectuar la revisión de las aportaciones de militantes en especie y aportaciones de simpatizantes en
especie se había observado que documentación comprobatoria de ingresos que carecía de uno o varios
de los requisitos establecidos por la normatividad para la comprobación de este tipo de ingresos, por un
monto total de $1’109,563.82. Los casos observados son visibles a fojas 21 a 23, 24 a 26, 28 a 29, 43 a
44 del capítulo correspondiente del Dictamen Consolidado que presenta la Comisión de Fiscalización de
los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas al Consejo General del Instituto Federal Electoral
respecto de los Informes de Campaña de los Partidos Políticos Nacionales y Coaliciones
Correspondientes al Proceso Electoral del Año 2000.

Al respecto, la coalición Alianza por el Cambio, mediante oficio TESO/014/01 de fecha 13 de febrero
de 2001; TESO/031/01 de fecha 5 de marzo de 2001; dio respuesta al requerimiento formulado por esta
autoridad. En el primero de los oficios citados, la coalición mencionó que los documentos faltantes se
habían solicitado y estaban en trámite. Mediante el segundo de los oficios citados, la coalición presentaba
la documentación soporte del ingreso con todos los requisitos solventando una parte del monto
observado, o bien, copia fotostática de la documentación comprobatoria con requisitos exigidos por la
normatividad. Adicionalmente, y de manera consistente la coalición omitía dar respuesta a los
requerimientos de
la autoridad y tampoco presentaba la documentación que le había sido solicitada, por lo que no fue
subsanada la irregularidad que le había sido notificada por la Comisión de Fiscalización. Las respuestas
de la coalición a cada una de las observaciones formuladas por la Comisión de Fiscalización se
encuentran visibles en fojas 21 a 23, 24 a 26, 28 a 29, 43 a 44 del capítulo correspondiente del Dictamen
Consolidado. En dichos oficios, la coalición alega lo siguiente:

“Se anexa la documentación faltante solicitada(...).”
O bien:

“Se anexa copia de los recibos de Aportaciones de (...) en especie (...), con todos los requisitos
establecidos en el formato correspondiente.”.

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas consideró como no subsanada la observación realizada de una parte de los
montos observados, con base en las siguientes consideraciones:

“(...), la coalición omitió dar respuesta a la solicitud de la autoridad, incumpliendo con el artículo
38, párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y en los
artículos 2.1 y 4.8 del Reglamento que establece los Lineamientos aplicables a las coaliciones en
lo conducente a los artículos 2.2 y 19.2 del Reglamento que establece los Lineamientos
aplicables a los partidos políticos.”

Mediante oficio número STCFRPAP/015/01 de fecha 26 de enero de 2001, se solicitó a la coalición
Alianza por el Cambio que presentara las aclaraciones o rectificaciones pertinentes, respecto del hecho
de que al efectuar la revisión de los egresos, subcuenta “pancartas”, se había observado que
documentación comprobatoria de egresos que carecía de cédula fiscal, por un monto total de $31,700.00.
Los casos observados son visibles a fojas 96 y 97 del capítulo correspondiente del Dictamen Consolidado
que presenta la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas al



Consejo General del Instituto Federal Electoral respecto de los Informes de Campaña de los Partidos
Políticos Nacionales y Coaliciones Correspondientes al Proceso Electoral del Año 2000.

Al respecto, la coalición Alianza por el Cambio, mediante oficio TESO/011/01 de fecha 12 de febrero
de 2001, dio respuesta al requerimiento formulado por esta autoridad. La respuesta de la coalición a la
observación formulada por la Comisión de Fiscalización se encuentra visibles a fojas 96 y 97 del capítulo
correspondiente del Dictamen Consolidado. En dicho oficio, la coalición alega lo siguiente:

“Anexo carta expedida por la C.P. Imelda Florencio Ignacio, Contadora de la Organización
Indígena Otomí de Santiago de Temoaya, donde hace constar que por tratarse de una sociedad
de Solidaridad Social, no es gravada por ningún tipo de impuesto, esperando con lo anterior dar
respuesta a su interrogante”.

A continuación se transcribe lo expuesto por la coalición:
“Por medio de la presente hacemos constar que el Fondo Municipal de solidaridad de Santiago
Temoaya Organización Indígena Otomí de Santiago Temoaya, Unión de Organizaciones
Otomíes de la Región Temoaya, S.S.S. se constituye a partir de el financiamiento que recibe del
Instituto Nacional Indigenista y que le permite subsidiar el precio que se paga a los productos de
la región.
En tal sentido se constituye con la figura de S.S.S. Sociedad de Solidaridad Social situación por
la que no es gravado por ningún tipo de impuesto por lo que no se constituye y no se cuenta con
un Registro Federal de Contribuyentes.
Este fondo puede comercializar sus productos a terceros a través de nota de venta, la cual
tendrá efectos fiscales de deducibilidad”.

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas consideró como no subsanada la observación realizada, con base en las
siguientes consideraciones:

La observación no se consideró subsanada ya que el artículo 72, título 3 de las Personas
Morales no Contribuyentes de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, establece que: “Las Personas
Morales a que se refiere este título, además de las obligaciones establecidas en otros artículos
de esta ley, tendrá las siguientes:
II. Expedir comprobantes que acrediten las enajenaciones que efectúen, los servicios que

presten o el otorgamiento del uso o goce temporal de bienes y conservar una copia de los
mismos a disposición de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, los que deberán reunir
los requisitos que fijen las disposiciones fiscales respectivas.

A partir de lo manifestado por la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas, este Consejo General concluye que la coalición Alianza por el Cambio incumplió
con lo previsto en los artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales, así como lo establecido en los artículos 2.1, 3.2 y 4.8 del Reglamento que
establece los lineamientos, formatos e instructivos aplicables a los partidos políticos nacionales que
formen coaliciones, en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, en
relación con lo establecido en el artículo 11.1 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos,
instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en
el registro de sus ingresos y egresos
y en la presentación de sus informes.

El artículo 38 del Código Electoral establece que los partidos políticos y coaliciones están obligados a
proporcionar a la Comisión de Fiscalización la documentación que les solicite respecto de sus ingresos y
egresos. Por otra parte, el artículo 2.1 del Reglamento aplicable a las coaliciones establece que las
aportaciones en especie que se destinen a las campañas políticas de los candidatos de una coalición
podrán ser recibidas por los partidos políticos que la integran, o bien por los candidatos de la coalición. El
candidato que las reciba queda obligado a cumplir con todas las reglas aplicables para la recepción de
esta clase de aportaciones, de conformidad con lo establecido en los artículos 2, 3 y 4 del Reglamento
que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora
aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y la presentación de
sus informes. Al efecto, deberán imprimirse recibos específicos de la coalición para aportaciones en
especie de militantes y simpatizantes de los partidos que la integran, destinadas a campañas políticas, de
conformidad con los formatos “RM-COA” y “RSES-COA” que se incluyen en el presente reglamento.

Adicionalmente, el artículo 3.2 del citado Reglamento establece que todos los egresos que realicen la
coalición y sus candidatos deberán registrarse contablemente y estar soportados con la documentación



que expida la persona a quien se efectuó el pago. Dicha documentación deberá cumplir con los requisitos
exigidos por el Reglamento que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y
guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos
y en la presentación de sus informes.

Por otra parte, el artículo 4.8 del multicitado Reglamento establece que la Comisión de Fiscalización, a
través de su Secretario Técnico, tendrá en todo momento la facultad de solicitar a los órganos
responsables del financiamiento de cada coalición y de los partidos políticos que la integren, o a quien
sea responsable de conformidad con lo establecido por el artículo 3.1, la documentación necesaria para
comprobar la veracidad de lo reportado en los informes, así como las aclaraciones o rectificaciones que
se estimen pertinentes. Durante el periodo de revisión de los informes, se deberá permitir a la autoridad
electoral el acceso a todos los documentos originales que soporten los ingresos y egresos
correspondientes, así como a las contabilidades de la coalición y de los partidos políticos que la integren,
incluidos los estados financieros.

Por último, el artículo 11.1 del Reglamento aplicable dispone que los egresos deberán estar
comprobados con la documentación que expida a nombre del partido político o coalición la persona a
quien se efectuó
el pago. Dicha documentación deberá cumplir con los requisitos que exigen las disposiciones
fiscales aplicables.

En ningún procedimiento de auditoría, especialmente en uno que va dirigido a verificar la correcta
aplicación de los recursos de los partidos políticos nacionales, entidades de interés público según la
norma suprema de la Unión, y de las coaliciones políticas que ejercen importantes montos de recursos
públicos, puede darse por buena la presentación de cualquier clase de documentos como comprobantes
de ingresos o egresos, sino que han de cumplir con determinados requisitos que hayan sido previamente
establecidos por las normas aplicables, o bien que se justifique según las circunstancias particulares.

Los artículos 2, 3 y 4 del Reglamento que establece los lineamientos aplicables a los partidos
políticos, señala con toda claridad los requisitos, documentación comprobatoria y la manera de
contabilizar las aportaciones que reciban los partidos políticos que, en el presente caso y tal y como lo
establece expresamente el artículo 2.1 del Reglamento que aplicable a las coaliciones, éstas se
encontraban obligadas a cumplir con todos los extremos de la normatividad y a presentar toda la
documentación comprobatoria que cumpla con los requisitos exigidos por la normatividad a esta autoridad
electoral.

Por otra parte, no pasa inadvertido para esta autoridad, que en la mayoría de los casos en los que la
Comisión de Fiscalización mediante oficio solicitó a la coalición diversa documentación comprobatoria de
ingresos que cumpliera con todos los requisitos exigidos por la normatividad, la coalición omitió dar
respuesta a dichas solicitudes, con lo que, en primer término no subsana la observación que le notificó la
citada Comisión e incurre en irregularidades administrativas como la que ahora nos ocupa. Debe quedar
en todo momento claro, que la autoridad electoral en todo momento respetó la garantía de audiencia de la
coalición al hacer de su conocimiento la observación y otorgarle el plazo legal de 10 días hábiles para la
presentación de las aclaraciones y rectificaciones que considerara pertinentes, así como de la
documentación comprobatoria que juzgara conveniente.

La normatividad electoral ha establecido una serie de requisitos claramente señalados en el
Reglamento aplicable a los partidos políticos que resulta supletorio del propio Reglamento de coaliciones,
con base en los cuales los partidos y coaliciones deben contabilizar las aportaciones en especie, los
recibos que deben mandar imprimir los cuales deben estar foliados, ser expedidos de manera
consecutiva, contener todos y cada uno de los datos señalados en el citado Reglamento, estar
relacionados en un control de folios, contener los criterios de valuación de los bienes, las cotizaciones que
deben presentar los receptores del bien, los contratos que deben realizar para formalizar la aportación del
bien, etc. Todo lo anterior es precisamente por la importancia que la autoridad electoral considera que
tiene para la legalidad, transparencia y equidad de las contiendas el que las finanzas de los partidos sean
manejadas de una manera clara y limpia, que genere seguridad y certeza en los ciudadanos y en los
partidos políticos o coaliciones que intervengan en una campaña electoral.

En el caso, la coalición presenta alegatos que no pueden considerarse suficientes para justificar la
falta de presentación de documentación que cumpla con los requisitos exigidos.

La autoridad electoral considera trascendente que un partido político o coalición, por las razones que
sean, no le presenta la documentación comprobatoria con los requisitos exigidos por la normatividad del
ingreso o del egreso que ésta solicite en ejercicio de las facultades que expresamente le concede la ley
de la materia, ya que dicha falta puede tener efectos sobre la verificación del origen de los recursos, así
como sobre el control del ejercicio de los mismos.



Cabe señalar que los documentos que exhiba una coalición política a fin de acreditar lo que en ellos
se consigna, necesariamente deben sujetarse y cumplir con las reglas establecidas al respecto, en tanto
que la fuerza probatoria que la norma les otorga para comprobar lo reportado en sus informes, lo deja a la
buena fe de quien los presenta, ya que no exige mayor formalidad que el cumplimiento de los requisitos
previamente establecidos.

Asimismo, debe decirse que la documentación sin requisitos fiscales no hace prueba del egreso,
pues no cumple con los requisitos que exigen los artículos 3.2 del Reglamento aplicable a las coaliciones
y 11.1 del Reglamento aplicable a los partidos políticos, para acreditar los egresos que se efectúen por la
coalición política, y la documentación presentada no está incluida en los únicos casos de excepción que el
propio Reglamento permite para presentar documentación sin tales requisitos.

Así pues, la falta se acredita y, conforme a lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b)
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y 4.10 del Reglamento que establece los
lineamientos aplicables a las coaliciones, amerita una sanción.

La falta se califica como de mediana gravedad, en tanto que con este tipo de faltas se impide a la
Comisión verificar a cabalidad la veracidad de lo reportado en el Informe de Campaña.

Además, se tiene en cuenta que la coalición política presenta condiciones adecuadas, en términos
generales, en cuanto al registro y control de sus ingresos y egresos; y el monto implicado en esta falta es
de $1’141,263.82.

No obstante, no se puede presumir desviación de recursos; además, que la coalición presentó algún
documento de soporte, aunque no reúna los requisitos exigidos.

Esta autoridad, en la determinación de la sanción aplicable a la coalición, toma en cuenta que el
Partido Verde Ecologista de México, en el Informe Anual sobre ingresos y gastos ordinarios
correspondientes al año 1999, fue sancionado por presentar documentación que no cumple con todos los
requisitos exigidos por
la normatividad.

Además, se estima necesario disuadir en el futuro la comisión de este tipo de faltas.
En mérito de lo que antecede, este Consejo General llega a la convicción de que se debe imponer a la

coalición Alianza por el Cambio una sanción económica que, dentro de los límites establecidos en el
artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, tome
en cuenta las circunstancias del caso y la gravedad de la falta, la cual se distribuye entre los partidos que
integraron la coalición Alianza por el Cambio de conformidad con el porcentaje de su participación en los
ingresos de la misma, por lo que se impone al Partido Acción Nacional una sanción consistente en la
reducción del punto cuarenta y seis por ciento de la ministración del financiamiento público que le
corresponda al partido por concepto de gasto ordinario permanente por un mes, y al Partido Verde
Ecologista de México una sanción consistente en la reducción del punto siete por ciento de la ministración
del financiamiento público que le corresponda al partido por concepto de gasto ordinario permanente por
un mes.

d) En el capítulo de Conclusiones Finales del Dictamen Consolidado se señala:
La coalición Alianza por el Cambio no realizó mediante cheque pagos que rebasaron el
equivalente a cien veces el salario mínimo general vigente para el Distrito Federal por un monto
total de $744,183.00, integrados de la siguiente manera:
- Un monto de $8,970.00, correspondiente a Gastos de Propaganda de la campaña de
senadores.
- Un monto de $735,213.00, correspondientes a la cuenta de “Servicios Personales” por
concepto de Reconocimientos por Actividades Políticas.
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un incumplimiento a lo establecido en los
artículos 3.3 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e instructivos aplicables a
los partidos políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus ingresos y egresos
y en la presentación de sus informes, por lo que se hace del conocimiento del Consejo General
para efectos de lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales.

Se procede a analizar la irregularidad reportada en el Dictamen Consolidado.
Mediante el oficio STCFRPAP/016/01, del 29 de enero de 2001, se solicitó a la coalición Alianza por el

Cambio que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes respecto del hecho
de que, al efectuar la revisión del rubro Gastos de Propaganda en la campaña de senadores se
localizaron erogaciones por un monto de $8,970.00, que debieron realizarse mediante cheque ya que



sobrepasan 100 salarios mínimos diarios vigentes para el Distrito Federal. Los casos observados son
visibles a fojas 60 y 61 del capítulo correspondiente Dictamen Consolidado que presenta la Comisión de
Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas al Consejo General del Instituto
Federal Electoral respecto de los Informes de Campaña de los Partidos Políticos Nacionales y Coaliciones
Correspondientes al Proceso Electoral del Año 2000.

Al respecto, la coalición Alianza por el Cambio, mediante oficio TESO/014/01, del 13 de febrero de
2001, dio respuesta al requerimiento formulado por esta autoridad. La respuesta de la coalición a esta
observación formulada por la Comisión de Fiscalización se encuentra visible a fojas 60 y 61 del capítulo
correspondiente del Dictamen Consolidado. En dicho oficio, la coalición alega lo siguiente:

“Efectivamente, las facturas que usted señala exceden con 13 y 22 días respectivamente el tope
establecido en el artículo 3.3 de los Lineamientos de las Coaliciones. Estos gastos fueron
reembolsados a nuestro personal operativo debido a que ya habían realizado el pago y no fue
factible solicitar al proveedor que devolviera el importe pagado en efectivo para elaborar un
cheque nominativo.”

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas consideró como no subsanada la observación realizada, con base en las
siguientes consideraciones:

“La respuesta de la coalición se consideró insatisfactoria, al haber incumplido el citado artículo
3.3 del Reglamento que establece los lineamientos aplicables a las coaliciones.”

Por otra parte, mediante oficios STCFRPAP/016/01, del 29 de enero de 2001; STCFRPAP/007/01, del
15 de enero de 2001; STCFRPAP/010/01, del 12 de febrero de 2001 y STCFRPAP/022/01, del 1 de
febrero de 2001, se solicitó a la coalición Alianza por el Cambio que presentara las aclaraciones o
rectificaciones que considerara pertinentes respecto del hecho de que, al efectuar la revisión de las
cuentas de Gastos Operativos de Campaña en las campañas de senadores y de diputados, y Gastos
Centralizados en las Concentradoras Estatales, se localizaron Reconocimientos por Actividades Políticas
que debieron cubrirse mediante cheque ya que sobrepasan 100 salarios mínimos diarios vigentes para el
Distrito Federal, por un monto total de $735,213.00.

Al respecto, la coalición Alianza por el Cambio, mediante escritos TESO/014/01, del 13 de febrero de
2001; TESO/007/01, del 30 de enero de 2001 y TESO/016/01, del 19 de febrero de 2001, dio respuesta a
los requerimientos formulados por esta autoridad. Las respuestas de la coalición a las observaciones
formuladas por la Comisión de Fiscalización se encuentran visibles a fojas 126 a 127, 130 a 131, 165 a
166, 194 a 195 y 273 a 274 del capítulo correspondiente del Dictamen Consolidado. En dichos escritos, la
coalición alega
lo siguiente:

“Los egresos referidos en este inciso, no fueron clasificados contablemente como SUELDOS
Y SALARIOS, pero dado que se otorga un reconocimiento económico por actividades de
carácter político, que contablemente se clasifica bajo el rubro de Servicios Personales y que se
trata de una retribución por una actividad realizada, dicha erogación pudiera interpretarse dentro
de la excepción establecida en el artículo 11.5 de los lineamientos, Formatos, Instructivos,
Catálogos de Cuentas y Guía Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales en
el registro de sus ingresos
y egresos.
Los recibos expedidos para la comprobación de este gasto cuentan con todos los requisitos
establecidos en los artículos 3.6 y 3.7 del Reglamento que establece los lineamientos aplicables
a las coaliciones.”

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas consideró como no subsanadas la observaciones realizadas, con base en las
siguientes consideraciones:

“Lo antes descrito por la coalición se consideró insatisfactorio, ya que el pago de
reconocimientos por actividades políticas, no se consideran como sueldos y salarios
incumpliendo lo establecido en los artículos 3.3 y 10.1 del Reglamento que establece los
lineamientos aplicables a las coaliciones, en relación con el numeral 11.5 del Reglamento que
establece los Lineamientos aplicables a los partidos políticos.”

A partir de lo manifestado por la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas, este Consejo General concluye que el Partido Revolucionario Institucional
incumplió con lo establecido en el artículo 3.3 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e



instructivos aplicables a los partidos políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus
ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, que establece que todo pago que efectúen las
coaliciones que rebase la cantidad equivalente a cien veces el salario mínimo general diario vigente para
el Distrito Federal
deberá realizarse mediante cheque. Las pólizas de los cheques deberán conservarse anexas a la
documentación comprobatoria.

Resulta aplicable al caso concreto de manera supletoria, el artículo 11.5 del Reglamento que
establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables
a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus
informes, que como única excepción al pago mediante cheque de toda cantidad que rebase el equivalente
a 100 veces el salario mínimo general diario vigente para el Distrito Federal, establece el pago de sueldos
y salarios contenidos
en nóminas.

Por otra parte, en el primero de los casos observados referente a Gastos de Propaganda en la
campaña de senadores, la coalición acepta expresamente haber pagado en efectivo cantidades que
rebasaban la cantidad establecida en el Reglamento para los pagos en efectivo y argumenta que le fue
imposible recuperar el monto erogado en efectivo en contravención con lo establecido en el Reglamento,
para proceder a realizar el pago mediante la expedición de los cheques correspondientes, con lo cual,
esta autoridad concluye que la citada coalición incumplió con lo establecido en el artículo 3.3 del
Reglamento aplicable a las coaliciones, sin que lo alegado por ésta la exima de cumplir con la
normatividad de la materia.

En el caso, la coalición presenta alegatos que no pueden considerarse suficientes para justificar la
falta de presentación de documentación que cumpla con los requisitos exigidos, pues, como bien
argumenta la Comisión de Fiscalización en el Dictamen Consolidado, los lineamientos aplicables son
claros en cuanto a que los pagos superiores al monto indicado deben realizarse mediante cheque.

Lo argumentado por la coalición en el sentido de que los recibos expedidos para la comprobación de
este gasto contaban con todos los requisitos establecidos en el Reglamento aplicable a las coaliciones, no
es lo que la autoridad electoral considera como una infracción al Reglamento de la materia, es decir, lo
que la autoridad electoral observó como irregular, es el hecho de que los pagos que se realizaron por esta
vía rebasaron la cantidad de 100 veces el salario mínimo diario vigente para el Distrito Federal y que la
citada coalición no haya realizado estos pagos mediante cheque, tal y como lo ordena el Reglamento
multicitado, y no el que a los citados recibos le faltara alguno de los requisitos establecidos en la
normatividad.

Esta autoridad electoral no considera suficiente lo argumentado por la coalición en el sentido de que
ésta pensó que los pagos realizados sin cheque se encontraban dentro de la excepción establecida en el
artículo 11.5 del Reglamento aplicable a los partidos políticos antes citado, puesto que la normatividad es
clara al establecer un límite en el monto de recursos que los partidos pueden otorgar sin la emisión de
cheque nominativo, esto es, todo monto inferior a 100 días de salario mínimo general vigente en el Distrito
Federal, y los pagos realizados por la coalición no pueden considerarse como sueldos y salarios, única
excepción al pago mediante cheque de toda cantidad que rebase el monto indicado, toda vez que dichas
erogaciones no se encontraban contenidas en la nómina de la coalición, y se encontraban soportados
mediante recibos de reconocimientos por actividades políticas que nada tienen que ver con la
documentación soporte de los sueldos y salarios contenidos en una nómina o comprobado mediante un
recibo de honorarios con
requisitos fiscales.

La coalición se encontraba en posibilidad de otorgar a sus militantes o simpatizantes que realizaran
actividades de apoyo político reconocimientos en efectivo, siempre y cuando el monto de dichos
reconocimientos no excediera del equivalente a 100 días de salario mínimo, ya que, de rebasar este
monto, el reconocimiento por actividades de apoyo político debería forzosamente realizarse mediante
cheque.

El artículo 3.3 del citado Reglamento es claro al señalar que todo pago que rebase la cantidad
equivalente a cien veces el salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal, deberá realizarse
mediante cheque. En primera instancia, debe resaltarse que tal disposición se refiere a cualquier tipo de
pago que se realice por parte de la coalición, y no solamente a los pagos a proveedores.

La única excepción provendría de lo establecido en el artículo 11.5 del Reglamento que establece los
lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos
políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes,
respecto de los sueldos y salarios contenidos en nómina.



No está de más señalar que lo establecido en el artículo 3.3 antes referido, es aplicable respecto de
los pagos finales que se realicen a nombre y/o por cuenta de la coalición. No se cumple con la
normatividad si solamente se extiende un cheque a nombre de una persona comisionada por el partido
político para que realice a su vez pagos en efectivo a otras personas, sino que el pago final debe en todo
caso realizarse mediante cheque nominativo, cuando rebase la cantidad indicada. Por lo hasta aquí dicho,
lo argumentado por el partido no justifica su incumplimiento a lo establecido en el artículo 3.3 del
multicitado Reglamento.

Así pues, la falta se acredita y, conforme a lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y 4.10 del Reglamento que establece los
lineamientos aplicables a las coaliciones, amerita una sanción.

La falta se califica como leve, en tanto que no tiene un efecto inmediato sobre la comprobación de los
gastos. Sin embargo, sí puede tener efectos sobre la verificación del destino real de los recursos, así
como sobre el control del ejercicio de los mismos, pues la realización de pagos mediante cheque hace
que la identidad de quien los realiza y los recibe estén claramente determinados, mientras que la
realización de pagos en efectivo, sobre todo si se trata de sumas importantes, puede originar poca
claridad, e incluso hacer que se confundan con recursos que no hubieren estado debidamente registrados
en la contabilidad de la coalición. La norma transgredida pretende evitar precisamente que el efectivo
circule profusamente en las operaciones de los partidos y coaliciones, y que dichas operaciones dejen
huellas verificables e incontrovertibles que ofrezcan certeza del origen de los recursos, así como de la
veracidad de lo informado.

Por otra parte la autoridad tiene en cuenta que durante el desarrollo de las campaña electorales,
resulta más complicado para los partidos políticos y coaliciones, cumplir a cabalidad los extremos de la
norma que obliga a que todo pago que exceda de 100 salarios mínimos se realice mediante cheque.

Asimismo, se tienen en cuenta las siguientes circunstancias: que no se puede presumir desviación de
recursos; que la coalición llevó un adecuado control de sus operaciones, en términos generales, que la
coalición no ocultó.

Por otra parte en la determinación de la gravedad de la falta, se tiene en cuenta que es necesario
disuadir en el futuro la comisión de este tipo de faltas y que, aún tratándose de una norma de carácter
excepcional, la coalición no fue capaz de cumplirla a cabalidad.

Adicionalmente ha de considerarse, para fijar la sanción, que el monto que rebasaba el límite de 100
días de salario mínimo y no fue pagado mediante cheque suma un total de $744,183.00.

En mérito de lo que antecede, este Consejo General llega a la convicción de que se debe imponer a la
coalición Alianza por el Cambio una sanción económica que, dentro de los límites establecidos en el
artículo 269, párrafo 1, inciso a) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, tome
en cuenta las circunstancias del caso y la gravedad de la falta, por lo que se fija a dicha coalición una
multa consistente en 917 días de salario mínimo general vigente para el Distrito Federal, sanción que se
distribuye entre los partidos que integraron la coalición Alianza por el Cambio, de conformidad con el
porcentaje de su participación en los ingresos, por lo que se individualiza una sanción de 633 días de
salario mínimo general vigente para el Distrito Federal al Partido Acción Nacional, y de 284 días de salario
mínimo general vigente para el Distrito Federal al Partido Verde Ecologista de México.

e) En el capítulo de Conclusiones Finales del Dictamen Consolidado se señala:
La coalición Alianza por el Cambio no ingresó a las cuentas respectivas los recursos destinados
a sufragar los gastos de la coalición verificados en el ámbito territorial que corresponden a dichas
cuentas con relación a promocionales en prensa, por un monto de $283,170.11. Asimismo, no
observó la finalidad de las cuentas de diputados previstas en el Reglamento al realizar
erogaciones no autorizadas de gastos de campaña presidencial con recursos provenientes de
cuentas de diputados por un monto de $35,760.00.
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un incumplimiento a lo establecido en los
artículos 1.4, 1.6 y 1.7 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e instructivos
aplicables a los partidos políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus
ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, por lo que se hace del conocimiento del
Consejo General para efectos de lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Se procede a analizar la irregularidad reportada en el Dictamen Consolidado.



Mediante oficio número STCFRPAP/016/01, de fecha 29 de enero de 2001, se solicitó a la coalición
Alianza por el Cambio que presentara las aclaraciones o rectificaciones pertinentes, respecto del hecho
de que al efectuar la revisión de las erogaciones por concepto gastos de propaganda impresa y publicidad
en prensa, radio y televisión, se determinó que se realizaron egresos correspondientes a la campaña
presidencial con recursos provenientes de la cuentas destinadas a sufragar únicamente gastos
relacionados con las campañas de diputados, por un monto total de $35,760.00. Los casos observados
son visibles a fojas 67 a 68 y 283 a 284 del capítulo correspondiente del Dictamen Consolidado que
presenta la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas al
Consejo General del Instituto Federal Electoral respecto de los Informes de Campaña de los Partidos
Políticos Nacionales y Coaliciones Correspondientes al Proceso Electoral del Año 2000.

Al respecto, la coalición Alianza por el Cambio, mediante escritos TESO/014/01 y TESO/031/01, de
fecha 27 de febrero y 5 de marzo de 2001 respectivamente, dio respuesta al requerimiento formulado por
esta autoridad. Las respuestas de la coalición a cada una de las observaciones formuladas por la
Comisión de Fiscalización se encuentran visibles en fojas 67 a 68 y 283 a 284 del capítulo
correspondiente del Dictamen Consolidado. En dichos escritos, la coalición alega lo siguiente:

Así mismo manifiesto que los recursos depositados en las cuentas de los candidatos de estos
distritos fueron para uso exclusivo y en beneficio directo de las campañas de esos candidatos.

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas consideró como no subsanadas las observaciones realizadas, con base en las
siguientes consideraciones:

En relación con la explicación a la factura 642 se consideró insatisfactoria, ya que la calcomanía
sólo muestra la imagen de Fox. Por ello incumplió lo dispuesto en el citado artículo 1.4.
...
La carta emitida por la televisora anexa a la póliza, no hace mención de trasmisiones a favor del
candidato a diputado del distrito 15 de Veracruz, razón por la cual no quedó subsanada la
observación, incumpliendo con el artículo 1.4 del Reglamento que establece los lineamientos
aplicables a las coaliciones.

Mediante oficio número STCFRPAP/016/01, de fecha 29 de enero de 2001, se solicitó a la coalición
Alianza por el Cambio que presentara las aclaraciones o rectificaciones pertinentes, respecto del hecho
de que al efectuar la revisión de los datos arrojados por el monitoreo a medios impresos ordenado por el
Instituto Federal Electoral y realizado a través de las vocalías ejecutivas locales y distritales, se
observaron desplegados que se difundieron a través de los medios impresos de comunicación en todo el
país, no reportados por la coalición en sus informes de campaña, por un monto total de $283,170.11. Los
casos observados son visibles a fojas 67 a 69, 283 a 284, 370 a 373, 386, 388, 389, 393 a 394, 402 a 404
y 423 del capítulo correspondiente del Dictamen Consolidado que presenta la Comisión de Fiscalización
de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas al Consejo General del Instituto Federal
Electoral respecto de los Informes de Campaña de los Partidos Políticos Nacionales y Coaliciones
Correspondientes al Proceso Electoral del Año 2000.

Al respecto, mediante escritos TESO/019/01, TESO/20/01 y TESO/030/01, de fecha 27 de febrero, 1
de marzo y 5 de marzo de 2001 respectivamente, la coalición Alianza por el Cambio dio respuesta al
requerimiento formulado por esta autoridad. Las respuestas de la coalición a cada una de las
observaciones formuladas por la Comisión de Fiscalización se encuentran visibles en fojas 67 a 69, 283 a
284, 370 a 373, 386, 388, 389, 393 a 394, 402 a 404 y 423 del capítulo correspondiente del Dictamen
Consolidado. En dichos escritos, la coalición alega lo siguiente:

En lo que se refiere a los índices de las publicaciones por estado que se enlistan enseguida de
este párrafo, manifiesto que las mismas fueron realizadas y erogadas, directamente por los
Comités Directivos Estatales y en otros casos por los Comités Directivos Municipales del Partido
Acción Nacional con sus propios recursos ordinarios de cada uno de esos estados y no fueron
erogadas con los recursos de la Coalición Alianza por el Cambio, para lo cual anexo a este
escrito originales de las facturas y desplegados correspondientes a esos pagos.
...
En lo que se refiere a las publicaciones del Distrito Federal y (...), con los índices: 343 y 344, (...)
manifiesto que las mismas fueron realizadas y erogadas en forma directa por el Partido Verde
Ecologista de México en esos estados y con sus propios recursos ordinarios, por lo que la



Coalición Alianza por el Cambio no erogó con sus recursos esos gastos, para lo cual anexo a
este escrito los originales de las facturas y los desplegados de los índices 343 y 344 (...)

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas consideró como no subsanadas las observaciones realizadas, con base en las
siguientes consideraciones:

(...), la coalición incurrió en falta por no haber incorporado los recursos para tal fin en la cuenta
CBE-COA, como lo establece el artículo 1.6 del Reglamento aplicable a coaliciones (...).
Por lo antes expuesto no se considera subsanada la observación.
De la revisión a la documentación que presentó la coalición, se observó que las facturas están a
nombre del Partido Verde Ecologista de México y que realizó ajuste en la contabilidad de la
Concentradora Estatal del Distrito Federal, con lo que se incrementaron los egresos en
$202,618.50.
No obstante que con lo anterior la coalición reconoció el gasto, se incurrió en falta por no haber
incorporado los recursos para tal fin en la cuenta CBE-COA, como lo establece el artículo 1.6 del
Reglamento aplicable a coaliciones, y el artículo 1.7, por lo que no se consideran subsanadas las
observaciones realizadas a los desplegados citados.
De la revisión efectuada a la documentación proporcionada por la coalición, se observó que las
facturas que amparan a los desplegados con índices del 68 al 75 están a nombre del Partido
Acción Nacional y que se realizó un ajuste a la contabilidad de la Concentradora Estatal de
Morelos, con lo que se incrementaron los egresos en $25,760.00.
En relación a los desplegados con índices 236, 237 y 238, están a nombre del Partido Acción
Nacional y se realizó ajuste en la contabilidad de la Concentradora Estatal de Baja California,
con lo que se incrementaron los egreso en $2,400.00.
No obstante que con lo anterior la coalición reconoció el gasto, se incurrió en falta por no haber
incorporado los recursos para tal fin en la cuenta CBE-COA, como lo establecen los artículo 1.6 y
1.7 del Reglamento aplicable a coaliciones, por lo que no se considera subsanada la
observación.

A partir de lo manifestado por la Comisión de Fiscalización, este Consejo General considera que la
coalición Alianza por el Cambio incumplió con lo previsto en los artículos 1.4, 1.6 y 1.7 del Reglamento
que establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales que
formen Coaliciones, en el Registro de su Ingresos y Gastos y en la Presentación de sus Informes.

El artículo 1.4 del Reglamento en comento establece que en el caso de las campañas políticas para
diputados federales por el principio de mayoría relativa de una coalición, deberán abrirse cuentas
bancarias para efectuar las erogaciones cuando la suma de recursos en efectivo que la coalición haya
asignado para efectuar tales gastos de campaña, más la suma de recursos que el candidato haya recibido
conforme al artículo 1.8, rebase el monto equivalente a un cinco por ciento del tope de gastos de
campaña que haya establecido el Consejo General del Instituto Federal Electoral para esa elección.

Por su parte, el artículo 1.6 del Reglamento aplicable a coaliciones prevé que para la realización de
gastos centralizados que beneficien a varias campañas políticas de candidatos de la coalición, deberán
abrirse cuentas bancarias que se denominarán CBN-COA-(siglas de la coalición), que serán manejadas
por el órgano de finanzas de la coalición, y CBE-COA-(siglas de la coalición), que serán manejadas por
los representantes del órgano de finanzas de la coalición en las entidades federativas.

El artículo 1.7 del citado Reglamento establece, además, que todos los recursos que hayan de ser
erogados en campañas electorales de candidatos de la coalición, deberán provenir de cuentas CBCEN o
CBE de los partidos políticos integrantes de la coalición, y serán entregados a quien sea responsable de
administrarlos, para que a su vez los transfiera a las cuentas CBPEUM, CBSR, CBDMR, CBN-COA O
CBE-COA, según corresponda.

Esta autoridad electoral considera insuficiente lo alegado por la coalición Alianza por el Cambio en la
respuesta antes citadas, pues no comprobó que en realidad las campañas de diputados también
resultaran beneficiadas con tal erogación. Por el contrario, a partir de la revisión puntual de la propaganda
impresa y del promocional involucrados, se desprende que esta propaganda tuvo como objeto exclusivo
promover la candidatura presidencial. En consecuencia, es claro para este Consejo General que la
coalición incumplió con la finalidad de la cuenta destinada a sufragar gastos de las campañas de
diputados por el principio de mayoría relativa, pues se destinaron recursos de una cuenta CBDMR para
pagar publicidad a favor del candidato presidencial.

Por otro lado, aun cuando se considerara cierto lo argumentado por la coalición, de cualquier forma se
actualizaría una irregularidad sancionable, toda vez que esas erogaciones implicarían beneficios para
varias campañas, por lo que, en términos de lo dispuesto por el artículo 1.6 del Reglamento aplicable a
coaliciones, esos gastos, en todo caso, debieron haberse hecho con recursos provenientes de una cuenta



CBN-COA o CBE-COA. Sin embargo, como lo acepta la coalición, los gastos observados fueron
sufragados con recursos provenientes de una cuenta destinada, en forma limitativa, a las erogaciones
relacionadas con las campañas de diputados por el principio de mayoría relativa, por lo que esta autoridad
concluye que la falta se acredita, se califica como de mediana gravedad y, conforme a lo dispuesto en el
artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y
4.10 del Reglamento que establece los lineamientos aplicables a las coaliciones, dicha conducta amerita
una sanción.

En segundo lugar, la coalición incumplió con lo dispuesto por los artículos 1.6 y 1.7 del Reglamento
aplicable a coaliciones, pues como bien sostiene la Comisión de Fiscalización en el Dictamen
Consolidado, los Comités Directivos Estatales y Municipales del Partido Acción Nacional y el Partido
Verde Ecologista de México pagaron propaganda en medios impresos de comunicación a favor del
candidato presidencial y de un candidato al Senado de la República. En consecuencia, se incumplió con
la norma que establece que todos los recursos que se utilicen para sufragar gastos de campaña de
cualquiera de los candidatos registrados por la coalición, deben provenir de cuentas CBCEN o CBE de los
partidos políticos integrantes de la misma y, por tanto, no es jurídicamente válido que los partidos o sus
órganos paguen directamente gastos de campaña.

Para dar efectivo cumplimiento a las disposiciones antes citadas, la coalición debió sufragar los gastos
de propaganda electoral observados mediante la cuenta destinada para tal efecto, o bien, a través de
recursos dispuestos en las cuentas CBN-COA o CBE-COA previstas en el artículo 1.6 del Reglamento
citado. Además, debió pagar las inserciones en prensa con recursos provenientes de las cuentas
aplicables, esto es, de la cuenta CBPEUM y CBSR, previo traspasos de recursos de los partidos políticos
a dichas cuentas, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 1.7 del Reglamento aplicable a
coaliciones.

En consecuencia, se concluye que la falta se acredita y, conforme a lo dispuesto en el artículo 269,
párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y 4.10 del
Reglamento que establece los lineamientos aplicables a las coaliciones, dicha conducta amerita una
sanción.

Por otra parte, esta autoridad, en la determinación de la gravedad de la falta, estima que es necesario
disuadir en el futuro la comisión de este tipo de faltas, ya que en particular la utilización de cuentas
bancarias en franca violación al Reglamento, puede provocar que la autoridad electoral no pueda realizar
cabalmente la función de fiscalización que la ley le asigna. El sentido de la norma apunta precisamente
hacia separa, distinguir, clarificar cuentas diferentes para candidatos diferentes, al tiempo que obliga a
que sólo dichas cuentas puedan ser utilizadas por los candidatos correspondientes. Toda conducta
contraria a esta norma no hace sino obstaculizar la labor de la autoridad al tiempo que mina la certeza
que debe privar respecto de quién pagó qué, cuándo y cómo.

Por tanto, la falta se califica como de mediana gravedad pues la coalición violó disposiciones
reglamentarias conforme a lo señalado en párrafo anteriores. Sin embargo, ésta autoridad arriba a la
conclusión de que tal irregularidad obedece a un mal manejo administrativo y no a una intención dolosa
por parte de la coalición.

En mérito de lo que antecede, este Consejo General llega a la convicción de que se debe imponer a la
coalición Alianza por el Cambio una sanción económica que, dentro de los límites establecidos en el
artículo 269, párrafo 1, inciso a) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, tome
en cuenta las circunstancias del caso y la gravedad de la falta, por lo que se fija a dicha coalición una
multa consistente en 372 días de salario mínimo general vigente para el Distrito Federal, sanción que se
distribuye entre los partidos que integraron la coalición Alianza por el Cambio, de conformidad con el
porcentaje de su participación en los ingresos, por lo que se individualiza una sanción de 257 días de
salario mínimo general vigente para el Distrito Federal al Partido Acción Nacional, y de 115 días de salario
mínimo general vigente para el Distrito Federal al Partido Verde Ecologista de México.

f) En el capítulo de Conclusiones Finales del Dictamen Consolidado se señala:
La coalición Alianza por el Cambio no presentó las hojas membreteadas correspondientes a sus
promocionales transmitidos en radio y T.V. por un monto total de $3’789,417.73.
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un incumplimiento a lo establecido en los
artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, 4.8 y 10.1 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e instructivos
aplicables a los partidos políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus
ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, en relación con el artículo 12.8, incisos
a) y b) del Reglamento que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de
cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro de sus
ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, por lo que se hace del conocimiento del



Consejo General para efectos de lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Se procede a analizar la irregularidad reportada en el Dictamen Consolidado.
Mediante oficio número STCFRPAP/904/00, de fecha 31 de octubre de 2000, se solicitó a la coalición

Alianza por el Cambio que presentara las aclaraciones o rectificaciones pertinentes, respecto del hecho
de que al efectuar la revisión de las erogaciones relativas a Gastos de Propaganda en radio y televisión
reportadas por la coalición, se observó que ésta no presentó diversas hojas membreteadas con la relación
pormenorizada de cada uno de los promocionales trasmitidos que amparan las facturas correspondientes,
por un monto total de $3’789,417.73. Los casos observados son visibles a fojas 449 a 452, 454 a 457, 459
a 461, 477 a 478 y 480 a 481 del capítulo correspondiente del Dictamen Consolidado que presenta la
Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas al Consejo General
del Instituto Federal Electoral respecto de los Informes de Campaña de los Partidos Políticos Nacionales y
Coaliciones Correspondientes al Proceso Electoral del Año 2000.

Al respecto, la coalición Alianza por el Cambio, mediante oficios TESO/055/00 y TESO/22/01, de
fechas 15 de noviembre de 2000 y 5 de marzo de 2001 respectivamente, dio respuesta al requerimiento
formulado por esta autoridad. Las respuestas de la coalición a cada una de las observaciones formuladas
por la Comisión de Fiscalización se encuentran visibles en fojas 449 a 452, 454 a 457, 459 a 461, 477 a
478 y 480 a 481 del capítulo correspondiente del Dictamen Consolidado.

“Se anexan hojas membreteadas con relación pormenorizada de la información solicitada.”
Consta en el capítulo relativo del Dictamen Consolidado que la coalición no hizo entrega de la

documentación que le fue requerida, por lo que la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los
Partidos y Agrupaciones Políticas, consideró como no subsanada la observación realizada, con base en
las
siguientes consideraciones:

Dado que la coalición no entregó las hojas membreteadas, la Comisión juzgó insatisfactoria los
escritos dirigidos a los proveedores, ya que incumplió con lo estipulado en el artículo 38, párrafo
1, inciso k) del Código de la materia, así como en los artículos 4.8 del Reglamento que establece
los Lineamientos aplicables a las coaliciones y 12.8, inciso b) del Reglamento que establece
los lineamientos aplicables a los partidos políticos y los criterios de la Comisión de Fiscalización.
...
En virtud de que la coalición no proporcionó las hojas membreteadas se incumplió lo establecido
en el artículo 38, párrafo 1, inciso k) del Código de la materia, así como en el 4.8 del Reglamento
que establece los Lineamientos aplicables a las coaliciones y 12.8, inciso b) del Reglamento
que establece los lineamientos aplicables a los partidos políticos.

A partir de lo manifestado por la Comisión de Fiscalización, este Consejo General concluye que la
coalición Alianza por el Cambio incumplió con lo previsto en los artículos 38, párrafo 1, inciso k) del
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, así como a lo dispuesto por los artículos
4.8 y 10.1 del Reglamento que establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos Aplicables a los
Partidos Políticos Nacionales que formen Coaliciones, en el Registro de su Ingresos y Gastos y en la
Presentación de sus Informes, en relación con el artículo 12.8, incisos a) y b) del Reglamento que
establece los Lineamientos aplicables a los partidos políticos.

El artículo 38, párrafo 1, inciso k) del Código Electoral establece como obligación de los partidos y
coaliciones políticas, entregar la información que la Comisión de Fiscalización le solicite con respecto a
sus ingresos y egresos.

El artículo 4.8 del Reglamento citado, por su parte, prevé que la Comisión de Fiscalización, a través
de su Secretario Técnico, tendrá en todo momento la facultad de solicitar a los órganos responsables del
financiamiento de cada coalición y de los partidos políticos que la integren, o a quien sea responsable de
dichas finanzas, la documentación necesaria para comprobar la veracidad de lo reportado en los
informes, así como las aclaraciones o rectificaciones que se estimen pertinentes. Establece, además, que
durante el periodo de revisión de los informes, se deberá permitir a la autoridad electoral el acceso a
todos los documentos originales que soporten los ingresos y egresos correspondientes, así como a las
contabilidades de la coalición y de los partidos políticos que la integren, incluidos los estados financieros.

El artículo 10.1 del Reglamento aplicable a coaliciones, prevé que las coaliciones, los partidos
políticos que las integren y los candidatos que postulen deberán ajustarse, en todo lo que no se oponga a
lo expresamente establecido por el presente Reglamento, a lo dispuesto por el Reglamento que establece
los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los
partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus
informes.



En función de la supletoriedad establecida en el artículo 10.1 citado, resulta aplicable el artículo 12.8,
incisos a) y b) del Reglamento aplicable a partidos políticos, el cual establece que los partidos políticos
deberán solicitar que, junto con la documentación comprobatoria de gasto y en hojas membreteadas de la
empresa correspondiente, se anexe una relación pormenorizada de cada uno de los promocionales que
ampare la factura, relación que debe incluir:

• Independientemente de que dicha difusión se realice a través de estaciones de origen o
repetidoras, las siglas y el canal en que se transmitió cada uno de los promocionales;

• La identificación del promocional transmitido;
• El tipo de promocional de que se trata;
• La fecha de transmisión de cada promocional;
• La hora de transmisión;
• La duración de la transmisión.
El inciso b), por su parte, establece que los comprobantes de gastos efectuados en propaganda en

radio, también deberán especificar el tipo o tipos de promocionales que amparan, y el número de
transmisiones realizadas para cada tipo de promocional, sean promocionales regulares o spots, patrocinio
de programas o eventos, o cualquier otro tipo de publicidad. Prevé, además, que los partidos políticos
deberán solicitar que, junto con la documentación comprobatoria de gasto y en hojas membreteadas del
grupo o empresa correspondiente, se anexe una desagregación semanal que contenga, para cada
semana considerada de lunes a domingo, la siguiente información:

• Independientemente de que la transmisión se realice a través de estaciones de origen o
repetidoras, el nombre de la estación, la banda, las siglas y la frecuencia en que se transmitieron
los promocionales difundidos;

• El número de ocasiones en que se transmitió cada promocional durante la semana
correspondiente, especificándose el tipo de promocional de que se trata, y la duración del
mismo.

Este Consejo General advierte que la Comisión de Fiscalización solicitó a la coalición que presentara
en hojas membreteadas de la empresa correspondiente, la relación pormenorizada de cada uno de los
promocionales adquiridos y reportados en los informes de campaña de la coalición. Esta, por su parte, en
algunos casos, dio respuesta a dichas observaciones anexando una carta suscrita por la responsable del
órgano de finanzas de la coalición o, simplemente no dio respuesta alguna a los requerimientos
formulados. En consecuencia, una vez analizadas estas respuestas, la Comisión consideró que lo
alegado por la coalición no resultaba suficiente para considerar subsanadas las observaciones.

Resultó claro, en consecuencia, que la coalición incumplió, en primer lugar, con la obligación legal y
reglamentaria de presentar a la Comisión toda la documentación relativa a sus ingresos y egresos. En el
presente caso, las relaciones pormenorizadas de cada uno de los promocionales transmitidos en radio y
televisión, son documentos vinculados con egresos, pues sirven para generar certeza en la autoridad de
la efectiva realización del gasto, por lo que deben considerarse comprendidos dentro de la categoría de
documentos que los partidos y coaliciones están obligados a entregar a la Comisión de Fiscalización.

Además, este Consejo General considera que el sólo hecho de que la coalición no hubiere entregado
dichas hojas membreteadas, es suficiente para acreditar el incumplimiento a un requerimiento formulado
por la Comisión, toda vez que expresamente se le solicitó que entregara esta información.

Por su parte, el hecho de que la coalición hubiere entregado cartas dirigidas a la empresa con las que
contrató la transmisión de promocionales en radio y televisión, no la exime de responsabilidad por el
incumplimiento a su obligación de presentar, junto con la documentación comprobatoria del gasto, las
hojas membreteadas con el contenido citado anteriormente. La norma es clara al establecer que los
partidos políticos tienen el deber de solicitar a las empresas, en el marco de la contratación de los
promocionales, este tipo de documentación. No sólo eso, sino que, de una lectura sistemática del
Reglamento aplicable a partidos, se desprende que los partidos y coaliciones se encuentran obligados a
entregar a esta autoridad la relación pormenorizada de los promocionales, independientemente de que la
empresa incumpla con sus obligaciones contractuales. La supuesta omisión por parte de la empresa,
alegada por la coalición, opera en perjuicio de ésta para efectos de la imposición de una sanción
administrativa, toda vez que la coalición se encontraba obligada a ejercer todos los mecanismos legales a
su alcance con el fin de cumplir en tiempo y forma con la obligación de entregar las hojas membreteadas.

Además, no escapa al conocimiento de este Consejo General que la Comisión de Fiscalización emitió
un criterio de interpretación a este respecto, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de
diciembre de 1999, a través del cual se reitera la obligación que impone el artículo 12.8 del Reglamento
aplicable a los partidos políticos. En el apartado B) y F), dicho criterio establece, a la letra, lo siguiente:

Si aún así algún proveedor, en forma injustificada, se negara a observar tales requisitos, los
partidos políticos, para cumplir con sus obligaciones en materia electoral, habrán de utilizar los



medios legales a su alcance o, en última instancia, abstenerse incluso de realizar operaciones de
compra de publicidad con aquél.
...
En consecuencia, los partidos políticos que no cumplan con la entrega de la documentación
comprobatoria y sus anexos en los términos establecidos en el artículo 12.8 del Reglamento que
establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuenta y guía contabilizadora
aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la
presentación de sus informes, se sujetarán a las consecuencias legales que haya lugar.
Si un partido político llega a presentar documentación comprobatoria que no cumpla con los
requisitos exigidos por los lineamientos establecidos, estará incumpliendo con la obligación que
le impone el artículo 38, párrafo 1, inciso s) en relación con el 49-B, párrafo 2, inciso b), del
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, además de incumplir directamente
lo establecido por un acuerdo expedido por el Instituto Federal Electoral, en ejercicio de sus
atribuciones. En tal virtud, de conformidad con lo establecido en los incisos a) y b) del párrafo 2
del artículo 269 del propio Código, el partido político será sujeto a sanción administrativa.

Este Consejo General concluye que la coalición estuvo advertida previamente de las consecuencias
que se generarían en su perjuicio si se incumplía con lo dispuesto por el artículo 12.8 del Reglamento
aplicable a partidos políticos. En ese sentido, no se considera jurídicamente viable lo alegado por la
coalición en sus diversas respuestas, pues de forma previa al inicio de las campañas federales, se le hizo
saber el criterio de interpretación que esta autoridad aplicaría en lo relativo a la publicidad en radio y
televisión y de sus posibles implicaciones jurídicas.

La finalidad del artículo 12.8 antes mencionado, es la de permitir a la autoridad constatar la veracidad
de lo afirmado por los partidos y coaliciones en sus informes de campaña, en lo que respecta a los gastos
de propaganda en radio y televisión. Esto es, se pretende verificar que la documentación comprobatoria
del gasto reportado coincida con lo que efectivamente los partidos y coaliciones recibieron por parte de
las empresas contratadas, de tal suerte que la autoridad electoral tenga certeza sobre el canal de
transmisión, el tipo de promocional, la fecha y hora de transmisión, el número de ocasiones en las que
salió al aire, así
como su duración.

Es claro para esta autoridad electoral que la certeza antes aludida sólo se puede obtener mediante el
análisis de información elaborada por los propios prestadores de servicios, en la cual se detalle el objeto
de la relación contractual entre la empresa y el partido o coalición. Máxime cuando las características de
los promocionales pueden tener implicaciones en otros rubros sujetos a restricciones legales o
reglamentarias. Por tal motivo, este Consejo General concluye que las hojas membreteadas son
necesarias para cumplir con la finalidad de la norma, pues permiten generar certeza sobre el origen y
destino del financiamiento de los partidos y coaliciones.

Para dar cumplimiento efectivo a las disposiciones multicitadas, la coalición debió presentar, junto con
la documentación comprobatoria de la erogación y en hojas membreteadas de la empresa
correspondiente, una relación pormenorizada de cada uno de los promocionales transmitidos durante las
campañas electorales.
En consecuencia, se concluye que la falta se acredita y, conforme a lo dispuesto en el artículo 269,
párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y 4.10 del
Reglamento que establece los lineamientos aplicables a las coaliciones, dicha conducta amerita una
sanción.

La falta se califica como grave, pues la coalición violó disposiciones legales y reglamentarias conforme
a lo señalado en párrafos anteriores, además de que impidió a la autoridad electoral que tuviera certeza
sobre la coincidencia entre lo reportado por ésta y lo que efectivamente recibieron como contraprestación
por parte de las empresas contratadas.

Esta autoridad, en la determinación de la gravedad de la falta, estima que es necesario disuadir en el
futuro la comisión de este tipo de faltas, ya que en particular las irregularidades administrativas señaladas,
pueden provocar que la autoridad electoral no pueda realizar cabalmente la función de fiscalización que la
ley le asigna.

En mérito de lo que antecede, este Consejo General llega a la convicción de que se debe imponer a la
coalición Alianza por el Cambio una sanción económica que, dentro de los límites establecidos en el
artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, tome
en cuenta las circunstancias del caso y la gravedad de la falta, la cual se distribuye entre los partidos que
integraron la coalición Alianza por el Cambio de conformidad con el porcentaje de su participación en los
ingresos de la misma, por lo que se impone al Partido Acción Nacional una sanción consistente en la



reducción de medio punto porcentual de la ministración del financiamiento público que le corresponda al
partido por concepto de gasto ordinario permanente por un mes, y al Partido Verde Ecologista de México
una sanción consistente en el punto ocho por ciento de la ministración del financiamiento público que le
corresponda al partido por concepto de gasto ordinario permanente por un mes.

g) En el capítulo de Conclusiones Finales del Dictamen Consolidado se señala:
La coalición Alianza por el Cambio no reportó 459 desplegados difundidos a través de los medios
impresos de comunicación de todo el país.
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un incumplimiento a lo establecido en los
artículos 38, párrafo 1, inciso k), 49, párrafo 3, 49-A, párrafo 1, inciso b), fracciones I y III del
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 1.1, 2.1, 2.6, 3.2 y 4.8, 10.1 del
Reglamento que establece los lineamientos, formatos e instructivos aplicables a los partidos
políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus ingresos y egresos y en la
presentación de sus informes, en relación con los artículos 12.7 y 17.2, inciso c) del Reglamento
que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía
contabilizadora aplicables a
los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de
sus informes, por lo que se hace del conocimiento del Consejo General para efectos de lo
establecido en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales.

Se procede a analizar la irregularidad reportada en el Dictamen Consolidado.
Mediante oficio número STCFRPAP/040/01, de fecha 13 de febrero de 2001, se solicitó a la coalición

Alianza por el Cambio que presentara las aclaraciones o rectificaciones pertinentes, respecto del hecho
de que al efectuar la revisión de los datos arrojados por el monitoreo a medios impresos ordenado por el
Instituto Federal Electoral y realizado a través de las vocalías ejecutivas locales y distritales, se observó
462 desplegados que se difundieron a través de los medios impresos de comunicación en todo el país, no
reportados por la coalición en sus informes de campaña. Los casos observados son visibles a fojas 67 a
69, 283 a 284, 370 a 373, 383, 388, 389, 393, 394, 402 a 404, 423 del capítulo correspondiente del
Dictamen Consolidado que presenta la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas al Consejo General del Instituto Federal Electoral respecto de los Informes de
Campaña de los Partidos Políticos Nacionales y Coaliciones Correspondientes al Proceso Electoral del
Año 2000.

Al respecto, la coalición Alianza por el Cambio, mediante oficio TESO/019/01 de fecha 27 de febrero
de 2001, dio respuesta al requerimiento formulado por esta autoridad. Las respuestas de la coalición a
cada una de las observaciones formuladas por la Comisión de Fiscalización se encuentran visibles en
fojas 370 385, 387, 389 a 392, 394 a 401, 404 a 434, 436 a 439 del capítulo correspondiente del
Dictamen Consolidado.
En dichos oficios, la coalición alega lo siguiente:

En lo que se refiere a los índices de las publicaciones por estado que se enlistan enseguida de
este párrafo, manifiesto que las personas que aparecen como responsables de las
publicaciones, no reunían la calidad de representantes del órgano encargado de las finanzas
de esos estados ya que a estas personas precisamente se les denominó como
“Representantes del Organo de Finanzas de la Coalición Alianza por el Cambio en cada
una de las 32 entidades”. Aunado a lo anterior, señalo que en múltiples casos es imposible
saber el nombre del responsable de la publicación, dado que ni siquiera lo indica la relación
enviada por usted a la suscrita.
Por lo anteriormente expuesto, la suscrita se encuentra jurídica y materialmente imposibilitada
para satisfacer sus requerimientos en lo relativo a las publicaciones e índices (...)

En el capítulo relativo del Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los
Partidos y Agrupaciones Políticas consideró como no subsanada la observación realizada, con base en
las siguientes consideraciones:

La Comisión de Fiscalización considera no subsanada la observación, pues el hecho que el
órgano responsable de las finanzas de la coalición no hubiese sido responsable de la
publicación, no deslinda a ésta de la obligación legal de identificar a los militantes y
simpatizantes que hubieren realizado aportaciones en especie a través del pago de desplegados
en medios impresos. Además, la comisión considera que la coalición contó con los datos básicos
de la publicación, por lo que la imposibilidad jurídica y material de identificar a los aportantes



alegada por ésta, de ninguna manera se actualiza. En consecuencia, la coalición incumplió con
lo dispuesto por los artículo 38, párrafo 1, inciso k), 49-A, párrafo 1, inciso b), fracciones I y II del
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, así como en los artículos 2.1, 2.6,
3.2 y 4.8 del Reglamento que establece los lineamientos aplicables a las coaliciones y 12.7 del
Reglamento que establece los lineamientos aplicables a los partidos políticos.
La Comisión de Fiscalización considera no subsanada la observación, pues los desplegados
observados por el monitoreo, que a decir de la coalición fueron pagados por los grupos
parlamentarios del Partido Acción Nacional, incluyen diversas de las referencias o contenidos
previstos en el criterio de interpretación de la Comisión de Fiscalización respecto a lo que
dispone el Reglamento que establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de
Cuenta y Guía Contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales, publicados en el
Diario Oficial de
la Federación el 10 de enero de 2000. En ese sentido, dichos desplegados deben considerarse
como propaganda electoral. La independencia de los grupos parlamentarios aludida por la
coalición, no resulta suficiente para no considerar a dichos desplegados como promocionales a
favor de las candidaturas registradas por la coalición Alianza por el Cambio, en tanto que
implican una inducción al voto y la difusión de una plataforma electoral. Además, resulta claro
que los aportantes de esa propaganda electoral son militantes del Partido Acción Nacional, toda
vez que los responsables de la publicación son legisladores federales integrantes de las
bancadas de dicho partido político.
En consecuencia, la coalición incumplió con lo dispuesto por los artículos 38, párrafo 1, inciso k),
49-A, párrafo 1, inciso b), fracciones I y II del Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, así como en los artículos 2.1, 2.6, 3.2 y 4.8 del Reglamento que establece los
Lineamientos aplicables a las coaliciones y 12.7 del Reglamento que establece los Lineamientos
aplicables a los partidos políticos.
...

A partir de lo manifestado por la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas, este Consejo General concluye que la coalición Alianza por el Cambio incumplió
con lo previsto en los artículos 38, párrafo 1, inciso k), 49, párrafo 3, 49-A, párrafo 1, inciso b), fracción I y
III del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, así como a lo dispuesto por los
artículos 1.1, 2.1, 2.6, 3.2 y 4.8 del Reglamento que establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos
Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales que formen Coaliciones, en el Registro de su Ingresos y
Gastos y en la Presentación de su Informes, y 12.7 y 17.2 inciso c) del Reglamento que establece los
Lineamientos aplicables a los partidos políticos.

El artículo 38, párrafo 1, inciso k) del Código Electoral establece como obligación de los partidos y
coaliciones políticas, entregar la información que la Comisión de Fiscalización le solicite con respecto a
sus ingresos y egresos. El artículo 49, párrafo 3 prohíbe a los partidos y coaliciones políticas a recibir
aportaciones de personas no identificadas, con excepción de las obtenidas mediante colectas realizadas
en mítines o en la vía pública.

Por su parte, el artículo 49-A, párrafo 1, inciso b), fracción I establece que lo informes de campaña que
presenten los partidos y coaliciones, deberán especificar los gastos que el partido o coalición y sus
candidatos hubieren realizado en el ámbito territorial que corresponda. La fracción III del mismo inciso y
artículo, establece que en estos informes se debe reportar el origen de los recursos utilizados para
financiar los gastos de campañas, así como el monto y destino de dichas erogaciones.

El artículo 1.1 del Reglamento aplicable a las coaliciones establece que todos los recursos en efectivo
o en especie que hubieren sido utilizados por éstas para sufragar gastos de campaña, deberán ingresar
primeramente a cualquiera de los partidos que la integren. Adicionalmente, el artículo 2.1 del citado
Reglamento prevé que las aportaciones en especie que se destinen a las campañas políticas de los
candidatos de una coalición podrán ser recibidas por los partidos políticos que la integren, o bien por los
candidatos de la coalición. Además, señala que el candidato que las reciba queda obligado a cumplir con
todas las reglas aplicables para la recepción de esta clase de aportaciones.

Por su parte, el artículo 2.6 del Reglamento aplicable a coaliciones establece que para efectos del
registro en la contabilidad de cada uno de los partidos políticos integrantes de la coalición, así como para
la integración de sus respectivos informes anuales, el total de los ingresos conformados por las
aportaciones en especie recibidas por los candidatos de la coalición, las aportaciones por éstos
efectuadas para sus campañas, los ingresos recibidos en colectas o mítines en vía pública y los
rendimientos financieros de las cuentas bancarias de las campañas, deberá ser contabilizado por el
órgano de finanzas de la coalición.



Por otra parte, el artículo 3.2 del Reglamento aplicables a coaliciones establece que todos los egresos
que realicen la coalición y sus candidatos deberán registrarse contablemente y estar soportados con la
documentación que expida la persona a quien se efectuó el pago. Prescribe, además, que dicha
documentación deberá cumplir con los requisitos exigidos por el Reglamento que establece los
lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos
políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes.

El artículo 4.8 del Reglamento citado, por su parte, prevé que la Comisión de Fiscalización, a través
de su Secretario Técnico, tendrá en todo momento la facultad de solicitar a los órganos responsables del
financiamiento de cada coalición y de los partidos políticos que la integren, o a quien sea responsable de
dichas finanzas, la documentación necesaria para comprobar la veracidad de lo reportado en los
informes, así como las aclaraciones o rectificaciones que se estimen pertinentes. Establece, además, que
durante el periodo de revisión de los informes, se deberá permitir a la autoridad electoral el acceso a
todos los documentos originales que soporten los ingresos y egresos correspondientes, así como a las
contabilidades de la coalición y de los partidos políticos que la integren, incluidos los estados financieros.

En función de la supletoriedad del Reglamento que establece los Lineamientos aplicables a los
partidos políticos, establecida en el Reglamento aplicable a los partidos políticos que formen coaliciones,
resultan aplicables los artículos 12.6, 12.7 y 17.2 del Reglamento aplicable a los partidos políticos.

El artículo 12.7, por su parte, establece que los partidos políticos deberán conservar la página
completa de un ejemplar original de las publicaciones que contengan las inserciones en prensa que
realicen en las campañas electorales, las cuales deberán anexarse a la documentación comprobatoria y
presentarse junto con ésta a la autoridad electoral cuando se les solicite.

Por último, el artículo 17.2 del Reglamento aplicable a partidos políticos señala los gastos que
deberán ser reportados en los informes de campaña, que son todos aquellos los ejercidos dentro del
período comprendido entre la fecha de registro de los candidatos en la elección de que se trate y hasta el
fin de las campañas electorales, correspondientes a los siguientes rubros:

a) Gastos de propaganda: los ejercidos en bardas, mantas, volantes o pancartas que hayan de
utilizarse, permanecer en la vía pública o distribuirse durante el periodo de las campañas
electorales; renta de equipos de sonido, o locales para la realización de eventos políticos durante
el periodo de las campañas electorales; propaganda utilitaria que haya de utilizarse o distribuirse
durante el periodo de las campañas electorales, y otros similares;

b) Gastos operativos de campaña: comprenden los sueldos y salarios del personal eventual,
arrendamiento eventual de bienes muebles e inmuebles, gastos de transporte de material y
personal, viáticos y otros similares, que hayan de ser utilizados o aplicados durante el periodo de
las campañas electorales; y

c) Gastos de propaganda en prensa, radio y televisión: comprenden los ejercidos en cualquiera de
estos medios tales como mensajes, anuncios publicitarios y sus similares, tendientes a la
obtención del voto, difundidos durante el periodo de las campañas electorales.

Esta autoridad electoral no considera suficiente lo alegado por la coalición Alianza por el Cambio, en
el sentido de que le resultaba jurídica y materialmente imposible reportar la totalidad de los desplegados
aparecidos en medios de comunicación impresos, alegando que la coalición no reconocía a los
responsables de dichas publicaciones, o bien, que los datos aportados por la autoridad electoral en los
requerimientos respectivos no eran suficientes para identificar a los mismos.

En primer lugar, este Consejo General considera que los desplegados aparecidos en diversos medios
de comunicación impresos de todo el país, deben considerarse como propaganda electoral, pues de
conformidad con el artículo 182, párrafo 4 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, por el término “propaganda electoral” debe entenderse el conjunto de escritos, publicaciones,
imágenes, grabaciones, proyecciones y expresiones que durante la campaña electoral producen y
difunden los partidos políticos, los candidatos registrados y sus simpatizantes, con el propósito de
presentar ante la ciudadanía las candidaturas registradas.

Todos los desplegados observados por la Comisión de Fiscalización y que no fueron explicados por la
coalición, se produjeron y difundieron durante la campaña electoral y tuvieron como finalidad presentar
ante los ciudadanos una opción electoral, pues en todas estas publicaciones aparecen logotipos, nombres
de candidatos, planes, programas, compromisos, críticas a otros partidos o candidatos, invitaciones a
eventos de campaña, mensajes de apoyo, etc. En ese sentido, esta autoridad electoral considera que el
objeto directo y genérico de estos desplegados en prensa, fue la inducción al voto a favor de la coalición y
de sus candidatos, por lo que debe considerarse como propaganda en términos de la ley electoral.

Además, la coalición y sus candidatos resultaron beneficiados de tales erogaciones, en la medida en
la que a través de estos desplegados se difundieron las candidaturas y, en particular, su plataforma
electoral. En consecuencia, estas erogaciones tuvieron implicaciones en el desarrollo de las diversas



campañas, pues fueron parte de un complejo flujo de información que permitió a la ciudadanía elegir entre
las opciones políticas en contienda.

Esta autoridad tiene en cuenta que la Comisión de Fiscalización anunció a los diversos partidos
políticos y coaliciones, los criterios aplicables para la determinación de los gastos de campaña, a través
del “Acuerdo de la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas del
Instituto Federal Electoral por el que se Establecen Diversos Criterios de Interpretación de lo Dispuesto en
el Reglamento que Establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía
Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales en el Registro de sus Ingresos y Egresos y
en la Presentación de sus Informes”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de enero de
2000, el cual a la letra establece lo siguiente:

C) En términos del artículo 182-A, párrafo 3, del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales, no se consideran gastos de campaña los correspondientes a las
actividades
de operación ordinaria de los partidos políticos y el sostenimiento de sus órganos directivos y de
sus organizaciones durante las campañas electorales, incluidas las convocatorias para los
procesos de selección interna de sus candidatos a diputados y senadores, conforme a lo
establecido en sus estatutos.
El artículo 182-A, inciso c), del Código electoral establece que los gastos de propaganda en
prensa, radio y televisión que quedan comprendidos dentro de los topes de gasto comprenden
los realizados en cualquiera de estos medios tales como mensajes, anuncios publicitarios y sus
similares, tendientes a la obtención del voto.
Esta Comisión considera que se dirigen a la obtención del voto los promocionales que, durante
las campañas electorales, presenten alguna o varias de las siguientes características,
mencionadas en forma enunciativa y no limitativa:
- Las palabras “voto” o “votar”, “sufragio” o “sufragar”, “elección” o “elegir”, y sus sinónimos,

en cualquiera de sus derivados o conjugaciones, ya sea verbalmente o por escrito.
- La aparición de la imagen de alguno de los candidatos del partido político, o la utilización de

su voz o de su nombre o apellidos, sea verbalmente o por escrito.
- La invitación a participar en actos de campaña del partido político o de los candidatos por

él postulados.
- La mención de la fecha de la jornada electoral, sea verbalmente o por escrito.
- La difusión de la plataforma electoral del partido político o de su posición ante los temas de

interés nacional, en los términos del párrafo 5 del artículo 182-A del Código Federal
de Instituciones y Procedimientos Electorales.

- Cualquier referencia verbal o escrita, o producida a través de imágenes, a cualquier
gobierno
o a un partido político o candidato postulado por un partido político distinto de aquél que
paga
el promocional.

- La defensa por el partido político de cualquier política pública que a su juicio haya producido
o vaya a producir efectos benéficos para la ciudadanía.

- La presentación de la imagen del o los líderes del partido político o de su emblema, o la
mención de los “slogans” o lemas con los que se identifique al partido político o a
sus candidatos.

Del Dictamen Consolidado se desprende que en la determinación de los desplegados que no fueron
reportados por la coalición, la Comisión de Fiscalización aplicó precisamente el criterio antes descrito. Es
decir, la Comisión definió con la debida anticipación lo que se consideraría como propaganda electoral
para todos los efectos legales procedentes y, en particular, para efectos de los gastos de campaña y sus
correspondientes topes. En ese sentido, todos y cada uno de los desplegados observados por la
Comisión, tienen al menos una de las características señaladas en el acuerdo antes citado.

En segundo lugar, este Consejo General concluye que todos aquellos desplegados que no fueran
pagados directamente por la coalición o por sus candidatos, deben considerarse como aportaciones en
especie realizados por militantes o simpatizantes. Además, resulta a todas luces claro que no es
necesario, para efectos de la imposición de sanciones administrativas, que este Consejo acredite la
militancia de los responsables de cada una de las publicaciones, pues el artículo 182, párrafo 4 del



Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, establece que se considera como
propaganda electoral el conjunto de escritos, publicaciones, imágenes, grabaciones, proyecciones y
expresiones que durante la campaña electoral producen y difunden los partidos políticos, los candidatos
registrados y sus simpatizantes, concepto que incluye tanto a los militantes como a las personas que no
sostengan ese vínculo pero que realizan actos tendientes a promover, en el marco de una contienda
electoral, a un partido, coalición o candidato. El artículo 182 citado en relación con el artículo 182-A,
párrafo 2, inciso c) del Código de la materia permite concluir que la coalición debió considerar como
gastos de campaña los desplegados en prensa, para lo cual resultaba necesario que previamente los
hubiere reconocido como ingreso, a través de la figura de la aportación en especie y que hubiere
cumplido con todas las disposiciones que regulan este tipo de aportaciones.

El hecho de que este Consejo General considere como aportaciones en especie el conjunto de
erogaciones correspondientes a los desplegados en prensa, implica que la coalición estaba obligada a
reportar dichas erogaciones como ingresos en sus respectivos informes de campaña, en términos de lo
dispuesto por los artículos 49-A, párrafo 1, inciso b), fracción III del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales, así como en lo dispuesto por los artículos 1.1, 2.1 y 2.6 del Reglamento
aplicable a coaliciones.

Asimismo, no resulta atendible el argumento de la coalición en el sentido de que estaba jurídicamente
imposibilitada para identificar a los aportantes, pues según se desprende del artículo 49, párrafo 3 de la
ley electoral, la coalición tiene la prohibición legal de recibir aportaciones de personas no identificadas,
por lo que debió hacer todo lo posible por encontrar a dichas personas y formalizar el ingreso conforme a
las reglas aplicables. No es la autoridad la obligada a revelar la identidad de los aportantes, sino los
partidos políticos y las coaliciones.

Además, la Comisión de Fiscalización, con base en el monitoreo que realizó a los medios de
comunicación impresos en todo el país, le facilitó los datos básicos de los desplegados no reportados a la
coalición, información que resulta suficiente para corregir estas omisiones. En ese sentido, la coalición
estuvo en condiciones de acudir a las empresas en cuyo periódico, revista o tabloide se publicaron dichos
desplegados para solicitar a éstas información sobre la persona que contrató tal publicación, con el objeto
de proceder al registro del ingreso correspondiente, por lo que la coalición no puede alegar ninguna
imposibilidad material.

Ahora bien, la coalición no sólo incumplió con su obligación de reportar como ingresos y egresos los
montos derivados de los desplegados observados por el monitoreo, sino que además incumplió con su
deber de presentar a esta autoridad toda la documentación comprobatoria exigida por los Reglamentos
aplicables tanto en lo relativo a su tratamiento como ingreso, como en lo concerniente al gasto.

Para dar cumplimiento efectivo a las disposiciones multicitadas, la coalición debió reportarlos como
ingreso los montos derivados de dichos desplegados como aportaciones en especie y como gastos de
campaña los correspondientes egresos y, consecuentemente, presentar toda la documentación
comprobatoria exigida por las normas reglamentarias como sustento del ingreso y del egreso. En
consecuencia, se concluye que la falta se acredita y, conforme a lo dispuesto en el artículo 269, párrafo 2,
incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y 4.10 del Reglamento
que establece los lineamientos aplicables a las coaliciones, dicha conducta amerita una sanción.

La falta se califica como grave, pues la coalición violó diversas disposiciones legales y reglamentarias
conforme a lo señalado en párrafos anteriores, además de que su incumplimiento se traduce en la
imposibilidad de que esta autoridad tenga certeza sobre la legalidad de las aportaciones, la identidad de
los aportantes y, en general, sobre el origen de los recursos aplicados a las diversas campañas en las
que la coalición registró candidatos. Asimismo, tal incumplimiento impidió que esta autoridad pudiera
arribar a conclusiones en torno al total del gasto verificado en cada una de estas campañas y, en
consecuencia, sobre la posible violación de topes de gasto.

Por otra parte, esta autoridad, en la determinación de la gravedad de la falta, estima que es necesario
disuadir en el futuro la comisión de este tipo de faltas, ya que en particular las irregularidades
administrativas señaladas, pueden provocar que la autoridad electoral no pueda realizar cabalmente la
función de fiscalización que la ley le asigna, ni vigilar el efectivo cumplimiento de las disposiciones
constitucionales, legales y reglamentarias aplicables.

En mérito de lo que antecede, este Consejo General llega a la convicción de que se debe imponer a la
coalición Alianza por el Cambio una sanción económica que, dentro de los límites establecidos en el
artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, tome
en cuenta las circunstancias del caso y la gravedad de la falta, la cual se distribuye entre los partidos que
integraron la coalición Alianza por el Cambio de conformidad con el porcentaje de su participación en los



ingresos de la misma, por lo que se impone al Partido Acción Nacional una sanción consistente en el
punto siete por
ciento de la ministración del financiamiento público que le corresponda al partido por concepto de gasto
ordinario permanente por un mes, y al Partido Verde Ecologista de México una sanción consistente en un
punto porcentual de la ministración del financiamiento público que le corresponda al partido por concepto
de gasto ordinario permanente por un mes.

h) En el capítulo de Conclusiones Finales del Dictamen Consolidado se señala:
La coalición Alianza por el Cambio no presentó el ejemplar original de un conjunto agregado de
inserciones en prensa, por un monto total de $2’659,471.80.
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un incumplimiento a lo establecido en los
artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, 4.8 y 10.1 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e instructivos
aplicables a los partidos políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus
ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, en relación con el artículo 12.7 del
Reglamento que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía
contabilizadora aplicables a
los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de
sus informes, por lo que se hace del conocimiento del Consejo General para efectos de lo
establecido en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales.

Se procede a analizar la irregularidad reportada en el Dictamen Consolidado.
Mediante oficios números STCFRPAP/05/01, STCFRPAP/007/01, STCFRPAP/016/01 y

STCFRPAP/018/01, fechados los días 9, 15, 26 y 29 de enero de 2001, se solicitó a la coalición Alianza
por el Cambio que presentara las aclaraciones o rectificaciones pertinentes, respecto del hecho de que al
efectuar la revisión de los gastos de propaganda en prensa efectuados por la coalición, se observó que
ésta presentó copia fotostática de la inserción en prensa, por un monto total de $2’659,471.80. Los casos
observados son visibles a fojas 275 a 341 del capítulo correspondiente del Dictamen Consolidado que
presenta la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas al
Consejo General del Instituto Federal Electoral respecto de los Informes de Campaña de los Partidos
Políticos Nacionales y Coaliciones Correspondientes al Proceso Electoral del Año 2000.

Al respecto, la coalición Alianza por el Cambio, mediante escritos TESO/004/01, TESO/007/01,
TESO/014/01 y TESO/031/01, de fechas 24 y 30 de enero, 13 de febrero y 5 de marzo de 2001
respectivamente, dio respuesta a los requerimientos formulados por esta autoridad. Las respuestas de la
coalición a cada una de las observaciones formuladas por la Comisión de Fiscalización se encuentran
visibles en fojas 275 a 279, 280 a 282, 297 a 301 y 340 a 341 del capítulo correspondiente del Dictamen
Consolidado. En dichos escritos, la coalición alega admite expresamente anexar copia de los ejemplares
de las publicaciones solicitas.

La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, en el
Dictamen Consolidado, consideró como no subsanada la observación realizada, con base en las
siguientes consideraciones:

Al presentar la coalición copia fotostática de las inserciones incumplió lo estipulado en los
artículos 4.8 y 10.1 del Reglamento que establece los lineamientos aplicables a las coaliciones y
el
artículo 38, párrafo 1, inciso k) del Código de la materia y 12.7 del Reglamento que establece
los lineamientos aplicables a los partidos políticos, por ello se considera no subsanada la observación.

A partir de lo manifestado por la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas, este Consejo General concluye que la coalición Alianza por el Cambio incumplió
con lo previsto en los artículos 38, párrafo 1, inciso k del Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, así como a lo dispuesto por los artículos 4.8 y 10.1 del Reglamento que establece los
Lineamientos, Formatos, Instructivos Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales que formen
Coaliciones, en el Registro de sus Ingresos y Gastos y en la Presentación de sus Informes, y 12.7 del
Reglamento que establece los Lineamientos aplicables a los partidos políticos.

El artículo 38, párrafo 1, inciso k) del Código Electoral establece como obligación de los partidos y
coaliciones políticas, entregar la información que la Comisión de Fiscalización le solicite con respecto a
sus ingresos y egresos. Por otra parte, el artículo 4.8 del Reglamento citado, por su parte, prevé que la
Comisión de Fiscalización, a través de su Secretario Técnico, tendrá en todo momento la facultad de
solicitar a los órganos responsables del financiamiento de cada coalición y de los partidos políticos que la
integren, o a quien sea responsable de dichas finanzas, la documentación necesaria para comprobar la



veracidad de lo reportado en los informes, así como las aclaraciones o rectificaciones que se estimen
pertinentes. Establece, además, que durante el periodo de revisión de los informes, se deberá permitir a
la autoridad electoral el acceso a todos los documentos originales que soporten los ingresos y egresos
correspondientes, así como a las contabilidades de la coalición y de los partidos políticos que la integren,
incluidos los estados financieros.

El artículo 10.1 del Reglamento aplicable a coaliciones, prevé que las coaliciones, los partidos
políticos que las integren y los candidatos que postulen deberán ajustarse, en todo lo que no se oponga a
lo expresamente establecido por el presente Reglamento, a lo dispuesto por el Reglamento que establece
los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los
partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus
informes.

En función de la supletoriedad establecida en el artículo 10.1 citado, resulta aplicable el artículo 12.7
del Reglamento aplicable a partidos políticos, el cual establece que los partidos políticos deberán
conservar la página completa de un ejemplar original de las publicaciones que contengan las inserciones
en prensa que realicen en las campañas electorales, las cuales deberán anexarse a la documentación
comprobatoria y presentarse junto con ésta a la autoridad electoral cuando se les solicite.

Este Consejo General advierte que la Comisión de Fiscalización solicitó a la coalición que presentara
el original de inserciones en prensa reportadas en los respectivos informes de campaña. La coalición, por
su parte, dio respuesta a dichas observaciones anexando copia del ejemplar original. Por tanto, la
Comisión consideró que la documentación presentada por la coalición no resultaba suficiente para
considerarlas subsanadas, pues la coalición solamente entregó copia fotostática de la misma.

Resultó claro, en consecuencia, que la coalición política incumplió, en primer lugar, con la obligación
legal y reglamentaria de presentar a la Comisión toda la documentación comprobatoria original relativa a
sus ingresos y egresos. En el presente caso, los originales de las inserciones en prensa son documentos
vinculados con egresos, pues sirven para generar certeza en la autoridad de la efectiva realización del
gasto, por lo que deben considerarse comprendidos dentro de la categoría de documentos que los
partidos y coaliciones se encuentran obligados a entregar a la Comisión de Fiscalización.

Además, este Consejo General considera que el solo hecho de que la coalición política hubiere
presentado copias fotostática de dichas inserciones, es suficiente para acreditar el incumplimiento a un
requerimiento formulado por la Comisión, toda vez que expresamente se le solicitó el original del ejemplar
en el que apareció la inserción.

En segundo lugar, esta autoridad considera que la coalición incumplió con la obligación que le impone
el Reglamento aplicable a partidos políticos, de conservar la página completa de un ejemplar original que
contenga las inserciones en prensa y de presentarlas a la autoridad electoral cuando lo solicite, prevista
en el artículo 12.7 del citado Reglamento y la cual resulta aplicable en función de la supletoriedad prevista
en el artículo 10.1 del Reglamento aplicable a coaliciones.

La finalidad del artículo 12.7 antes mencionado, es la de permitir a la autoridad constatar la veracidad
de lo afirmado por los partidos y coaliciones en sus informes de campaña, en lo que respecta a los gastos
de propaganda en medios de comunicación impresos. Esto es, se pretende verificar que la
documentación comprobatoria del gasto reportado coincida con lo que efectivamente los partidos y
coaliciones contrataron y pagaron a las empresas contratadas, de tal suerte que la autoridad electoral
tenga certeza sobre el tipo de inserción, tamaño, sección, fechas en la que apareció, características de la
edición, campañas o candidatos beneficiados por tales erogaciones, responsables de las inserciones para
efectos de considerarlas como aportaciones en especie, etc.

Es claro para esta autoridad electoral que la certeza antes aludida sólo se puede obtener mediante el
análisis individual de cada uno de los originales de las inserciones reportadas. Máxime cuando las
características de las inserciones pueden tener implicaciones en otros rubros sujetos a restricciones
legales o reglamentarias. Por tal motivo, este Consejo General concluye que las copias fotostáticas no
son útiles para cumplir con la finalidad de la norma, pues no generan certeza sobre su autenticidad y, en
ese sentido, impiden a la autoridad electoral desarrollar a cabalidad la función de fiscalización sobre el
origen y destino de los recursos de los partidos y coaliciones. Es de explorado derecho que las copias
fotostáticas o simples de cualquier documento no hacen plena prueba sobre lo que en ellos se consigna.

Para dar cumplimiento efectivo a las disposiciones multicitadas, la coalición debió presentar los
originales de todas las publicaciones que contengan las inserciones en prensa que realizaron durante las
campañas electorales. En consecuencia, se concluye que la falta se acredita y, conforme a lo dispuesto
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales y 4.10 del Reglamento que establece los lineamientos aplicables a las coaliciones, dicha
conducta amerita una sanción.



La falta se califica como de mediana gravedad, pues a pesar de que la coalición violó disposiciones
legales y reglamentarias conforme a lo señalado en párrafos anteriores, el hecho de que la coalición
presentara copias fotostáticas permitió que la autoridad electoral tuviera un grado razonable de certeza
sobre la coincidencia entre lo reportado por ésta y lo que efectivamente recibieron como contraprestación
de las empresas contratadas.

Por otra parte, esta autoridad, en la determinación de la gravedad de la falta, estima que es necesario
disuadir en el futuro la comisión de este tipo de faltas, ya que en particular las irregularidades
administrativas señaladas, pueden provocar que la autoridad electoral no pueda realizar cabalmente la
función de fiscalización que la ley le asigna.

Asimismo, ha de considerarse, para fijar la sanción, que el monto total a que asciende los
desplegados presentados en copia fotostática suma un total de $2’659,471.80.

En mérito de lo que antecede, este Consejo General llega a la convicción de que se debe imponer a la
coalición Alianza por el Cambio una sanción económica que, dentro de los límites establecidos en el
artículo 269, párrafo 1, inciso a) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, tome
en cuenta las circunstancias del caso y la gravedad de la falta, por lo que se fija a los partidos políticos
que integraron la coalición Alianza por el Cambio, una multa que se distribuye de conformidad con el
porcentaje de su participación en los ingresos, por lo que se individualiza una sanción de 4,549 días de
salario mínimo general vigente para el Distrito Federal al Partido Acción Nacional, y de 2,044 días de
salario mínimo general vigente para el Distrito Federal al Partido Verde Ecologista de México.

i) En el capítulo de Conclusiones Finales del Dictamen Consolidado se señala:
La coalición Alianza por el Cambio no presentó documentación comprobatoria de egresos por un
monto total de $75,150.00.
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un incumplimiento a lo establecido en los
artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, 3.2, 4.8 y 10.1 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e
instructivos aplicables a los partidos políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro
de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, por lo que se hace del
conocimiento del Consejo General para efectos de lo establecido en el artículo 269, párrafo 2,
incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Se procede a analizar la irregularidad reportada en el Dictamen Consolidado.
Mediante oficios STCFRPAP/016/01, del 29 de enero de 2001; STCFRPAP/018/01, del 26 de enero

de 2001 y STCFRPAP/904/00, del 31 de octubre de 2000, se solicitó a la coalición Alianza por el Cambio
que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes respecto del hecho de que,
al efectuar la revisión de las cuentas de Gastos de Propaganda en la campaña de senadores, Gastos de
Propaganda en la campaña de senadores, subcuenta “bardas”, Gastos Centralizados en las
Concentradoras Estatales, subcuenta “Gallardetes” y Gastos de Propaganda en Radio, Concentradora
Estatal, se localizaron pólizas que carecían de documentación soporte, por un monto total de $75,150.00.
Los casos observados son visibles a fojas 60 a 61 y 105 a 106 del capítulo correspondiente del Dictamen
Consolidado que presenta la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones
Políticas al Consejo General del Instituto Federal Electoral respecto de los Informes de Campaña de los
Partidos Políticos Nacionales y Coaliciones Correspondientes al Proceso Electoral del Año 2000.

Al respecto, la coalición Alianza por el Cambio, mediante escritos TESO/014/01, del 13 de febrero de
2001; TESO/012/01, del 12 de febrero de 2001; TESO/031/01, del 5 de marzo de 2001 y TESO/055/00,
del 15 de noviembre de 2001, dio respuesta a los requerimientos formulados por esta autoridad. Las
respuestas de la coalición a las observaciones formuladas por la Comisión de Fiscalización se encuentran
visibles a fojas 60 a 61 y 105 a 106 del capítulo correspondiente del Dictamen Consolidado. En dichos
escritos, la coalición alega, en términos generales, lo siguiente:

“La factura de la póliza (...) ha sido solicitada al proveedor sin que hasta el momento
tengamos respuesta”.

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas consideró como no subsanadas la observaciones realizadas, con base en las
siguientes consideraciones:

“...la coalición no proporcionó la documentación faltante, razón por la cual no se consideró
subsanada la observación, al haber incumplido con lo establecido en los artículos 3.2 y 4.8 del
Reglamento que establece los Lineamientos aplicables a las coaliciones y el artículo 38, párrafo
1, inciso k) del Código de la materia.”



En el caso de la documentación comprobatoria que no presentó la coalición referente a Gastos de
Propaganda en radio, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones
Políticas consideró como no subsanadas la observaciones realizadas, con base en las siguientes
consideraciones:

“...la coalición no proporcionó la documentación faltante, razón por la cual no se consideró
subsanada la observación, al haber incumplido con lo establecido en los artículos 3.2 y 4.8 del
Reglamento que establece los Lineamientos aplicables a las coaliciones y el artículo 38, párrafo
1, inciso k) del Código de la materia y 12.8, inciso b) del Reglamento que establece los
lineamientos aplicables a los partidos políticos.”

A partir de lo manifestado por la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas, este Consejo General concluye que la coalición Alianza por el Cambio incumplió
con lo establecido en los artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales, 3.2, 4.8 y 10.1 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e
instructivos aplicables a los partidos políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus
ingresos y egresos y en la presentación de sus informes.

El artículo 38, párrafo 1, inciso k) del Código electoral establece que los partidos políticos nacionales y
las coaliciones políticas están obligados a entregar a la Comisión de Fiscalización la documentación que
le solicite respecto de sus ingresos y egresos.

Por otra parte, el artículo 3.2 del citado Reglamento establece que todos los egresos que realicen la
coalición y sus candidatos deberán registrarse contablemente y estar soportados con la documentación
que expida la persona a quien se efectuó el pago. Dicha documentación deberá cumplir con los requisitos
exigidos por el Reglamento que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y
guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos
y en la presentación de sus informes. Adicionalmente, el artículo 4.8 del multicitado Reglamento establece
que la Comisión de Fiscalización, a través de su Secretario Técnico, tendrá en todo momento la facultad
de solicitar a los órganos responsables del financiamiento de cada coalición y de los partidos políticos que
la integren, o a quien sea responsable de conformidad con lo establecido por el artículo 3.1, la
documentación necesaria para comprobar la veracidad de lo reportado en los informes, así como las
aclaraciones o rectificaciones que se estimen pertinentes. Durante el periodo de revisión de los informes,
se deberá permitir a la autoridad electoral el acceso a todos los documentos originales que soporten los
ingresos y egresos correspondientes, así como a las contabilidades de la coalición y de los partidos
políticos que la integren, incluidos los estados financieros.

Por último, el artículo 10.1 del Reglamento aplicable a las coaliciones señala que las coaliciones, los
partidos políticos que las integren y los candidatos que postulen deberán ajustarse, en todo lo que no se
oponga a lo expresamente establecido por el presente Reglamento, a lo dispuesto por el Reglamento que
establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables
a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus
informes, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de diciembre de 1998 y sus reformas
también publicadas en ese órgano de difusión.

En el caso particular de la falta de presentación de la factura correspondiente a Gastos de
Propaganda en Radio, resulta aplicable lo establecido en el artículo 12.8, inciso b) del Reglamento que
establece los Lineamientos aplicables a los Partidos Políticos Nacionales que señala que los
comprobantes de los gastos efectuados en propaganda en radio y televisión deberán especificar el
número total de promocionales que ampara la factura y el periodo de tiempo en el que se transmitieron.
Los comprobantes deberán incluir los promocionales que resulten de las bonificaciones recibidas por el
partido por la compra de otros promocionales, en el entendido de que esas bonificaciones son parte de la
operación mercantil y no implican donación alguna, el inciso b) del citado artículo establece que los
comprobantes de gastos efectuados en propaganda en radio, también deberán especificar el tipo o tipos
de promocionales que amparan, y el número de transmisiones realizadas para cada tipo de promocional,
sean promocionales regulares o spots, patrocinio de programas o eventos, o cualquier otro tipo de
publicidad. Los partidos políticos deberán solicitar que, junto con la documentación comprobatoria de
gasto y en hojas membreteadas del grupo o empresa correspondiente, se anexe una desagregación
semanal que contenga, para cada semana considerada de lunes a domingo, la siguiente información:

- Independientemente de que la transmisión se realice a través de estaciones de origen o
repetidoras, el nombre de la estación, la banda, las siglas y la frecuencia en que se transmitieron
los promocionales difundidos;

- El número de ocasiones en que se transmitió cada promocional durante la semana
correspondiente, especificándose el tipo de promocional de que se trata, y la duración del
mismo.



En este caso, de la falta de comprobación de gastos en radio, debe decirse que la autoridad electoral,
teniendo en cuenta las grandes cantidades de recursos de los partidos políticos y coaliciones gastan
en los medios de comunicación, fue particularmente cuidadosa al establecer toda una serie de requisitos
y de documentos con los que dichos institutos políticos debían comprobar lo erogado en este rubro,
incluso llevó a cabo monitoreos de los 3 grandes medios de comunicación: prensa, radio y T.V., por lo
que, la
falta de comprobación de cualquiera de estos gastos resulta una irregularidad administrativa considerada
como grave.

En el presente caso, la autoridad electoral no considera suficiente lo alegado por la coalición Alianza
por el Cambio, en el sentido de que, en la mayoría de los casos, las facturas y demás documentación
comprobatoria exigida por la normatividad como sustento del egreso y que le fue solicitada, había sido
solicitada por la coalición a los proveedores sin que se la hubiesen entregado a ésta, por lo que no podían
presentarla ante la autoridad electoral. Al respecto debe decirse que es obligación de la coalición, al
momento de efectuar un gasto, solicitarle al proveedor toda la documentación comprobatoria exigida por
la normatividad y que contenga requisitos fiscales, es decir, la labor de la coalición no consistía en realizar
erogaciones a diestra y siniestra para posteriormente iniciar la recolección de toda la documentación
sustento de los gastos que había realizado, por lo que, desde luego, esta autoridad considera que la
coalición incurrió en la irregularidad consistente en no presentar documentación comprobatoria soporte
del gasto realizado.

La normatividad aplicable es clara al establecer que es obligación de los partidos políticos y las
coaliciones, contar en todo momento con la documentación que compruebe de manera adecuada los
gastos en que incurrió, por lo que nada le exime a la coalición de la presentación de la citada
documentación el momento de la presentación de sus informes de campaña, o bien, cuando la Comisión
de Fiscalización
se los solicitara.

La autoridad electoral considera trascendente que un partido político o coalición, por las razones que
sean, no le presenta la documentación comprobatoria del gasto o del ingreso que ésta solicite en ejercicio
de las facultades que expresamente le concede la ley de la materia, ya que dicha falta puede tener
efectos sobre la verificación del destino real de los recursos, así como sobre el control del ejercicio de los
mismos.

Así pues, la omisión se tradujo en la imposibilidad material de la Comisión de verificar la veracidad de
lo reportado en sus informes de campaña. En vista de ello, la falta se califica como grave y, conforme a
lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales y 4.10 del Reglamento que establece los lineamientos aplicables a las
coaliciones, amerita una sanción.

Al respecto, se ha de tener en cuenta que la coalición política presenta, en términos generales,
condiciones adecuadas en cuanto al registro, control y documentación de sus ingresos y egresos, así
como en su contabilidad.

Sin embargo, también debe tenerse en cuenta que el monto total que la coalición no comprobó es
de $75,150.00.

Además, se tiene en cuenta que es necesario disuadir en el futuro la comisión de este tipo de faltas.
En mérito de lo que antecede, este Consejo General llega a la convicción de que se debe imponer a la

coalición Alianza por el Cambio una sanción económica que, dentro de los límites establecidos en el
artículo 269, párrafo 1, inciso a) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, tome
en cuenta las circunstancias del caso y la gravedad de la falta, por lo que se fija a dicha coalición una
multa consistente en 645 días de salario mínimo general vigente para el Distrito Federal, sanción que se
distribuye entre los partidos que integraron la coalición Alianza por el Cambio, de conformidad con el
porcentaje de su participación en los ingresos, por lo que se individualiza una sanción de 445 días de
salario mínimo general vigente para el Distrito Federal al Partido Acción Nacional, y de 200 días de salario
mínimo general vigente para el Distrito Federal al Partido Verde Ecologista de México.

j) En el capítulo de Conclusiones Finales del Dictamen Consolidado se señala:
La coalición Alianza por el Cambio rebasó el tope de gastos de campaña fijado por la autoridad
electoral correspondiente a las campañas de diputados en cuatro distritos electorales, por un
monto total de $222,550.95, integrados de la siguiente manera:

ESTADO DISTRITO MONTO SEGUN INFORME
DE CAMPAÑA

TOPE MAXIMO DIFERENCIA

Aguascalientes 01 $810,729.74 $738,737.27 $71,992.47



Aguascalientes 02 787,640.29 738,737.27 48,903.02

Aguascalientes 03 801,354.67 738,737.27 62,617.40

Quintana Roo 01 777,775.33 738,737.27 39,038.06

Total $3’177,500.03 $222,550.95

Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un incumplimiento a lo establecido en los
artículos 41, fracción II, último párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, 182-A, párrafo 1 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales,
por lo que se hace del conocimiento del Consejo General para efectos de lo establecido en el
artículo 269,
párrafo 2, incisos a), b) y f) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Se procede a analizar la irregularidad reportada en el Dictamen Consolidado.
En el capítulo correspondiente a la coalición Alianza por el Cambio del Dictamen Consolidado, la

Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas manifiesta, en
relación con la violación de cuatro topes de gastos de campaña, correspondiente a campañas de
diputados, lo que a continuación se transcribe:

Derivado de las modificaciones solicitadas por la Secretaría Técnica de la Comisión de
Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas y como resultado de las
mismas, se determinó que en los Informes de Campaña de Diputados, en 4 distritos se
excedieron los topes máximos de gastos de campaña, como a continuación se muestran:

ESTADO DISTRITO MONTO SEGUN INFORME
DE CAMPAÑA

TOPE MAXIMO DIFERENCIA

Aguascalientes 01 $810,729.74 $738,737.27 $71,992.47

Aguascalientes 02 787,640.29 738,737.27 48,903.02

Aguascalientes 03 801,354.67 738,737.27 62,617.40

Quintana Roo 01 777,775.33 738,737.27 39,038.06

Total $3’177,500.03 $222,550.95

Por lo anterior, la coalición incumplió lo establecido en los artículos 41, fracción II, último párrafo
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 182-A del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales y el Acuerdo del Consejo General del Instituto Federal
Electoral por el que se determinan los topes de gastos de las campañas de diputados de
mayoría relativa, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 13 de diciembre de 1999.

A partir de lo manifestado por la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas, este Consejo General concluye que la coalición Alianza por el Cambio incumplió
con lo establecido en los artículos 41, fracción II, último párrafo de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, 182-A, párrafo 1 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

El último párrafo de la fracción II del artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, establece que la ley debe fijar los criterios para determinar límites a erogaciones de los
partidos políticos en sus campañas electorales y las sanciones que deben imponerse por el
incumplimiento de las disposiciones relativas.

En cumplimiento a la norma constitucional aludida, el artículo 182-A, párrafo 1 del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales establece como obligación de los partidos y coaliciones
políticas que los gastos que realicen en propaganda electoral y actividades de campaña no rebasen los
topes acordados por el Consejo General para cada elección.

El Consejo General, en ejercicio de la atribución señalada en el artículo 182-A de la ley electoral,
aprobó, en sesión ordinaria celebrada el 30 de noviembre de 1999, el Acuerdo por el que se Determinan
los Topes de Gastos de las Campañas de Diputados de Mayoría y de Senadores Electos por el Principio
de Mayoría Relativa, para las Elecciones Federales en el Año 2000, el cual fue publicado en el Diario
Oficial de la Federación el lunes 13 de diciembre del mismo año. Dicho acuerdo señala que el tope
máximo de gastos
de cada campaña para la elección de diputados por el principio de mayoría relativa en el proceso federal
del año 2000, será la cantidad de $738,737.27 (setecientos treinta y ocho mil setecientos treinta y siete
pesos 27/100 M.N.).



La autoridad electoral tiene el deber de verificar que los partidos políticos y coaliciones respeten los
topes de gastos de campaña, situación que de no tenerse en cuenta implicaría dejar sin contenido
normativo una disposición legal que impone una obligación a cargo de los partidos políticos de respetar
los topes fijados por la autoridad electoral en cumplimiento a las disposiciones legales que reglamentan lo
establecido en la fracción II del artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en
el sentido de que deberán establecerse límites a las erogaciones de los partidos políticos y coaliciones en
sus campañas electorales, a los cuales deben ajustarse en tanto son considerados, por la misma
disposición de nuestro ordenamiento legal supremo, entidades de interés público.

Por su parte, el párrafo 2 de la citada disposición establece aquellos conceptos que quedan
comprendidos en los topes de gasto, entre los que se encuentran los siguientes:

a) Gastos de propaganda, los que comprenden las erogaciones realizadas en bardas, mantas,
volantes, pancartas, equipos de sonido, eventos políticos realizados en lugares alquilados,
propaganda utilitaria y otros similares;

b) Gastos operativos de la campaña, los cuales comprenden los sueldos y salarios del personal
eventual, arrendamiento eventual de muebles e inmuebles, gastos de transporte de material y
personal, viáticos y otros similares; y

c) Gastos de propaganda en prensa, radio y televisión, categoría en la que quedan comprendidos
las erogaciones realizadas en cualquiera de estos medios tales como mensajes, anuncios
publicitarios y sus similares, tendientes a la obtención del voto.

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 269, párrafo 2, inciso f) del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales, un partido o coalición política debe ser sancionado cuando
sobrepase durante la campaña electoral los topes fijados conforme al artículo 182-A del mismo
ordenamiento legal.

Ahora bien, de la revisión a los informes de gasto de campaña relativos al proceso electoral federal de
2000 presentados por cuatro candidatos a diputados, se desprende que en cuatro distritos se superó el
tope de gasto de campaña fijado por el Consejo General para la elección de diputados por el principio de
mayoría relativa, por un monto de $222,550.95.

Asimismo, debe tomarse en cuenta que el artículo 191 del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales dispone que cualquier infracción a las disposiciones contenidas en el capítulo
en el cual se ubica, dentro de las cuales se encuentra el referido artículo 182-A, deberán ser sancionadas
en los términos que el propio Código establece, lo cual se debe realizar en función de que este Consejo
General ha tenido conocimiento, con la presentación del Dictamen Consolidado que resulta de la revisión
de los Informes de Campaña de los partidos políticos y coaliciones, de que se cometió esta falta, que se
tiene por plenamente acreditada.

En vista de las consideraciones anteriormente vertidas, la falta se acredita y amerita una sanción en
términos de lo establecido por los artículos 191 y 269, párrafo 2, incisos a), b) y f) del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales y 4.10 del Reglamento que establece los lineamientos
aplicables a las coaliciones.

La falta se considera como grave, pues al violarse directamente las disposiciones legales aludidas, se
trastocan principios fundamentales del sistema de partidos establecido por la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como la regulación al respecto de las actividades de los partidos políticos
nacionales establecida en la ley.

El hecho de que un partido político o coalición supere los topes de gastos definidos por el Consejo
General, lo pone en una posición de ilegítima ventaja con respecto al resto de los partidos y coaliciones,
en un sistema que pretende producir equidad en la contienda electoral.

Al respecto, lo establecido en los artículos 182-A y 269, párrafo 2, incisos a), b) y f) del Código Federal
de Instituciones y Procedimientos Electorales, se considera una norma fundamental que se dirige a tutelar
el principio constitucional de equidad en las contiendas electorales, por lo que la violación a los topes de
gasto es un atentado a dicho principio.

Se tiene en cuenta que es la primera vez que los partidos que integraron la coalición Alianza por el
Cambio incurren en esta irregularidad y, por tanto, no puede atribuírsele un carácter sistemático.

Por otro lado, no es posible concluir que la infracción derivó de una situación culposa o negligente.
Además, se estima absolutamente necesario disuadir en el futuro la comisión de este tipo de faltas.
En mérito de lo que antecede, este Consejo General llega a la convicción de que se debe imponer a la

coalición Alianza por el Cambio una sanción económica que, dentro de los límites establecidos en el
artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, tome



en cuenta las circunstancias del caso y la gravedad de la falta, la cual se distribuye entre los partidos que
integraron la coalición Alianza por el Cambio de conformidad con el porcentaje de su participación en los
ingresos de la misma, por lo que, de conformidad con lo establecido en el artículo 4.10, inciso b) del
Reglamento que establece los lineamientos aplicables a las coaliciones, se impone al Partido Acción
Nacional una sanción consistente en la reducción de un punto seis por ciento de la ministración del
financiamiento público que le corresponda al partido por concepto de gasto ordinario permanente por un
mes, y al Partido Verde Ecologista de México una sanción consistente en el cinco y medio por ciento de la
ministración del financiamiento público que le corresponda al partido por concepto de gasto ordinario
permanente por un mes.

k) En el capítulo de Conclusiones Finales del Dictamen Consolidado se señala:
La coalición Alianza por el Cambio realizó 16 entregas de documentación comprobatoria que le
fue solicitada por la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones
Políticas de manera extemporánea.
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un incumplimiento a lo establecido en los
artículos 49-A, párrafo 2, inciso b), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, 10.1 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e instructivos
aplicables a los
partidos políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus ingresos y egresos y
en la presentación de sus informes, en relación con el artículo 20.1 del Reglamento que
establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora
aplicables
a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación
de sus informes, por lo que se hace del conocimiento del Consejo General para efectos de lo
establecido en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales.

Se procede a analizar la irregularidad reportada en el Dictamen Consolidado.
Mediante oficio STCFRPAP/904/00, del 31 de octubre de 2000, se solicitó a la coalición Alianza por el

Cambio que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes respecto del hecho
de que, al efectuar la revisión de las cuentas de Gastos de Propaganda en radio en la campaña de
senadores, se localizaron facturas las cuales no contenían los requisitos exigidos por la normatividad. Los
casos observados son visibles a fojas 121, 448 a 450, 452 a 455, 458 a 459, 470 a 476 y 478 a 481 del
capítulo correspondiente del Dictamen Consolidado que presenta la Comisión de Fiscalización de los
Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas al Consejo General del Instituto Federal Electoral
respecto de los Informes de Campaña de los Partidos Políticos Nacionales y Coaliciones
Correspondientes al Proceso Electoral del Año 2000.

Consta en el capítulo relativo del Dictamen Consolidado de la Comisión de Fiscalización que en los
escritos que la coalición política presentaba dentro del plazo legal establecido en la ley y el Reglamento,
la coalición manifestaba, en términos generales, lo siguiente:

“Se anexa información requisitada hasta el momento (...)”
Por otra parte, la coalición Alianza por el Cambio, mediante escrito TESO/022/01, del 5 de marzo de

2001, dio respuesta extemporánea a los requerimientos formulados por esta autoridad. Las respuestas de
la coalición a las observaciones formuladas por la Comisión de Fiscalización se encuentran visibles a
fojas 121, 448 a 450, 452 a 455, 458 a 459, 470 a 476 y 478 a 481 del capítulo correspondiente del
Dictamen Consolidado. En dichos escritos, la coalición alega, en términos generales, lo siguiente:

“Se anexa complemento de la información requerida, (...)”.
En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y

Agrupaciones Políticas consideró extemporánea la entrega de documentación que realizaba la coalición
política fuera del plazo legal, con base en las siguientes consideraciones:

“Asimismo, de la revisión a la documentación que presentó la coalición en forma extemporánea,
mediante su escrito de fecha (...), incumpliendo con lo establecido en los artículos 49-a, párrafo
2, inciso b) del Código de la materia y 20.1 del Reglamento que establece los Lineamientos
aplicables a los partidos políticos, así como en el 10.1 del Reglamento que establece los
Lineamientos aplicables a las coaliciones, se determinó que (...)”.

Consta en el Dictamen Consolidado que la coalición política político realizó en dieciséis ocasiones la
documentación que le había sido solicitada, después del vencimiento del plazo que había sido hecho de
su conocimiento en cada uno de los oficios en los que se le hacían los requerimientos y que fueron fijados



de conformidad con lo establecido en el Código electoral y en el Reglamento aplicable a los partidos
políticos que es supletorio del Reglamento que establece los Lineamientos aplicables a las coaliciones.

A partir de lo manifestado por la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas, este Consejo General concluye que la coalición Alianza por el Cambio incumplió
con lo establecido en los artículos 49-A, párrafo 2, inciso b), del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales, 10.1 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e instructivos
aplicables a los partidos políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus ingresos y
egresos y en la presentación de sus informes, en relación con el artículo 20.1 del Reglamento que
establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables
a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus
informes.

El artículo 49-A, párrafo 2, inciso b) del mismo Código establece que si durante la revisión de los
informes la Comisión advierte la existencia de errores u omisiones técnicas, notificará al partido político o
a la agrupación política que hubiere incurrido en ellos, para que en un plazo de diez días contados a partir
de dicha notificación, presente las aclaraciones o rectificaciones que estime pertinentes. Adicionalmente,
el artículo 10.1 del Reglamento que establece los Lineamientos aplicables a las coaliciones señala que las
éstas, los partidos políticos que las integren y los candidatos que postulen deberán ajustarse, en todo lo
que no se oponga a lo expresamente establecido por el presente reglamento, a lo dispuesto por el
Reglamento que establece los Lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía
contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en
la presentación de sus informes, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de diciembre de
1998 y sus reformas publicadas en ese mismo medio de difusión.

Por otra parte, el artículo 20.1 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos, instructivos,
catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro de
sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes dispone, al igual que el artículo 49-A, párrafo
2, inciso b) del Código Electoral, que si durante la revisión de los informes la Comisión advierte la
existencia de errores u omisiones técnicas, lo notificará al partido político que hubiere incurrido en ellos,
para que en un plazo de diez días contados a partir de dicha notificación, presente las aclaraciones o
rectificaciones que estime pertinentes.

Lo anterior supone que los partidos y las agrupaciones políticas, se encuentran obligados a entregar la
documentación y las aclaraciones que le solicite la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los
Partidos y Agrupaciones Políticas dentro de los plazos establecidos en la ley de la materia. en el presente
caso, la coalición política entregó, fuera de los plazos legales, la documentación que le fue solicitada, para
lo cual, tal y como se le dijo en el oficio, contaba con un plazo legal de 10 días hábiles.

Conviene mencionar que la entrega extemporánea de la respuesta a los oficios de la Comisión genera
serias dificultades en el proceso de revisión: no sólo se reducen los tiempos para la verificación contable,
sino que se entorpece el proceso del análisis en general y se vulnera el principio de certeza que debe
privar en todo proceso administrativo.

Así pues, la falta se acredita y, conforme a lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b)
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y 4.10 del Reglamento que establece los
lineamientos aplicables a las coaliciones, amerita una sanción.

La falta se califica como de mediana gravedad, porque de manera extemporánea la coalición política
hizo entrega de la documentación que le solicitó la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los
Partidos y Agrupaciones Políticas, la tardanza generó diversas dificultades en la revisión de los ingresos y
egresos que reportados en los Informes de Campaña y la entrega extemporánea de documentación
comprobatoria de los ingresos y egresos se tradujo en la dificultad material de la Comisión de verificar la
veracidad de lo reportado en sus informes de campaña.

Al respecto, se ha de tener en cuenta que la coalición, en términos generales, condiciones adecuadas
en cuanto al registro, control y documentación de sus ingresos y egresos, así como en su contabilidad.

Además, se estima necesario disuadir en el futuro la comisión de este tipo de faltas.

En mérito de lo que antecede, este Consejo General llega a la convicción de que se debe imponer a la
coalición Alianza por el Cambio una sanción económica que, dentro de los límites establecidos en el
artículo 269, párrafo 1, inciso a) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, tome
en cuenta las circunstancias del caso y la gravedad de la falta, por lo que se fija a dicha coalición una
multa consistente en 3,717 días de salario mínimo general vigente para el Distrito Federal, sanción que se



distribuye entre los partidos que integraron la coalición Alianza por el Cambio, de conformidad con el
porcentaje de su participación en los ingresos, por lo que se individualiza una sanción de 2,565 días de
salario mínimo general vigente para el Distrito Federal al Partido Acción Nacional, y de 1,152 días de
salario mínimo general vigente para el Distrito Federal al Partido Verde Ecologista de México.

5.2.- Partido Revolucionario Institucional.
a) En el capítulo de Conclusiones Finales del Dictamen Consolidado se señala:

El Partido Revolucionario Institucional depositó financiamiento proveniente del erario público
consistente en cuatro cheques girados contra cuentas del Instituto Federal Electoral
directamente en la cuenta CBPEUM. Asimismo, realizó pagos para sufragar Gastos Operativos
de Campaña, gastos centralizados, pagos para la propaganda de una campaña de senador y
traspasos a la cuenta CBCEN, con recursos provenientes de la cuenta CBPEUM.
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un incumplimiento a lo establecido en los
artículos 1.3 y 12.1, 12.2, 12.5 y 12.6 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos,
instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos
nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, por lo
que se hace del conocimiento del Consejo General para efectos de lo establecido en el artículo
269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Se procede a analizar la irregularidad reportada en el Dictamen Consolidado.
Mediante oficio número STCFRPAP/001/01, del 4 de enero de 2001, se solicitó al Partido

Revolucionario Institucional que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinente
respecto del hecho de que al efectuar la revisión de la cuenta “Aportaciones CEN Efectivo PEUM”, se
había observado que dicho partido depositó recursos procedentes del financiamiento público, por un
importe de $269’647,014.55, directamente en la cuenta CBPEUM, destinada a sufragar gastos de la
campaña presidencial.

Al respecto, el Partido Revolucionario Institucional, con fecha 16 de enero de 2001, dio respuesta al
requerimiento formulado por esta autoridad, alegando lo que a continuación se transcribe:

Atención a requerimiento 1.
Este Partido Político con la finalidad de dar cabal cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 1.3
del Reglamento que establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y
Guía Contabilizadora aplicables a los Partidos Políticos Nacionales, en el registro de sus
ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, publicado en el Diario Oficial de la
Federación el 7 de enero de 2000, con fecha 11 de enero del mismo año aperturó la cuenta
bancaria No.* con Bancomer, S.A., dándole el carácter de cuenta CBCEN, con la finalidad de
recibir los recursos provenientes del financiamiento público para Gastos de Campañas Políticas
otorgados por esa Autoridad Electoral, este hecho se comprueba con los depósitos registrados
por un importe de $269’647,014.55, como se señala en su observación.
En el mes de abril este Partido Político realizó la apertura de 64 cuentas de campaña CBSR para
candidato a senador y 300 cuentas bancarias CBDMR para candidatos a diputado federal,
decidiendo que la cuenta No.* que hasta ese momento operaba como CBCEN se convirtiera en
una cuenta CBPEUM.

Por lo antes señalado, este Partido considera que se dio cabal cumplimiento al Lineamiento 1.3, así
como, del 12.5, toda vez que dichos recursos en forma inicial fueron depositados en una cuenta CBCEN y
en forma simultánea al convertirse en una cuenta CBPEUM, se entiende que los recursos monetarios
provinieron de una cuenta CBCEN, como lo señala el referido Lineamiento 12.5; para mayor claridad y
transparencia de lo antes mencionado, sirva como antecedente el hecho de haber consultado en forma
verbal con esa Secretaría Técnica, sobre los movimientos financieros realizados por este Partido Político.

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas consideró como no subsanada la observación realizada, con base en las
siguientes consideraciones:

La respuesta del partido no satisfizo a la Comisión de Fiscalización ya que el recurso debió
primeramente depositarse en una cuenta del Comité Ejecutivo Nacional, para después ser
transferidos determinados montos a la cuenta del candidato presidencial. Esta última cuenta sólo
podría manejar recursos para las erogaciones de dicho candidato, y no para gastos centralizados
ni para transferir recursos hacia organizaciones adherentes, como quedará claro más adelante,
lo cual a su vez prueba el hecho de que una cuenta aperturada el 12 de enero de 2000, se utilizó

                                                          
* Por razones de seguridad se omite el número de la cuenta.
* Por razones de seguridad se omite el número de la cuenta.



simultáneamente como cuenta del Comité Ejecutivo Nacional (para transferir recursos a
organizaciones adherentes o para realizar gastos electorales centralizados) y como cuenta del
candidato presidencial. Por lo anterior, se incumplió con lo establecido en los citados artículos
1.3 y 12.5 del Reglamento aplicable a los partidos políticos.
Respecto a la consulta que hace referencia el partido político procede aclarar que desde el
momento que se realizó la consulta, se le indicó a la Secretaría de Finanzas de ese partido que
había incumplido lo establecido en los multicitados artículos 1.3 y 12.5.

Mediante oficio número STCFRPAP/001/01, de fecha 4 de enero de 2001, se solicitó al Partido
Revolucionario Institucional que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes
respecto del hecho de que al efectuar la revisión de la cuenta “Aportaciones CEN en Efectivo PEUM”, se
había observado que dicho partido realizó traspasos por un monto de $48’040,512.05 de la cuenta
CBPEUM a una cuenta CBCEN, por concepto “Transferencias al Comité Ejecutivo Nacional.”

Al respecto, el Partido Revolucionario Institucional, con fecha 16 de enero de 2001, dio respuesta al
requerimiento formulado por esta autoridad, alegando lo que a continuación se transcribe:

2a) Respecto de las transferencias por un importe de $48’040,512.05 corresponden a
movimientos financieros que tuvieron como finalidad proporcionar disponibilidad a la nueva
cuenta concentradora de operación CBCEN, además considerando que no existe
reglamentación alguna que regule las devoluciones en efectivo a las cuentas bancarias de
operación del Partido, se interpreta que dicho movimiento contable no representa un egreso de
la cuenta CBPEUM, sino que se trata de traspasos financieros entre cuentas bancarias de este
Partido, por lo que no es aplicable el artículo 12.1 del referido reglamento. Por lo que la
actuación de este Partido se apegó a lo dispuesto en el artículo 24.3 del citado reglamento que a
la letra dice: “los Partidos Políticos deberán apegarse, en el control y registro de sus operaciones
financieras, a los principios de contabilidad generalmente aceptados”.

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas consideró como no subsanada la observación realizada, con base en las
siguientes consideraciones:

La Comisión consideró que la respuesta del partido es insatisfactoria, ya que la cuenta CBPEUM
debía utilizarse para egresos de la campaña presidencial, y no como cuenta receptora original de
financiamiento público ni como puente hacia otras cuentas del partido; por otro lado, los recursos
en comento no eran devueltos a cuentas CBCEN (como si originalmente hubiesen provenido de
ahí), sino transferidos hacia allá a partir de otros orígenes. Por lo tanto se incumplió con el
artículo 12.1 del Reglamento aplicable a los partidos.

Mediante oficio número STCFRPAP/001/01, del 4 de enero de 2001, se solicitó al Partido
Revolucionario Institucional que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes,
respecto del hecho de que al efectuar la revisión de la cuenta “Aportaciones CEN en Efectivo PEUM”, se
había observado que dicho partido realizó erogaciones por un monto de $147’668,734.44,
correspondientes a gastos centralizados por concepto de “Propaganda en Radio y Televisión
Centralizada” con recursos provenientes de la cuenta CBPEUM.

Al respecto, el Partido Revolucionario Institucional, con fecha 16 de enero de 2001, dio respuesta al
requerimiento formulado por esta autoridad, alegando lo que a continuación se transcribe:

2b) Respecto del importe por $147’668,734.44 considerados como pago de propaganda en
Radio y T.V. centralizada se aclara que dicho movimiento contable se justifica en el hecho de
que en los registros de la contabilidad de campaña presidencial se le aplicó el concepto de
devolución de recursos de la cuenta CBPEUM a CEN en la que se registró en forma simplificada,
tomando en cuenta que la falta de recursos disponibles en la cuenta CBCEN originó que el
Partido realizara los pagos en forma directa a través de la cuenta CBPEUM. Para mayor
aclaración sobre estos movimientos en la contabilidad del CEN se registró como una disminución
a la cuenta de deudores diversos – campaña presidencial contra la cuenta contable de gastos de
campaña presidente, y en la cuenta específica de campaña presidente, se disminuyó la cuenta
de aportaciones CEN en efectivo contra bancos. Lo antes descrito se respalda por lo establecido
en el artículo 24.3 del referido Reglamento que a la letra dice: ‘los Partidos Políticos deberán
apegarse en el control y registro de sus operaciones financieras, a los principios de contabilidad
generalmente aceptados.’
Es importante señalar, que dicho gasto centralizado en estricto sentido contable correspondió a
erogaciones realizadas con recursos provenientes por el CEN con lo que se dio cumplimiento a
lo establecido en el artículo 12.6 del referido Reglamento.”



En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas consideró como no subsanada la observación realizada, con base en las
siguientes consideraciones:

Dado que la norma intentaba precisamente evitar que en la cuenta CBPEUM se mezclaran
pagos que afectaran los informes de otros candidatos, la contestación del partido político se
consideró insatisfactoria: el control no es solamente contable en tanto que la norma es clara al
establecer que los gastos de Campaña Centralizados y las erogaciones que involucran a dos o
más campañas se deben pagar con recursos provenientes de cuentas CBCEN o CBE del
partido, y no de la cuenta presidencial CBPEUM, razón por la cual el partido incumplió con lo
establecido en el artículo 12.6 del citado Reglamento.

Mediante oficio número STCFRPAP/001/01, del 4 de enero de 2001, se solicitó al Partido
Revolucionario Institucional que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes,
respecto del hecho de que al efectuar la revisión de la cuenta “Aportaciones CEN en Efectivo PEUM”, se
había observado que dicho partido realizó pagos a proveedores registrados en Operación Ordinaria por
un importe de $5’825,303.52, por concepto de “Pago por Cuenta del CEN (Gastos de Operación
Ordinaria)”, con recursos provenientes de la cuenta CBPEUM.

Al respecto, el Partido Revolucionario Institucional, con fecha 16 de enero de 2001, dio respuesta al
requerimiento formulado por esta autoridad, alegando lo que a continuación se transcribe:

2c) En relación con el importe de $5’825,303.52, considerado como gastos de operación
ordinaria, me permito aclarar que debido a que el Partido presentaba problemas de liquidez en la
cuenta CBCEN, también aplicó el mismo tratamiento ya referido en el punto 2b) de esta
comunicación, apegándose al cumplimiento de lo establecido en el referido artículo 24.3 del
citado Reglamento.
Por lo antes mencionado, se interpreta esta operación como un movimiento de devolución de
recursos de la cuenta CBPEUM al CEN por lo que el artículo 12.1 del citado Reglamento no es
aplicable a este tipo de movimiento.

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas consideró como no subsanada la observación realizada, con base en las
siguientes consideraciones:

La contestación del partido político se consideró insatisfactoria, ya que el control no es
solamente contable, y en consecuencia, dichas erogaciones en ningún momento se pueden
considerar como una devolución de recursos. Además, la norma es clara al establecer que la
cuenta CBPEUM sólo se utilizará para el manejo de los egresos que se efectúen en la campaña
para presidente, y nunca para realizar erogaciones ordinarias del partido político, por lo cual, la
observación no se considera subsanada al incumplir lo establecido en el artículo 12.1.

Mediante oficio número STCFRPAP/001/01, del 4 de enero de 2001, se solicitó al Partido
Revolucionario Institucional que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes,
respecto del hecho de que al efectuar la revisión de la cuenta “Aportaciones CEN en Efectivo PEUM”, se
había observado que dicho partido realizó erogaciones que corresponden a una campaña de senador en
el estado de
Sonora, fórmula 1, integrada por Eduardo Robinson Bours Casteló, por un importe de $36,610.25, por
concepto de “Pagos de propaganda a una de las campañas de Senadores”, con recursos provenientes de
la cuenta CBPEUM.

Al respecto, el Partido Revolucionario Institucional, con fecha 16 de enero de 2001, dio respuesta al
requerimiento formulado por esta autoridad, alegando lo que a continuación se transcribe:

2d) Respecto del gasto por un importe de $36,610.25, se aclara que este Partido aplicó al
mismo, tratamiento contable descrito en el punto 2b) de esta comunicación, respaldándose con
lo establecido con el artículo 24.3 del citado Reglamento, toda vez que también se considera
como una devolución de recursos de la cuenta CBPEUM al CEN, de donde se realizó el pago
por cuenta de la campaña a candidato a senador de la fórmula 1 del estado de Sonora, por lo
que el artículo 12.2 del referido Reglamento no le es aplicable.

En el dictamen consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas consideró como no subsanada la observación realizada, alegando lo que a
continuación
se transcribe:

La contestación del partido se consideró insatisfactoria, ya que el control no es solamente
contable y, en consecuencia, dichas erogaciones en ningún momento se pueden considerar
como una devolución de recursos, además de que la norma establece que se debe abrir una



cuenta bancaria única para cada campaña. Razón por la cual, la observación no quedó
subsanada al incumplir lo establecido en el artículo 12.2.

A partir de lo manifestado por la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas en el Dictamen Consolidado, este Consejo General concluye que el Partido
Revolucionario Institucional incumplió con lo establecido en los artículos 1.3, 12.1, 12.2, 12.5 y 12.6 del
Reglamento que Establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía
Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales en el Registro de sus Ingresos y Egresos y
en la Presentación de sus Informes, que establecen los tipos de cuentas que los partidos políticos deben
utilizar en las campañas electorales, así como los fines de los recursos que en cada una de ellas se
depositen.

El artículo 1.3 del Reglamento citado establece que todos los ingresos en efectivo que provengan del
financiamiento privado que reciba el comité ejecutivo nacional u órgano equivalente de cada partido
político, así como los recursos que provengan del financiamiento público que sea otorgado al partido
político en términos de los establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, deberán ser depositados en cuentas
bancarias de cheques, que se identificarán como CBCEN-(PARTIDO)-(NUMERO).

Por su parte, el artículo 12.1 señala que para el manejo de los egresos que se efectúen en las
campañas políticas para presidente de los Estados Unidos Mexicanos, cada partido político deberá abrir
una cuenta bancaria única para su campaña, la cual se identificará como CBPEUM-(PARTIDO). El
artículo 12.2 establece que para el manejo de los egresos que se efectúen en las campañas políticas para
senadores de la República, cada partido político deberá abrir una cuenta bancaria única para cada
campaña, la cual se identificará como CBSR-(PARTIDO)-(ESTADO). El artículo 12.5 del citado
Reglamento prescribe que todos los recursos que ingresan a la cuenta CBPEUM deberá provenir de
cuentas CBCEN y, además, que los recursos que ingresen a las cuentas CBSR o CBDMR deberán
provenir, o bien de transferencias provenientes de cuentas CBCEN, o de cuentas CBE correspondientes a
la entidad federativa en la cual se realice la campaña, con excepción de las cuotas voluntarias y
personales que los candidatos aporten exclusivamente para sus campañas, las cuales serán depositadas
directamente en la cuenta de la campaña.

Por último, el artículo 12.6 prevé que los gastos centralizados y las erogaciones que involucren dos o
más campañas deberán efectuarse con recursos provenientes de cuentas CBCEN o CBE del partido
político, y serán distribuidos o prorrateados entre las distintas campañas (...).

Atendiendo a las observaciones formuladas por la Comisión de Fiscalización y a las disposiciones
antes citadas, se desprende que el Partido Revolucionario Institucional depositó en la cuenta CBPEUM
cuatro cheques girados en contra de cuentas del Instituto Federal Electoral, por concepto de
financiamiento público para gastos de campaña. Asimismo, realizó de la cuenta CBPEUM traspasos a la
cuenta CBCEN, gastos centralizados, pagos por cuenta del Comité Ejecutivo Nacional y pagos de
propaganda que corresponde a una campaña de senador.

El Partido Revolucionario Institucional alega que efectivamente los recursos fueron depositados en la
cuenta CBCEN, pero que posteriormente dicha cuenta se convirtió en CBPEUM. Lo afirmado por este
partido en su respuesta no se considera suficiente para justificar tal irregularidad, pues es claro que de
conformidad con lo dispuesto por los artículos 1.3 y 12.5 del Reglamento que establece los Lineamientos
aplicables a partidos políticos, la conducta obligatoria no se reduce a depositar en la cuenta CBCEN los
recursos provenientes del financiamiento público, sino que dicha norma tiene por objeto provocar que a
través de esta cuenta, sólo se realicen gastos centralizados, de operación ordinaria y las asignaciones de
recursos para cada una de las campañas correspondientes. Se trata, en consecuencia, de dos cuentas
distintas cuya regulación no admite que puedan ser operadas como una sola.

El Partido Revolucionario Institucional debió, para dar cumplimiento efectivo a las disposiciones antes
citadas, abrir una cuenta CBPEUM y transferirle de la cuenta CBCEN los recursos que considerara
convenientes para sufragar los gastos de la campaña presidencial. Sin embargo, el partido referido llevó a
cabo dos fines que reglamentariamente se encuentran reservados a instrumentos distintos. Esto es,
recibir los recursos del financiamiento y su distribución a las cuentas bancarias correspondientes a cada
campaña, por un lado, y sufragar gastos correspondientes a la campaña presidencial, por el otro. Lo
anterior implica que la cuenta receptora del financiamiento público no puede ser la misma que aquélla a
través de la cual se realizan gastos de campaña presidencial, ni tampoco una se puede convertir en la
otra. El Reglamento es claro al establecer que la cuenta CBPEUM se integra con recursos que tienen
como origen una cuenta CBCEN, lo cual implica la necesidad de una conducta activa por parte del partido
político consistente en: a) la determinación del monto de recursos destinados a la campaña presidencial,



b) la apertura de una cuenta bancaria distinta a aquélla de la que provienen los recursos, c) la
designación de las personas que mancomunadamente manejarán la cuenta destinada a sufragar los
gastos de la campaña, en donde participan una persona designada por el candidato y otra autorizada por
el partido político, en términos del artículo 12.4 del Reglamento citado, y d) el depósito de los recursos
previamente determinados en dicha cuenta. De la respuesta rendida por el Partido Revolucionario
Institucional no se desprende que se hubieran realizado estas conductas, sino que simplemente se alega
que el partido decidió considerar a la supuesta cuenta CBCEN como CBPEUM.

A mayor abundamiento, es preciso mencionar que el artículo 12.1 del Reglamento aplicable a partidos
políticos, obliga a los partidos políticos a abrir una cuenta bancaria única para el manejo de las
erogaciones derivadas de su campaña presidencial. En la especie, el partido político referido nunca abrió
ninguna cuenta diversa, pues como lo ha sostenido, simplemente decidió que la cuenta CBCEN se
convertiría en la cuenta CBPEUM. Por el contrario, el Partido Revolucionario Institucional destinó recursos
de la cuenta CBPEUM a una cuenta CBCEN. En ese sentido, este partido realizó exactamente las
conductas contrarias a las exigidas por el Reglamento, pues materialmente la cuenta concentradora fue la
que el partido consideró como CBPEUM ya que en ésta recibió el financiamiento público, transfirió
recursos a cuentas distintas, realizó pagos de facturas que no son considerados como gastos de la
campaña para Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, y realizó traspasos a la cuenta CBCEN,
además de sufragar gastos relacionados con la campaña presidencial.

Esta autoridad desestima la respuesta del Partido Revolucionario Institucional, pues también resulta
contradictoria. Por un lado, afirma que en el mes de abril decidió convertir la cuenta CBCEN en la cuenta
CBPEUM y, por otro, no aclara por qué durante los meses de enero y marzo realizó tres traspasos desde
la citada cuenta a una cuenta CBCEN. Para considerar subsanada la observación en cuanto a dichos
traspasos, si lo alegado por este partido es cierto, hubiese sido suficiente que el partido aclarara que se
trata de transferencias entre cuentas CBCEN, las cuales no se encuentran prohibidas por el Reglamento.
Sin embargo, el partido responde que las transferencias a la cuenta CBCEN observadas por esta
autoridad, se realizaron con el fin de “proporcionar disponibilidad a la nueva cuenta concentradora de
operación CBCEN”, abierta a raíz de la conversión de la CBCEN en CBPEUM, lo que implica una
aceptación tácita de que los recursos fueron tomados de una cuenta distinta a las manejadas por el
Comité Ejecutivo Nacional, es decir, de una cuenta cuya finalidad es sufragar gastos de la campaña
presidencial.

El Partido Revolucionario Institucional, derivado precisamente de su incumplimiento a las
disposiciones reglamentarias al no abrir una cuenta CBPEUM sino únicamente convertir la supuesta
CBCEN inicial, incurrió en otras irregularidades administrativas. En efecto, en el momento en el que el
partido referido convirtió la CBCEN en CBPEUM limitó la posibilidad de destinar los recursos en ella
dispuestos a fines distintos a los de sufragar gastos relacionados con la campaña presidencial. Sin
embargo, como se desprende del Dictamen Consolidado de la Comisión de Fiscalización de los Recursos
de los Partidos y Agrupaciones Políticas, el Partido Revolucionario Institucional realizó los siguientes
movimientos prohibidos por el Reglamento aplicable, si son realizados desde una cuenta distinta a la
CBCEN o directamente de una cuenta CBPEUM:

a) Catorce traspasos a una cuenta CBCEN;
b) Sesenta erogaciones por concepto de “Propaganda en Radio y Televisión Centralizada”;
c) Diez “pagos por cuenta del CEN” o de operación ordinaria, y
d) Dos “pagos de propaganda a una de las campañas de Senadores”.
Lo anterior deriva de que el partido referido utilizó indebidamente la cuenta CBPEUM como una

cuenta CBCEN. Es claro para esta autoridad que el Partido Revolucionario Institucional incumplió con la
finalidad de esa cuenta al destinar los recursos a actividades distintas a las relacionadas con la campaña
presidencial.

El sentido de la norma es diferenciar, evitar confusiones, ofrecer claridad, de modo que a una cuenta
de gasto de campaña no lleguen recursos que no estén directa e inequívocamente vinculados a ese
propósito. La mezcla de recursos no hace sino debilitar la certeza y dificultar el control.

Así pues, la falta se acredita y, conforme a lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción.

La falta se califica como de mediana gravedad. Ciertamente, el partido político no sólo incumplió con
la obligación que le impone el Reglamento de recibir los recursos en una cuenta CBCEN, de abrir una
cuenta CBPEUM para manejar los gastos de la campaña presidencial y de separar ambos tipos de



cuentas de cheques, sino que, además, realizó 86 traspasos prohibidos por el Reglamento aplicable. Sin
embargo, esta autoridad toma en consideración que es la primera vez que el Partido Revolucionario
Institucional incurre en tal irregularidad, además de que el partido no ocultó información y fue posible a
esta autoridad, finalmente, después de un minucioso análisis, tener certeza sobre el origen y destino de
los recursos manejados a través de las cuentas bancarias utilizadas y que son distintas a las autorizadas
por el Reglamento, así como que todas las erogaciones antes descritas efectuadas con recursos
provenientes de la cuenta CBPEUM
se encuentran debidamente comprobadas con documentación que reúne los requisitos exigidos por la
normatividad de la materia.

Por otra parte, esta autoridad, en la determinación de la gravedad de la falta, estima que es necesario
disuadir en el futuro la comisión de este tipo de faltas, ya que en particular la utilización de cuentas
bancarias en franca violación al Reglamento, puede provocar que la autoridad electoral no pueda realizar
cabalmente, y en los tiempos límite que la normatividad le impone, la función de fiscalización que la ley le
asigna y se dificulta a la Comisión verificar a cabalidad la veracidad de lo reportado en el Informe de
Campaña, ya que el establecimiento de cuentas bancarias diferenciadas para cada una de las campañas
electorales corresponde a la necesidad de la autoridad de tener, con sencillez, certeza y claridad acerca
del origen y destino de los recursos que se utilizan para sufragar los gastos de cada una de las campañas
por separado.

En mérito de lo que antecede, este Consejo General llega a la convicción de que se debe imponer al
Partido Revolucionario Institucional una sanción económica que, dentro de los límites establecidos en el
artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, tome
en cuenta las circunstancias del caso y la gravedad de la falta, por lo que se fija la sanción en la reducción
del uno por ciento de la ministración del financiamiento público que le corresponda al partido por concepto
de gasto ordinario permanente por un mes.

b) En el capítulo de Conclusiones Finales del Dictamen Consolidado se señala:
El Partido Revolucionario Institucional abrió dos cuentas adicionales a la CBPEUM, para el
manejo de las erogaciones que efectuaron en la campaña para Presidente de los Estados
Unidos Mexicanos.
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un incumplimiento a lo establecido en los
artículos 12.1 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos
de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro de
sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, por lo que se hace del
conocimiento del Consejo General para efectos de lo establecido en el artículo 269, párrafo 2,
inciso b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Se procede a analizar la irregularidad reportada en el Dictamen Consolidado.
Mediante oficio número STCFRPAP/001/01, del 4 de enero de 2001, se solicitó al Partido

Revolucionario Institucional que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes,
respecto del hecho de que al efectuar la revisión de la cuenta de presidente CBPEUM, se había
observado que dicho partido entregó recursos a las Organizaciones Adherentes Movimiento Territorial y
Fundación Colosio, A.C., por importes de $7’185,000.00 y $1’000,000.00 respectivamente, las cuales
fueron para efectuar gastos en apoyo a la campaña presidencial, con recursos provenientes de la cuenta
CBPEUM.

Al respecto, el Partido Revolucionario Institucional, con fecha 16 de enero de 2001, dio respuesta al
requerimiento formulado por esta autoridad, alegando lo que a continuación se transcribe:

Atención requerimiento 3.
Con relación a este requerimiento, me permito informarle que esta situación fue reportada por
este Partido a los auditores comisionados, para efectos de trasparentar el manejo de los
recursos utilizados en la campaña electoral, así mismo, se presentó a los auditores toda la
documentación comprobatoria relativa a estas operaciones.
También es conveniente señalar que por la entrega de recursos a las citadas Organizaciones, y
dado el monto importante de los mismos, dichas organizaciones decidieron administrarlos a
través de una cuenta bancaria, y no por una instrucción del Partido, lo que les permitió a éstas
mayor eficiencia y transparencia en la comprobación de los gastos de la campaña presidencial,
toda vez que el partido registró la entrega de estos recursos bajo el concepto de “Gastos a
Comprobar” y no corresponden a transferencias de recursos. Este procedimiento es utilizado



generalmente por áreas o personas que tienen bajo su responsabilidad el manejo y/o
administración de montos importantes de recursos.
Para mayor aclaración, en la Contabilidad de la Campaña Presidencial, se contabilizó en la
cuenta de “Deudores Diversos”, la entrega de recursos sujetos a comprobar, dicha cuenta
contable fue cancelada mediante la comprobación y registro de los gastos comprobados por la
Organizaciones referidas.
Para mayor transparencia, de que dichas entregas, que corresponden estrictamente al concepto
de “Gastos de Comprobar” utilizado en forma común en cualquier ente económico, mediante
anexo No. 4 remito a Usted, copia de las pólizas contables del registro de estas operaciones, así
como copia de los recibos correspondientes por este concepto.
Por lo antes mencionado este Partido considera que no incumplió lo establecido en el artículo
12.1 del citado reglamento toda vez que en la contabilidad de la campaña presidencial el
tratamiento contable que se está informando corresponde a recursos sujetos a comprobar para
gastos
de campaña.

En el dictamen consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas consideró como no subsanada la observación realizada, por los motivos que a
continuación
se trascriben:

Es preciso señalar que el partido se contradice ya que en este apartado indica que “corresponde
a recursos sujetos a comprobar para gastos de campaña”, sin embargo, en el punto siguiente
relativo a los intereses de las cuentas citadas, éstos sí son incorporados a la contabilidad y al
informe de gastos de campaña de presidente.
La contestación del partido se considera insatisfactoria en virtud de que la norma establece que
la cuenta CBPEUM no puede ser utilizada para un propósito que no sea realizar erogaciones en
la campaña presidencial; y que no es posible abrir otras cuentas para el manejo de los egresos
de
la campaña presidencial. Por lo tanto, el partido incumplió con el artículo 12.1 del citado
Reglamento.

A partir de lo manifestado por la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas, este Consejo General concluye que el Partido Revolucionario Institucional
incumplió con lo establecido en el artículo 12.1 del Reglamento que Establece los Lineamientos,
Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos
Nacionales en el Registro de sus Ingresos y Egresos y en la Presentación de sus Informes, que establece
que para el manejo de los egresos que se efectúen en las campañas políticas para presidente de los
Estados Unidos Mexicanos, cada partido político deberá abrir una cuenta bancaria única para su
campaña.

En el caso que nos ocupa, el Partido Revolucionario Institucional entregó recursos a las
organizaciones adherentes Movimiento Territorial y Fundación Colosio, A.C., por un importe total de
8’185,000.00, mismos que fueron utilizados para sufragar gastos en apoyo de la campaña presidencial
por cuenta del
partido político.

Lo alegado por el partido en su respuesta no puede considerarse suficiente para justificar la
actualización de tal irregularidad, pues aún cuando la entrega de los recursos a dichas organizaciones se
hubiere hecho con el carácter de “Gastos a Comprobar”, tal situación no resulta suficiente para
desestimar que el partido político incumplió con la obligación de concentrar los gastos relacionados con la
campaña presidencial en una sola cuenta, identificada, según lo prevé el propio artículo 12.1 en comento,
como CBPEUM.

Por el contrario, el hecho de que el partido acepte que la asignación de recursos fue en calidad de
“Gastos por Comprobar”, constituye una aceptación tácita de que las erogaciones realizadas por dichas
organizaciones se hicieron por cuenta del propio partido para la campaña presidencial, pues tal calidad
implica que la organización receptora de los recursos debe enterar al partido político la documentación
comprobatoria de los gastos que hubiere realizado, comprobantes que, además, deben ser expedidos a
nombre del partido en cuestión. En ese sentido, es claro para esta autoridad que, en el presente caso, el
Partido Revolucionario Institucional incumplió con la obligación de utilizar una sola cuenta para manejar



gastos de la campaña presidencial. En consecuencia, se actualiza un acto antijurídico consistente en la
falta de observancia por parte del partido referido de las disposiciones reglamentarias, conducta que
amerita la aplicación de una sanción.

Para dar cumplimiento efectivo al artículo 12.1 del Reglamento citado, el Partido Revolucionario
Institucional debió utilizar una sola cuenta para manejar los gastos relacionados con la campaña
presidencial. De la simple lectura al artículo en comento, se desprende claramente que la finalidad única y
exclusiva de la cuenta CBPEUM es la de sufragar gastos de la campaña presidencial, y no la de entregar
recursos a organizaciones adherentes, aun cuando éstas entregas se encuentren condicionadas por el
deber de las organizaciones adherentes de comprobar las erogaciones realizadas.

En consecuencia, se concluye que la falta se acredita y, conforme a lo dispuesto en el artículo 269,
párrafo 2, inciso b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, dicha conducta
amerita una sanción.

La falta se califica como de mediana gravedad. Tolerar la irregularidad en comento supondría que
otras cuentas que no necesariamente se fiscalizan en este momento procesal, sirvan para realizar gastos
de campaña, lo cual milita contra la posibilidad de un verdadero control por parte de la autoridad.
Asimismo, este Consejo General toma en consideración que es la primera vez que el Partido
Revolucionario Institucional incurre en tal irregularidad, además de que el partido no ocultó información y
fue posible a esta autoridad tener certeza sobre el origen y destino de los recursos manejados a través de
las cuentas bancarias distintas a las autorizadas por el Reglamento. Asimismo, se tiene en cuenta que se
trata de un problema aislado y que el partido presenta, en términos generales, un adecuado registro y
documentación de sus ingresos y egresos.

Por otra parte, esta autoridad, en la determinación de la gravedad de la falta, estima que es necesario
disuadir en el futuro la comisión de este tipo de faltas, ya que en particular la utilización de cuentas
bancarias en franca violación al Reglamento, puede provocar que la autoridad electoral no pueda realizar
cabalmente la función de fiscalización que la ley le asigna, ya que el establecimiento de una cuenta
bancaria única para el manejo de las erogaciones de la campaña presidencial corresponde a la necesidad
de la autoridad de tener certeza y claridad acerca del origen y destino de los recursos que se utilizan para
sufragar los gastos de esta campaña, por lo cual la autoridad requiere que se tengan concentrados en
una sola cuenta bancaria los egresos que se realizan en la citada campaña.

En mérito de lo que antecede, este Consejo General llega a la convicción de que se debe imponer al
Partido Revolucionario Institucional una sanción económica que, dentro de los límites establecidos
en el artículo 269, párrafo 1, inciso a), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales,
tome en cuenta las circunstancias del caso y la gravedad de la falta, por lo que se fija la sanción en una
multa de 3,717 días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal.

c) En el capítulo de Conclusiones Finales del Dictamen Consolidado se señala:
El Partido Revolucionario Institucional no realizó mediante cheque pagos que rebasaron el
equivalente a cien veces el salario mínimo general vigente para el Distrito Federal por un monto
total de $ 8’415,617.72, integrados de la siguiente manera.
-Campaña Presidencial

CUENTA CONCEPTO MONTO

Gastos Operativos de Campaña Gastos de Operación Transporte de
Personal, Arrendamiento y renta
de vehículos.

$ 49,785.70

Gastos Operativos de Campaña Gastos de Hospedaje y Consumos. $ 400,089.32

Gastos Operativos de Campaña (Otros
Similares)

Gastos de Servicio Fotográfico, Equipo
de Oficina, de Transporte.

$ 62,918.52

Servicios Personales Reconocimiento por Actividades
Políticas.

$ 1’827,500.00

TOTAL  $ 2’340,293.54

-Campaña de Senadores
CUENTA CONCEPTO MONTO



Gastos de Propaganda Propaganda en Bardas, Mantas,
Volantes, Eventos, Utilitaria

$ 146,042.94

Servicios Personales Reconocimientos por Actividades Políticas $ 3’173,173.90

Gastos de Propaganda en Prensa,
Radio y T.V.

$ 23,805.00

Gastos Operativos de Campaña (Otros
Similares)

Arrendamiento muebles, Transporte de
material, de Personal, Viáticos.

$ 95,674.88

TOTAL  $ 3’438,696.72

-Campaña de Diputados
CUENTA CONCEPTO MONTO

Gastos de Propaganda Propaganda en Bardas, Mantas,
Volantes, Eventos, Utilitaria

$ 127,988.78

Servicios Personales Reconocimientos por Actividades Políticas $ 2’439,907.95
Gastos de Propaganda en Prensa,
Radio y T.V.

$ 46,828.00

Gastos Operativos de Campaña Trasporte de Material, Viáticos. $ 21,902.73
TOTAL  $ 2’636,627.46

Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un incumplimiento a lo establecido en los
artículos 11.5 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos
de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro de
sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, por lo que se hace del
conocimiento del Consejo General para efectos de lo establecido en el artículo 269, párrafo 2,
inciso b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Se procede a analizar la irregularidad reportada en el Dictamen Consolidado.
Mediante el oficio STCFRPAP/001/01, del 4 de enero de 2001, se solicitó al Partido Revolucionario

Institucional que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes respecto del
hecho de que al efectuar la revisión de la cuenta “Gastos de Operación Transporte de Personal PEUM” ,
se había observado que existían comprobantes de gastos que debieron cubrirse en forma individual, es
decir, elaborarse cheques por cada uno de estos pagos, ya que estas erogaciones exceden los 100
salarios mínimos vigentes para el Distrito Federal, por un importe de $49,785.70, por concepto de
transporte personal y arrendamiento y renta de vehículos en la Campaña Presidencial.

Para efectos de la determinación de los casos observables, resulta pertinente señalar que el monto de
cien veces el salario mínimo general diario vigente para el Distrito Federal equivale a un importe
de $3,790.00.

Al respecto, el Partido expresó, mediante escrito de fecha 16 de enero de 2001, lo que a continuación
se transcribe:

“En atención a este requerimiento, me permito informarle que este Partido Político efectuó pagos
de diversos gastos a través del procedimiento de entrega de recursos “sujetos a comprobar” al
representante financiero y a personas físicas encargadas de efectuar dichos gastos en todo el
Territorio Nacional. Este procedimiento, es utilizado normalmente por cualquier ente económico
que tiene la necesidad de cubrir gastos en distintos lugares simultáneamente.
En este sentido, este Partido pagó gastos a través de la expedición de cheques a favor de las
personas que los efectuaron mediante el procedimiento “gastos por comprobar”. Por lo que se
considera que no existió incumplimiento al referido artículo 11.5 del citado Reglamento”.
Así mismo, me permito informarle que este Partido no efectuó pagos en efectivo a través de la
caja chica de la campaña Presidencial mayores a 100 Salarios Mínimos Generales Vigentes en
el
Distrito Federal.
Para mayor transparencia de este procedimiento (...), se remite copia de los cheques expedidos
al personal responsable de ejercer estos recursos”..

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas manifiesta que no consideró subsanada la observación realizada, por los motivos
que a continuación se transcriben:



“La contestación del partido se consideró insatisfactoria ya que la norma es clara al establecer
que los pagos que rebasen la cantidad equivalente a 100 veces el salario mínimo diario vigente
para el Distrito Federal, se deben efectuar mediante cheque, razón por la cual la observación no
quedó subsanada al haber incumplido el citado artículo 11.5.”

Mediante el oficio STCFRPAP/001/01, del 4 de enero de 2001, se solicitó al Partido Revolucionario
Institucional que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes respecto del
hecho de que al efectuar la revisión de la cuenta “Gastos Operativos Viáticos PEUM”, se había observado
que existían comprobantes de gastos que debieron cubrirse en forma individual, es decir, elaborarse
cheques por cada uno de estos pagos, ya que estas erogaciones exceden los 100 salarios mínimos
vigentes para el Distrito Federal, por un importe de $400,089.32, por concepto de gastos de hospedaje y
consumos en la Campaña Presidencial.

Al respecto, el Partido expresó, mediante escrito de fecha 16 de enero de 2001, lo que a continuación
se transcribe:

“En atención a este requerimiento, me permito informarle que este Partido Político efectuó pagos
de diversos gastos a través del procedimiento de entrega de recursos “sujetos a comprobar” al
representante financiero y a personas físicas encargadas de efectuar dichos gastos en todo el
Territorio Nacional. Este procedimiento, es utilizado normalmente por cualquier ente económico
que tiene la necesidad de cubrir gastos en distintos lugares simultáneamente.
En este sentido, este Partido pagó gastos a través de la expedición de cheques a favor de las
personas que los efectuaron mediante el procedimiento “gastos por comprobar”. Por lo que se
considera que no existió incumplimiento al referido artículo 11.5 del citado Reglamento”.
Así mismo, me permito informarle que este Partido no efectuó pagos en efectivo a través de la
caja chica de la campaña Presidencial mayores a 100 Salarios Mínimos Generales Vigentes en
el
Distrito Federal.
Para mayor transparencia de este procedimiento (...), se remite copia de los cheques expedidos
al personal responsable de ejercer estos recursos”.

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas manifiesta que no consideró subsanada la observación realizada, por los motivos
que a continuación se transcriben:

“La contestación del partido se consideró insatisfactoria ya que la norma es clara al establecer
que los pagos que rebasen los 100 salarios mínimos diarios vigentes en el Distrito Federal, se
debieron efectuar mediante cheque, razón por la cual la observación no quedó subsanada al
haber incumplido el artículo 11.5.”

Mediante el oficio STCFRPAP/001/01, del 4 de enero de 2001, se solicitó al Partido Revolucionario
Institucional que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes respecto del
hecho de que al efectuar la revisión de la cuenta “Gastos Operativos Otros Similares PEUM”, se había
observado que existían comprobantes de gastos que debieron cubrirse en forma individual, es decir,
elaborarse cheques por cada uno de estos pagos, ya que estas erogaciones exceden los 100 salarios
mínimos vigentes para el Distrito Federal, por un importe de $62,918.52, por concepto de Mantenimiento
Equipo de Transporte, Transportación de Equipo de Oficina y Servicio fotográfico en la Campaña
Presidencial.

Al respecto, el Partido expresó, mediante escrito de fecha 16 de enero de 2001, lo que a continuación
se transcribe:

“En atención a este requerimiento, me permito informarle que este Partido Político efectuó pagos
de diversos gastos a través del procedimiento de entrega de recursos “sujetos a comprobar”
al representante financiero y a personas físicas encargadas de efectuar dichos gastos en todo el
Territorio Nacional. Este procedimiento, es utilizado normalmente por cualquier ente económico
que tiene la necesidad de cubrir gastos en distintos lugares simultáneamente.
En este sentido, este Partido pagó gastos a través de la expedición de cheques a favor de las
personas que los efectuaron mediante el procedimiento “gastos por comprobar”. Por lo que se
considera que no existió incumplimiento al referido artículo 11.5 del citado Reglamento”.
Así mismo, me permito informarle que este Partido no efectuó pagos en efectivo a través de la
caja chica de la campaña Presidencial mayores a 100 Salarios Mínimos Generales Vigentes en
el
Distrito Federal.



Para mayor transparencia de este procedimiento (...), se remite copia de los cheques expedidos
al personal responsable de ejercer estos recursos”.

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas manifiesta que no consideró subsanada la observación realizada, por los motivos
que a continuación se transcriben:

“La contestación del partido se consideró insatisfactoria ya que la norma es clara al establecer
que los pagos que rebasen los 100 salarios mínimos diarios vigentes en el Distrito Federal, se
debieron efectuar mediante cheque, razón por la cual la observación no quedó subsanada al
haber incumplido el citado artículo 11.5.”

Mediante el oficio STCFRPAP/001/01, del 4 de enero de 2001, se solicitó al Partido Revolucionario
Institucional que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes respecto del
hecho de que al efectuar la revisión de la cuenta “Reconocimiento por Actividades Políticas PEUM”, se
había observado que existían comprobantes de gastos que debieron cubrirse en forma individual, es
decir, elaborarse cheques por cada uno de estos pagos, ya que estas erogaciones exceden los 100
salarios mínimos vigentes para el Distrito Federal, por un importe de $1'827,500.00, por concepto de
Servicios Personales en la Campaña Presidencial.

Al respecto, el Partido expresó, mediante escrito de fecha 16 de enero de 2001, lo que a continuación
se transcribe:

“En atención a este requerimiento, me permito informar que este Partido Político para el manejo,
control y pago de estos gastos, se apegó estrictamente al artículo 14 de Reglamento y en forma
específica al artículo 14.2, mismo que a la letra señala que ‘durante las campañas electorales,
los Partidos Políticos podrán otorgar reconocimientos en efectivo a sus militantes o simpatizantes
por su participación en actividades de apoyo político...’
En este sentido el Partido Revolucionario Institucional cumplió cabalmente con el artículo 14 del
Reglamento único en esta materia, así mismo, registró y soportó con los recibos
correspondientes dichos pagos, tal y como lo establece el artículo 14 del lineamiento ya
señalado.”

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas manifiesta que no consideró subsanada la observación realizada, por los motivos
que a continuación se transcriben:

“La respuesta del partido se consideró insatisfactoria, ya que aun cuando el citado artículo 14.2
establece que podrán otorgar reconocimientos en efectivo, en el artículo 11.5 señala que todo
pago que efectúen los partidos políticos que rebase la cantidad equivalente a cien veces el
salario mínimo diario vigente para el distrito federal deberá realizarse mediante cheque. Por lo
que el partido incumplió lo establecido en el citado artículo 11.5 del multicitado Reglamento,
razón por la cual la observación no quedó subsanada.”

Mediante el oficio STCFRPAP/009/01, del 9 de enero de 2001, se solicitó al Partido Revolucionario
Institucional que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes respecto del
hecho de que al efectuar la revisión de la cuenta “Gastos de Propaganda”, se había observado que
existían comprobantes de gastos que debieron cubrirse en forma individual, es decir, elaborarse cheques
por cada uno de estos pagos, ya que estas erogaciones exceden los 100 salarios mínimos vigentes para
el Distrito Federal, por un importe de $146,042.94, por concepto de Propaganda en Bardas, Mantas,
Volantes, Eventos y Utilitaria en la Campaña de Senadores.

Al respecto, el Partido expresó, mediante escrito de fecha 23 de enero de 2001, lo que a continuación
se transcribe:

“En atención a este requerimiento, me permito informarle que este Partido Político efectuó pagos
de diversos gastos a través del procedimiento de entrega de recursos “sujetos a comprobar” al
representante financiero y a personas físicas encargadas de efectuar dichos gastos en los
distintos Distritos de los Estados correspondientes. Este procedimiento, es utilizado normalmente
por cualquier ente económico que tiene la necesidad de cubrir gastos en distintos lugares
simultáneamente.
En este sentido, este Partido pagó gastos a través de la expedición de cheques a favor de las
personas que los efectuaron mediante el procedimiento “gastos por comprobar”. Por lo que se
considera que no existió incumplimiento al referido artículo 11.5 del citado Reglamento”.



En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas manifiesta que no consideró subsanada la observación realizada, por los motivos
que a continuación se transcriben:

“La contestación del partido se consideró insatisfactoria ya que la norma es clara al establecer
que los pagos que rebasen la cantidad equivalente a 100 veces el salario mínimo diario vigente
para el Distrito Federal, se debió efectuar mediante cheque, razón por la cual la observación no
quedó subsanada al haber incumplido el citado artículo 11.5.”

Mediante el oficio STCFRPAP/009/01, del 9 de enero de 2001, se solicitó al Partido Revolucionario
Institucional que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes respecto del
hecho de que al efectuar la revisión de la cuenta “Gastos Operativos de Campaña”, se había observado
que existían comprobantes de gastos que debieron cubrirse en forma individual, es decir, elaborarse
cheques por cada uno de estos pagos, ya que estas erogaciones exceden los 100 salarios mínimos
vigentes para el Distrito Federal, por un importe de $95,674.88, por concepto de gastos operativos,
viáticos, arrendamiento muebles, transporte de material y transporte de personal, en la Campaña de
Senadores.

Al respecto, el Partido expresó, mediante escrito de fecha 23 de enero de 2001, lo que a continuación
se transcribe:

“a) En atención a este requerimiento, me permito informarle que este Partido Político efectuó
pagos de diversos gastos a través del procedimiento de entrega de recursos “sujetos a
comprobar” al representante financiero y a personas físicas encargadas de efectuar dichos
gastos en
los distintos Distritos de los Estados correspondientes. Este procedimiento, es utilizado
normalmente por cualquier ente económico que tiene la necesidad de cubrir gastos en distintos
lugares simultáneamente.
En este sentido, este Partido pagó gastos a través de la expedición de cheques a favor de las
personas que los efectuaron mediante el procedimiento “gastos por comprobar”. Por lo que se
considera que no existió incumplimiento al referido artículo 11.5 del citado Reglamento”..

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas manifiesta que no consideró subsanada la observación realizada, por los motivos
que a continuación se transcriben:

“La aclaración del partido político fue insuficiente ya que la norma es clara al establecer que los
pagos que efectúen los partidos políticos, que rebasen la cantidad equivalente cien veces el
salario mínimo diario vigente para el Distrito Federal, deberá realizarse mediante cheque. Por lo
que tanto, el partido político incumplió con lo establecido en el artículo 11.5 del reglamento”.

Mediante el oficio STCFRPAP/009/01, del 9 de enero de 2001, se solicitó al Partido Revolucionario
Institucional que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes respecto del
hecho de que al efectuar la revisión de la cuenta “Reconocimientos por Actividades Políticas”, se había
observado que existían comprobantes de gastos que debieron cubrirse en forma individual, es decir,
elaborarse cheques por cada uno de estos pagos, ya que estas erogaciones exceden los 100 salarios
mínimos vigentes para el Distrito Federal, por un importe de $3,173,173.90, por concepto de Servicios
Personales en la Campaña de Senadores.

Al respecto, el Partido expresó, mediante escrito de fecha 23 de enero de 2001, lo que a continuación
se transcribe:

“ b) En atención a este requerimiento, me permito informar que este Partido Político para el
manejo, control y pago de estos gastos, se apegó estrictamente al artículo 14 de Reglamento y
en forma específica al artículo 14.2, mismo que a la letra señala que ‘durante las campañas
electorales, los Partidos Políticos podrán otorgar reconocimientos en efectivo a sus militantes o
simpatizantes por su participación en actividades de apoyo político...’
En este sentido el Partido Revolucionario Institucional cumplió cabalmente con el artículo 14 del
Reglamento único en esta materia, así mismo, registró y soportó con los recibos
correspondientes dichos pagos, tal y como lo establece el artículo 14 del lineamiento ya
señalado.”

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas manifiesta que no consideró subsanada la observación realizada, por los motivos
que a continuación se transcriben:

“Lo antes descrito por el partido se consideró insatisfactorio, ya que aún cuando el citado artículo
14.2 establece que podrán otorgar reconocimientos en efectivo, en el artículo 11.5 señala que
todo pago que efectúen los partidos políticos que rebase la cantidad equivalente a cien veces el



salario mínimo diario vigente para el Distrito Federal deberá realizarse mediante cheque. En
consecuencia, el partido incumplió con dicho artículo 11.5 del citado Reglamento”.

Mediante el oficio STCFRPAP/009/01, del 9 de enero de 2001, se solicitó al Partido Revolucionario
Institucional que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes respecto del
hecho de que al efectuar la revisión de la cuenta “Gastos de Propaganda en Prensa, Radio y T.V.”, se
había observado que existían comprobantes de gastos que debieron cubrirse en forma individual, es
decir, elaborarse cheques por cada uno de estos pagos, ya que estas erogaciones exceden los 100
salarios mínimos vigentes para el Distrito Federal, por un importe de $23,805.00, en la Campaña de
Senadores.

Al respecto, el Partido expresó, mediante escrito de fecha 23 de enero de 2001, lo que a continuación
se transcribe:

“En atención a este requerimiento, me permito informarle que este Partido Político efectuó pagos
de diversos gastos a través del procedimiento de entrega de recursos “sujetos a comprobar” al
representante financiero y a personas físicas encargadas de efectuar dichos gastos en los
distintos Distritos de los Estados correspondientes. Este procedimiento, es utilizado normalmente
por cualquier ente económico que tiene la necesidad de cubrir gastos en distintos
lugares simultáneamente.
En este sentido, este Partido pagó gastos a través de la expedición de cheques a favor de las
personas que los efectuaron mediante el procedimiento “gastos por comprobar”. Por lo que se
considera que no existió incumplimiento al referido artículo 11.5 del citado Reglamento”.

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas manifiesta que no consideró subsanada la observación realizada, por los motivos
que a continuación se transcriben:

“La contestación del partido político se consideró insatisfactoria ya que la norma es clara al
establecer que los pagos que rebasen la cantidad equivalente a cien veces el salario mínimo
vigente para el Distrito Federal, se debe efectuar mediante cheque, razón por la cual la
observación no quedó subsanada, ya que el partido incumplió con lo establecido en el artículo
11.5 del Reglamento”.

Mediante el oficio STCFRPAP/012/01, del 15 de enero de 2001, se solicitó al Partido Revolucionario
Institucional que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes respecto del
hecho de que al efectuar la revisión de la cuenta “Gastos de Propaganda”, se había observado que
existían comprobantes de gastos que debieron cubrirse en forma individual, es decir, elaborarse cheques
por cada uno de estos pagos, ya que estas erogaciones exceden los 100 salarios mínimos vigentes para
el Distrito Federal, por un importe de $127,988.78, Propaganda en Bardas, Mantas, Volantes, Eventos y
Utilitaria en la Campaña de Diputados.

Al respecto, el Partido expresó, mediante escrito de fecha 29 de enero de 2001, lo que a continuación
se transcribe:

“En atención a este requerimiento, me permito informarle que este Partido Político efectuó pagos
de diversos gastos a través del procedimiento de entrega de recursos “sujetos a comprobar” al
representante financiero y a personas físicas encargadas de efectuar dichos gastos en los
distintos Distritos de los Estados correspondientes. Este procedimiento, es utilizado normalmente
por cualquier ente económico que tiene la necesidad de cubrir gastos en distintos
lugares simultáneamente.
En este sentido, este Partido pagó gastos a través de la expedición de cheques a favor de las
personas que los efectuaron mediante el procedimiento “gastos por comprobar”. Por lo que se
considera que no existió incumplimiento al referido artículo 11.5 del citado Reglamento”.

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas manifiesta que no consideró subsanada la observación realizada, por los motivos
que a continuación se transcriben:

 “La contestación del partido se consideró insatisfactoria ya que la norma es clara al establecer
que los pagos que rebasen la cantidad equivalente a 100 veces el salario mínimo diario vigente
para el Distrito Federal, se debió efectuar mediante cheque, razón por la cual la observación no
quedó subsanada al haber incumplido el citado artículo 11.5.”

Mediante el oficio STCFRPAP/012/01, del 15 de enero de 2001, se solicitó al Partido Revolucionario
Institucional que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes respecto del
hecho de que al efectuar la revisión de la cuenta “Gastos Operativos de Campaña”, se había observado
que existían comprobantes de gastos que debieron cubrirse en forma individual, es decir, elaborarse



cheques por cada uno de estos pagos, ya que estas erogaciones exceden los 100 salarios mínimos
vigentes para el Distrito Federal, por un importe de $21,902.73, por concepto de Transporte de Material,
Viáticos y Otros en la Campaña de Diputados.

Al respecto, el Partido expresó, mediante escrito de fecha 29 de enero de 2001, lo que a continuación
se transcribe:

“ a) En atención a este requerimiento, me permito informarle que este Partido Político efectuó
pagos de diversos gastos a través del procedimiento de entrega de recursos “sujetos a
comprobar” al representante financiero y a personas físicas encargadas de efectuar dichos
gastos en los distintos Distritos de los Estados correspondientes. Este procedimiento, es utilizado
normalmente por cualquier ente económico que tiene la necesidad de cubrir gastos en distintos
lugares simultáneamente.
En este sentido, este Partido pagó gastos a través de la expedición de cheques a favor de las
personas que los efectuaron mediante el procedimiento “gastos por comprobar”. Por lo que se
considera que no existió incumplimiento al referido artículo 11.5 del citado Reglamento”.

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas manifiesta que no consideró subsanada la observación realizada, por los motivos
que a continuación se transcriben:

“La contestación del partido político se consideró insatisfactoria ya que la norma es clara al
establecer que los pagos que rebasen la cantidad equivalente a cien veces el salario mínimo
diario vigente para el Distrito Federal se debe efectuar mediante cheque, razón por la cual la
observación no quedó subsanada al haber incumplido el artículo 11.5.”

Mediante el oficio STCFRPAP/012/01, del 15 de enero del 2001, se solicitó al Partido Revolucionario
Institucional que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes respecto
del hecho de que al efectuar la revisión de la cuenta “Reconocimientos por Actividades Políticas”, se
había observado que existían comprobantes de gastos que debieron cubrirse en forma individual, es
decir, elaborarse cheques por cada uno de estos pagos, ya que estas erogaciones exceden los 100
salarios mínimos vigentes para el Distrito Federal, por un importe de $2,439,907.95, por concepto de Servicios
Personales en la Campaña de Diputados.

Al respecto, el Partido expresó, mediante escrito de fecha 29 de enero de 2001, lo que a continuación
se transcribe:

“ b) En atención a este requerimiento, me permito informar que este Partido Político para el
manejo, control y pago de estos gastos, se apegó estrictamente al artículo 14 de Reglamento y
en forma específica al artículo 14.2, mismo que a la letra señala que ‘durante las campañas
electorales, los Partidos Políticos podrán otorgar reconocimientos en efectivo a sus militantes o
simpatizantes por su participación en actividades de apoyo político...’
En este sentido el Partido Revolucionario Institucional cumplió cabalmente con el artículo 14 del
Reglamento único en esta materia, así mismo, registró y soportó con los recibos
correspondientes dichos pagos, tal y como lo establece el artículo 14 del lineamiento ya
señalado”.

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas manifiesta que no consideró subsanada la observación realizada, por los motivos
que a continuación se transcriben:

“Lo antes descrito por el partido se consideró insatisfactorio, ya que aún cuando el artículo 14.2
establece que pueden otorgarse reconocimientos en efectivo, en el artículo 11.5 se señala que
todos los pagos que efectúen los partidos políticos que rebasen la cantidad equivalente a cien
veces el salario mínimo diario vigente para el Distrito Federal, deberán realizarse mediante
cheque. en consecuencia, el partido incumplió con el citado artículo 11.5 del citado Reglamento.”

Mediante el oficio STCFRPAP/012/01, del 15 de enero de 2001, se solicitó al Partido Revolucionario
Institucional que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes respecto del
hecho de que al efectuar la revisión de la cuenta “Gastos de Propaganda en Prensa, Radio y T.V.”, se
había observado que existían comprobantes de gastos que debieron cubrirse en forma individual, es
decir, elaborarse cheques por cada uno de estos pagos, ya que estas erogaciones exceden los 100
salarios mínimos vigentes para el Distrito Federal, por un importe de $46,828.00, en la Campaña de
Diputados.



Al respecto, el Partido expresó, mediante escrito de fecha 29 de enero de 2001, lo que a continuación
se transcribe:

“ En atención a este requerimiento, me permito informarle que este Partido Político efectuó
pagos de diversos gastos a través del procedimiento de entrega de recursos “sujetos a
comprobar” al representante financiero y a personas físicas encargadas de efectuar dichos
gastos en los distintos Distritos de los Estados correspondientes. Este procedimiento, es utilizado
normalmente
por cualquier ente económico que tiene la necesidad de cubrir gastos en distintos
lugares simultáneamente.
En este sentido, este Partido pagó gastos a través de la expedición de cheques a favor de las
personas que los efectuaron mediante el procedimiento “gastos por comprobar”. Por lo que se
considera que no existió incumplimiento al referido artículo 11.5 del citado Reglamento”.

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas manifiesta que no consideró subsanada la observación realizada, por los motivos
que a continuación se transcriben:

“La contestación del partido político se consideró insatisfactoria ya que la norma es clara al
establecer que los pagos que rebasen la cantidad equivalente a cien veces el salario mínimo
vigente para el Distrito Federal, se debe efectuar mediante cheque, razón por la cual la
observación no quedó subsanada, ya que el partido incumplió con lo establecido en el artículo
11.5
del Reglamento”.

A partir de lo manifestado por la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas, este Consejo General concluye que el Partido Revolucionario Institucional
incumplió con lo establecido en el artículo 11.5 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos,
instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en
el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, que establece que todo pago
que efectúen los partidos políticos que rebase la cantidad equivalente a cien veces el salario mínimo
general diario vigente para el Distrito Federal deberá realizarse mediante cheque, con excepción de los
pagos correspondientes a sueldos y salarios contenidos en nóminas. Las pólizas de los cheques deberán
conservarse anexas a la documentación comprobatoria.

En el caso, el partido presenta alegatos que no pueden considerarse suficientes para justificar la falta
de presentación de documentación que cumpla con los requisitos exigidos, pues, como bien argumenta la
Comisión de Fiscalización en el Dictamen Consolidado, los lineamientos aplicables son claros en cuanto a
que los pagos superiores al monto indicado deben realizarse mediante cheque.

Esta autoridad electoral no considera suficiente lo argumentado por el partido en cuestión en el
sentido de que éste entregó recursos a personas físicas para que realizaran ciertos pagos a través de la
entrega
de recursos “sujetos a comprobar”, puesto que la normatividad es clara al establecer un límite en el monto
de recursos que los partidos pueden otorgar sin la emisión de cheque nominativo, esto es, todo monto
inferior a 100 días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal.

Por otra parte, lo alegado por el partido político en el sentido de que cumplió con la normatividad
referente a los Reconocimientos por Actividades Políticas, que permite durante las campañas electorales,
que los partidos políticos otorguen reconocimientos en efectivo a sus militantes o simpatizantes por su
participación en actividades de apoyo político, contenida en el artículo 14.2 de citado Reglamento, no
exime al partido de cumplir con lo establecido en otro de los artículos del mismo Reglamento, que
claramente establece que todo pago que rebase la cantidad equivalente a cien días de salario mínimo
general vigente en el Distrito Federal, debe hacerse mediante cheque, por lo que lo argumentado por el
partido político no se considera suficiente para justificar el hecho de no haber realizado pagos superiores
a 100 días de salario mínimo por concepto de reconocimientos por actividades políticas por medio de
cheque. Es decir, el partido político se encuentra en posibilidad de otorgar a sus militantes o
simpatizantes que realicen actividades de apoyo político reconocimientos en efectivo, siempre y cuando el
monto de dichos reconocimientos no exceda del equivalente a 100 días de salario mínimo, ya que, de
rebasar este monto, el reconocimiento por actividades de apoyo político deberá forzosamente realizarse
mediante cheque.

El artículo 11.5 del citado Reglamento es claro al señalar que todo pago que rebase la cantidad
equivalente a cien veces el salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal, deberá realizarse



mediante cheque. En primera instancia, debe resaltarse que tal disposición se refiere a cualquier tipo de
pago que se realice por parte de la coalición, y no solamente a los pagos a proveedores.

La única excepción provendría de lo establecido en el artículo 11.5 del Reglamento que establece los
lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos
políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes,
respecto de los sueldos y salarios contenidos en nómina.

No está de más señalar que lo establecido en el artículo 11.5 antes referido, es aplicable respecto de
los pagos finales que se realicen a nombre y/o por cuenta del partido. No se cumple con la normatividad si
solamente se extiende un cheque a nombre de una persona comisionada por el partido político para que
realice a su vez pagos en efectivo a otras personas, sino que el pago final debe en todo caso realizarse
mediante cheque nominativo, cuando rebase la cantidad indicada. Por lo hasta aquí dicho, lo
argumentado por el partido no justifica su incumplimiento a lo establecido en el artículo 11.5 del
multicitado Reglamento.

Así pues, la falta se acredita y, conforme a lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción.

La falta se califica como leve, en tanto que no tiene un efecto inmediato sobre la comprobación de los
gastos. Sin embargo, sí puede tener efectos sobre la verificación del destino real de los recursos, así
como sobre el control del ejercicio de los mismos, pues la realización de pagos mediante cheque hace
que la identidad de quien los realiza y los recibe estén claramente determinados, mientras que la
realización de pagos en efectivo, sobre todo si se trata de sumas importantes, puede originar poca
claridad, e incluso hacer que se confundan con recursos que no hubieren estado debidamente registrados
en la contabilidad de un partido político. La norma transgredida pretende evitar precisamente que el
efectivo circule profusamente en las operaciones de los partidos y que dichas operaciones dejen huellas
verificables e incontrovertibles que ofrezcan certeza del origen de los recursos, así como de la veracidad
de lo informado.

Por otra parte la autoridad tiene en cuenta que durante el desarrollo de las campaña electorales,
resulta más complicado para los partidos político y coaliciones, cumplir a cabalidad los extremos de la
norma que obliga a que todo pago que exceda de 100 salarios mínimos se realice mediante cheque.

Asimismo, se tienen en cuenta las siguientes circunstancias: que no se puede presumir desviación de
recursos; que el partido llevó un adecuado control de sus operaciones, en términos generales, que el
partido no ocultó información y es la primera vez que incurre en una irregularidad de estas características.

Por otra parte en la determinación de la gravedad de la falta, se tiene en cuenta que es necesario
disuadir en el futuro la comisión de este tipo de faltas y que, aún tratándose de una norma de carácter
excepcional, el partido no fue capaz de cumplirla a cabalidad.

Adicionalmente ha de considerarse, para fijar la sanción, que el monto que rebasaba el límite de 100
días de salario mínimo y no fue pagado mediante cheque suma un total de $ 8’415,617.72.

En mérito de lo que antecede, este Consejo General llega a la convicción de que se debe imponer al
Partido Revolucionario Institucional una sanción económica que, dentro de los límites establecidos en el
artículo 269, párrafo 1, inciso a), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, tome
en cuenta las circunstancias del caso y la gravedad de la falta, por lo que se fija la sanción en la reducción
del uno por ciento de la ministración del financiamiento público que le corresponda al partido por concepto
de gasto ordinario permanente por un mes.

5.3.- Alianza por México.
a) En el capítulo de Conclusiones Finales del Dictamen Consolidado se señala:

La coalición Alianza por México presentó documentación en copia fotostática como comprobante
de egresos por un monto total de $2’541,613.81, por concepto de Gastos Operativos de
Campaña, Gastos en Propaganda en Prensa Radio y Televisión, así como de la Campaña de
Diputados y de la Coordinación Nacional Ejecutiva.
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un incumplimiento a lo establecido en los
artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales
y 4.8 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e instructivos aplicables a los
partidos políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus ingresos y egresos y
en la presentación de sus informes, por lo que se hace del conocimiento del Consejo General
para efectos de lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales.

Se procede a analizar la irregularidad reportada en el Dictamen Consolidado.



Mediante oficio STCFRPAP/099/01 de fecha 19 de febrero de 2001, STCFRPAP/072/01 de fecha 19
de febrero de 2001, STCFRPAP/081/01 de fecha 19 de febrero de 2001, STCFRPAP/082/01 de fecha
19 de febrero de 2001, STCFRPAP/013/01 de fecha 18 de enero de 2001, se solicitó a la coalición
Alianza por México que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes respecto
del hecho de que, al efectuar la revisión de la Campaña Presidencial, subcuenta Propaganda Electoral y
de las cuentas de Gastos Operativos de Campaña, Materiales y Suministros, Gastos en Propaganda en
Prensa Radio y Televisión, así como de la Campaña de Diputados y de la Coordinación Nacional
Ejecutiva, se localizó documentación comprobatoria de egresos en copia fotostática. Los casos
observados son visibles a fojas 114, 120 a 125, 128 a 130, 204, 205, 208, 209, 211, 264, 264 a 276, 319,
320, 322, 324, 328 a 334, 347 a 350, 355, 358 a 360, 363, 374 a 378, 392, 393, 398, 399, 401 a 407, 415,
417, 419 a 422, 425 a 429, 437 a 441, 491 y 492 del capítulo correspondiente del Dictamen Consolidado
que presenta la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas al
Consejo General del Instituto Federal Electoral respecto de los Informes de Campaña de los Partidos
Políticos Nacionales y Coaliciones Correspondientes al Proceso Electoral del Año 2000.

Por otra parte, la coalición Alianza por México, mediante escrito APM/CAN/ST/170/01 de fecha 5 de
marzo del 2001, APM/CA/ST/134/01 de fecha 5 de marzo de 2001, APM/ST/CA/133/01 de fecha 5 de
marzo de 2001, APM/ST/CA/132/01 de fecha 5 de marzo de 2001, y escrito de fecha 2 de febrero 2001,
dio respuesta a los requerimientos formulados por esta autoridad. Las respuestas de la coalición a las
observaciones formuladas por la Comisión de Fiscalización se encuentran visibles dentro del capítulo
correspondiente del Dictamen Consolidado. En dichos escritos, la coalición alega, en términos generales,
lo siguiente:

Es preciso aclarar que en relación de la documentación en comento se realizaron pólizas de
reclasificación a gastos no deducibles por no reunir los requisitos que los lineamientos y
normatividad que rige a las coaliciones (...).
...
F) 1. Respecto a las pólizas de egresos observadas en este inciso del oficio, (…) se relacionan
aquellas pólizas de las cuales se presentan los comprobantes originales.(...).
...
2. Respecto de las siguientes pólizas de egresos que se detallan (…), cuyos soportes
documentales que se encontraron en copias fotostáticas con el sello con la leyenda “PRD CEN
OFICIALIA MAYOR ORIGINAL EN ACTIVIDADES ESPECIFICAS” y de las cuales se nos solicita
aclarar:
De acuerdo al artículo 49, párrafo 7, inciso c), del Código Federal De Instituciones Y
Procedimientos Electorales, donde se concede el derecho de diversos tipos de financiamiento
dentro de los cuales se considera, en el inciso c), los correspondientes a actividades especificas,
en el punto 1 establece que este será de acuerdo de acuerdo al reglamento que expida el
consejo general del
instituto federal electoral, mismo que no es limitativo en cuanto al origen de los recursos utilizado
para actividades específicas, sea este el financiamiento para actividades ordinarias permanentes
o de campaña.
...
1. No fue la coalición Alianza por México quien presentó la documentación para comprobar
gastos por actividades especificas sino el Partido de la Revolución Democrática. Para este efecto
se consultó a la C. Consejera Electoral Dra. Jaqueline Peschard Mariscal quien en Oficio
CEJP / 70 / 2000, en el párrafo 4 y 5 nos indican:
“En consecuencia, las coaliciones no presentarán documentación alguna para ser considerada
como comprobantes de actividades especificas realizadas en el ejercicio del 2000. Los gastos
por seminarios y/o cursos de capacitación que se eroguen en el curso de la campaña electoral
de la Coalición Alianza por México sólo podrán ser susceptibles de financiamiento por
actividades especificas, si los comprobantes respectivos son presentados por los partidos
políticos en lo individual”.
Tal comprobación la deberán presentar en su caso, cada uno de los partidos políticos, en los
plazos establecidos por la Ley y los reglamentos aplicables, independientemente de que hayan
formado parte de una coalición para el proceso electoral federal del presente año. Dicho de otra
manera, la facultad por gastos de actividades deberán estar a nombre del partido político que
expida el cheque para cubrirlos.



“En atención a los procedimientos administrativos aplicables en la coalición alianza por México,
se firmó el Acta AMP/CAN/ST/M-01/2001 DE LA SESION DEL CONSEJO DE
ADMINISTRACION NACIONAL DE LA COALICION “ALIANZA POR MEXICO”, con fecha 8 de
Enero del 2001, el acuerdo donde los Partidos Coaligados ceden al Partido de la Revolución
Democrática el derecho a presentar los gastos por actividades especificas. (Se anexa copia)
2. Una vez emitido el dictamen del Consejo General del Instituto Federal Electoral se hará la
aplicación contable correspondiente en el Partido de la Revolución Democrática como gastos por
actividades especificas.
De acuerdo al Reglamento para el Financiamiento Público de las Actividades Especificas que
realizan los Partidos Políticos como entidades de interés público, aplicable en el año 2000, en su
artículo 5.1 dice:
...
Los partidos políticos Nacionales deberán presentar ante la Secretaría Técnica de la Comisión
de Prerrogativas, Partidos Políticos y Radiodifusión, dentro de los treinta días naturales
posteriores a la conclusión de los primeros tres trimestres de cada año, y dentro de los primeros
quince días naturales posteriores a la conclusión del último trimestre de cada año, los
documentos y muestras que comprueben los gastos erogados en el trimestre anterior por
cualquiera de las actividades que se señalen en el artículo 2 de este reglamento.
Lo anterior nos indica que el 15 de Enero del 2001 venció el plazo para presentar dicha
documentación y que en efecto así se presentó con el oficio GLOSA 010/01 (se anexa copia),
motivo por el cual no obran en nuestro poder los comprobantes originales solicitados sino en la
misma Secretaria Técnica de la Comisión de Prerrogativas, Partidos políticos y Radiodifusión del
Instituto Federal Electoral.

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas no consideró subsanadas las observaciones, con base en las siguientes
consideraciones:

De la revisión a la documentación proporcionada por la coalición se determinó lo siguiente:
Asimismo proporcionó fotocopia de gastos de la póliza (...) por un monto de (...), incumpliendo
con lo establecido en el articulo 3.2 y 4.8 del Reglamento que establece los lineamientos
aplicables a las coaliciones. En consecuencia la observación quedó parcialmente subsanada.
(...) la coalición presentó la póliza (...) por la reclasificación del importe de (...), según se
aplicaron a la cuenta de Gastos no Deducibles (Operación Ordinaria). Sin embargo, la coalición
incumplió lo estipulado en el artículo 4.8 del Reglamento que establece los lineamientos
aplicables a las coaliciones. Por lo anterior se considera que la observación no quedó
subsanada.
De la solicitud realizada en el inciso (...), la coalición presentó documentación comprobatoria
únicamente por un monto de (...), encontrándose que cumple con la normatividad aplicable. Sin
embargo, por lo que corresponde a la diferencia de (...), aun cuando la coalición argumentó que
dichos gastos fueron presentados en Actividades Específicas por el Partido de la Revolución
Democrática, la coalición no efectuó la reclasificación correspondiente, en consecuencia
permanecen registrados en el rubro de gastos de campaña, (...):
...
Con respecto al argumento de la coalición, por concepto de copias con la leyenda “PRD CEN
OFICIALIA MAYOR Original en Actividades Específicas” aún cuando señala que no lo está
reportando la coalición sino el Partido de la Revolución Democrática, las pólizas que integran
dicho monto se encuentran registradas en los gastos de campaña. Se considera que la
observación no quedó subsanada al incumplir lo estipulado en el artículo 4.8 del Reglamento que
establece los Lineamientos aplicables a las coaliciones.
...
Por lo que respecta a la solicitud del inciso (...), la coalición presentó documentación
comprobatoria en original por un monto de (...), por la diferencia de (...), por concepto de copias
con la leyenda “PRD CEN OFICIALIA MAYOR Original en Actividades Específicas” aun cuando
señala que no lo esta reportando la coalición sino el partido de la Revolución Democrática, las
pólizas que integran dicho monto se encuentran registradas en los gastos de campaña. En
consecuencia la observación no quedó subsanada, al incumplir lo estipulado en los artículos 3.2
y 4.8 del reglamento que establece los lineamientos aplicables a las coaliciones.



A partir de lo manifestado por la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas, este Consejo General concluye que la coalición Alianza por México incumplió con
lo establecido en el artículo 38, párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, en relación con el artículo 4.8 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e
instructivos aplicables a los partidos políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus
ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, al no presentar la documentación comprobatoria
original de sus ingresos y egresos.

El artículo 38 del Código Electoral establece que los partidos políticos están obligados a proporcionar
a la Comisión de Fiscalización la documentación que les solicite respecto de sus ingresos y egresos,
mientras que el artículo 4.8 del citado Reglamento señala que de conformidad con lo establecido por los
artículos 19 y 20 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de
cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos
y egresos y en la presentación de sus informes, la Comisión de Fiscalización, a través de su Secretario
Técnico, tendrá en todo momento la facultad de solicitar a los órganos responsables del financiamiento de
cada coalición y de los partidos políticos que la integren, o a quien sea responsable de conformidad con lo
establecido por el artículo 3.1, la documentación necesaria para comprobar la veracidad de lo reportado
en los informes, así como las aclaraciones o rectificaciones que se estimen pertinentes. Durante el
periodo de revisión de los informes, se deberá permitir a la autoridad electoral el acceso a todos los
documentos originales que soporten los ingresos y egresos correspondientes, así como a las
contabilidades de la coalición y de los partidos políticos que la integren, incluidos los estados financieros.

En ningún procedimiento de auditoría, y menos aún en uno dirigido a verificar la correcta aplicación de
los recursos de los partidos políticos nacionales y las coaliciones, entidades de interés público según la
norma suprema de la Unión, y que ejercen importantes montos de recursos públicos, puede darse por
buena la presentación de cualquier clase de documentos como comprobantes de ingresos o egresos, y
menos aún de copia fotostática de la documentación comprobación requerida.

En el caso, la coalición Alianza por México presenta alegatos que no pueden considerarse suficientes
para justificar la falta de presentación de documentación comprobatoria original y que cumpla con los
requisitos exigidos por la normatividad.

Tal y como lo señala la Comisión de Fiscalización en el Dictamen Consolidado, la citada coalición sólo
presentó copia fotostática de la documentación requerida, para la comprobación de egresos. Tal situación
no subsana el hecho de no haber presentado la documentación comprobatoria original, ya que el artículo
4.8 exige que se presente la documentación original, sin que en el propio Reglamento se establezca la
alternativa de presentar copias fotostáticas como documentación comprobatoria de gasto.

Cabe señalar que los documentos que exhiba un partido político a fin de acreditar lo que en ellos se
consigna, necesariamente deben sujetarse y cumplir con las reglas establecidas al respecto, en tanto que
la fuerza probatoria que la norma les otorga para comprobar lo reportado en sus informes, lo deja a la
buena fe de quien los presenta, ya que no exige mayor formalidad que el cumplimiento de los requisitos
previamente establecidos, por lo que la copia fotostática de un documento, no hace prueba plena del
contenido de ese documento. Así, los egresos no se consideran debidamente comprobados en tanto que
la coalición debía presentar la documentación original, pues es de explorado derecho que a las fotocopias
de documentos no se les otorga valor probatorio en sí mismas.

Así pues, la falta se acredita y, conforme a lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b)
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y 4.10 del Reglamento que establece los
Lineamientos aplicables a las coaliciones, amerita una sanción.

La falta se califica como de mediana gravedad, en tanto que con este tipo de faltas se impide a la
Comisión verificar a cabalidad la veracidad de lo reportado en el Informe de Campaña, ya que
a la documentación en copia fotostática no puede otorgársele valor probatorio sino de indicio, en tanto
que no consiste en la que fue extendida por la persona a quien se efectuó el pago por parte del
partido político y además se tiene en cuenta que es relativamente fácil la alteración de copias simples
de documentación comprobatoria.

Por otra parte, se tiene en cuenta que en Partido de la Revolución Democrática integrante de la
coalición Alianza por México, presenta antecedentes de haber sido sancionada por esta misma falta, tal y
como consta en la Resolución del Consejo General respecto de la revisión de los informes anuales y de
campaña correspondientes a 1997.

Sin embargo, se tienen en cuenta las siguientes circunstancias: que no se puede presumir desviación
de recursos; que no puede concluirse que la coalición hubiere tenido intención de ocultar información y
que la irregularidad deriva de un mal manejo administrativo y no a una intención dolosa por parte de la
coalición.



Adicionalmente, se tiene en cuenta que el monto implicado en esta falta es de por un monto total
de $2’541,613.81.

Se tiene en cuenta que, la coalición no ocultó información, Además, se estima necesario disuadir en el
futuro la comisión de este tipo de faltas.

En mérito de lo que antecede, este Consejo General llega a la convicción de que se debe imponer a la
coalición Alianza por México una sanción económica que, dentro de los límites establecidos en el artículo
269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, tome en cuenta
las circunstancias del caso y la gravedad de la falta, la cual se distribuye entre los partidos que integraron
la coalición Alianza por México de conformidad con el porcentaje de su participación en los ingresos de
la misma, por lo que, se impone al Partido de la Revolución Democrática una sanción consistente en la
reducción del dos punto trece por ciento de la ministración del financiamiento público que le corresponda
al partido por concepto de gasto ordinario permanente por un mes, al Partido del Trabajo una sanción
consistente en la reducción del uno punto treinta y seis por ciento de la ministración del financiamiento
público que le corresponda al partido por concepto de gasto ordinario permanente por un mes, al Partido
de la Sociedad Nacionalista una sanción consistente en la reducción del punto cuarenta y nueve por
ciento de la ministración del financiamiento público que le corresponda al partido por concepto de gasto
ordinario permanente por un mes, al Partido la Alianza Social una sanción consistente en la reducción del
punto cuarenta y nueve ciento de la ministración del financiamiento público que le corresponda al partido
por concepto de gasto ordinario permanente por un mes y a Convergencia por la Democracia una sanción
consistente en la reducción del punto cuarenta y dos por ciento de la ministración del financiamiento
público que le corresponda al partido por concepto de gasto ordinario permanente por un mes.

b) En el capítulo de Conclusiones Finales del Dictamen Consolidado se señala:
La coalición Alianza por México no comprobó egresos por un monto de $266,037.63 con
documentación comprobatoria que reuniera los requisitos exigidos por los lineamientos
aplicables, por concepto de Servicios Generales y Gastos Operativos de Campaña, y de
ingresos por un monto de $10,000.00, correspondiente una transferencia interna de recursos
realizada a la Primera Fórmula de la Campaña de Senadores en el estado de San Luis Potosí.
Asimismo, la coalición omitió presentar 85 recibos RM-COA, pendientes de utilizar, los cuales se
encontraban relacionados en el control de folios respectivo.
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un incumplimiento a lo establecido en los
artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, 2.1, 3.2, 4.8 y 10.1 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e
instructivos aplicables a los partidos políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro
de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, 8.3, 11.1, 11.2 y 11.3 del
Reglamento que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía
contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y
egresos y en la presentación de sus informes, por lo que se hace del conocimiento del Consejo
General para efectos de lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Se procede a analizar la irregularidad reportada en el Dictamen Consolidado.
Mediante oficio STCFRPAP/013/01, 18 de enero de 2001, STCFRPAP/082/01, 19 de febrero 2001, se

solicitó a la coalición Alianza por México que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara
pertinentes respecto del hecho de que, al efectuar la revisión de egresos del rubro de Servicios Generales
y Gastos Operativos de Campaña, se localizó documentación que no contenía los requisitos exigidos por
la normatividad. Los casos observados son visibles a fojas 238, 241, 242, 245, 247, 249. 381, 382, 383,
398, 399, 408, 409 y 418 del capítulo correspondiente del Dictamen Consolidado que presenta la
Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas al Consejo General
del Instituto Federal Electoral respecto de los Informes de Campaña de los Partidos Políticos Nacionales y
Coaliciones Correspondientes al Proceso Electoral del Año 2000.

La coalición Alianza por México, mediante escritos de fecha 2 de febrero 2001, y APM/ST/CA/133/01,
5 de marzo de 2001 dio respuesta a los requerimientos formulados por esta autoridad. En dichos escritos,
la coalición alega, en términos generales, lo siguiente:

... Por lo que respecta a la póliza de diario (...) por un monto de (...), correspondiente al rubro de
arrendamiento, los comprobantes no cuentan con la Cédula Fiscal; es necesario mencionar que
este concepto se manejó por medio de bitácoras de gastos menores como lo establece el
Reglamento correspondiente afectando el 10 % de gastos generales..."..



En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas no consideró subsanadas las observaciones, con base en las siguientes
consideraciones:

(...) la coalición presentó bitácoras de gastos menores por la documentación soporte sin
requisitos fiscales, relacionando cada uno de los gastos observados. Sin embargo, dichos gastos
no pueden ser comprobados mediante bitácora en virtud de que los proveedores son empresas
establecidas que están obligadas a proporcionar facturas con todos los requisitos fiscales. En
consecuencia la observación no quedó subsanada.
....
(...) la coalición no presentó cupones de viajero [en relación a boletos de avión] y a cambio
proporcionó bitácoras de gastos menores relacionando cada uno de los gastos observados. Sin
embargo dichos gastos no pueden ser comprobados mediante bitácora. En consecuencia, la
observación no quedó subsanada.
...
(...) la coalición presentó bitácoras de gastos menores las cuales no cumplen con lo establecido
en el artículo 11.2 del Reglamento que establece los Lineamientos aplicables a los partidos
políticos, al no contener el lugar en que se efectuó la erogación, nombre y firma de la persona
que realizó el pago y firma de autorización, en consecuencia la observación realizada por la
Comisión de Fiscalización no quedó subsanada.

Por otro lado, mediante oficio STCFRPAP/063/01 del 16 de febrero 2001, se solicitó a la coalición
Alianza por México que presentara las aclaraciones o rectificaciones que considerara pertinentes respecto
del hecho de que, al efectuar la revisión de ingresos en la subcuenta “Campaña Senadores”,
subsubcuenta “San Luis Potosí”, fórmula 1, no se localizó la documentación soporte de transferencias
internas por un monto de $10,000.00 y al ser revisado físicamente el consecutivo de los recibos de
aportaciones de militantes “CF-RM-COA”, no fueron localizados 1508 folios de aportaciones de militantes
en efectivo. Los casos observados son visibles a fojas 16 y 17 y 33 a 36 del capítulo correspondiente del
Dictamen Consolidado que presenta la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas al Consejo General del Instituto Federal Electoral respecto de los Informes de
Campaña de los Partidos Políticos Nacionales y Coaliciones Correspondientes al Proceso Electoral del
Año 2000.

La coalición Alianza por México, mediante escrito de fecha 5 de marzo de 2001 dio respuesta a los
requerimientos formulados por esta autoridad. En dichos escritos, la coalición alega, en términos
generales, lo siguiente:

"...estamos enviando las pólizas requeridas en la hoja no. 24 del oficio antes mencionado,..."

...
"...estamos anexando a este una relación sobre el status que guardan los recibos
correspondientes enviando a ustedes el control de folios de los recibos 'RM-COA' y 'RSES-
COA'".

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas no consideró subsanadas las observaciones, con base en las siguientes
consideraciones:

La coalición presentó la póliza citada y fotocopia de la orden de pago No. 3447050 proveniente
de la cuenta del fideicomiso Alianza por México a la cuenta del candidato al Senado por la
fórmula 1 del estado de San Luis Potosí C. Agustín Ramírez García. Sin embargo, dicha póliza
no se encontraba acompañada por el recibo interno de transferencia, por lo que incumplió con el
artículo 8.3 del Reglamento que establece los Lineamientos aplicables a los partidos políticos.

...
De la revisión efectuada a la documentación presentada por la coalición, se determinó que ésta
no presentó la totalidad de los recibos solicitados, razón por la cual no fue subsanada la
observación realizada por la Comisión de Fiscalización, ya que la coalición omitió presentar 85
de los recibos solicitados.

A partir de lo manifestado por la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas, este Consejo General concluye que la coalición Alianza por México incumplió con
lo previsto en los artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, así como lo establecido en los artículos, 2.1, 3.2, 4.8 y 10.1 del Reglamento que establece los



lineamientos, formatos e instructivos aplicables a los partidos políticos nacionales que formen coaliciones,
en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, en relación con lo
establecido
en los artículos 8.3, 11.1, 11.2 y 11.3 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos,
instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en
el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes.

El artículo 38 del Código Electoral establece que los partidos políticos y coaliciones están obligados a
proporcionar a la Comisión de Fiscalización la documentación que les solicite respecto de sus ingresos y
egresos. Adicionalmente, el artículo 2.1 del Reglamento aplicable a las coaliciones establece que las
aportaciones en especie que se destinen a las campañas políticas de los candidatos de una coalición
podrán ser recibidas por los partidos políticos que la integran, o bien por los candidatos de la coalición. El
candidato que las reciba queda obligado a cumplir con todas las reglas aplicables para la recepción de
esta clase de aportaciones, de conformidad con lo establecido en los artículos 2, 3 y 4 del Reglamento
que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora
aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y la presentación de
sus informes. Al efecto, deberán imprimirse recibos específicos de la coalición para aportaciones en
especie de militantes y simpatizantes de los partidos que la integran, destinadas a campañas políticas, de
conformidad con los formatos “RM-COA” y “RSES-COA” que se incluyen en el Reglamento. Por otra
parte, el artículo 3.2 del citado Reglamento establece que todos los egresos que realicen la coalición y
sus candidatos deberán registrarse contablemente y estar soportados con la documentación que expida la
persona a quien se efectuó el pago. Dicha documentación deberá cumplir con los requisitos exigidos por
el Reglamento que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía
contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en
la presentación de sus informes.

El artículo 4.8 del Reglamento aplicable a las coaliciones establece que de conformidad con lo
establecido por los artículos 19 y 20 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos,
instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en
el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, la Comisión de Fiscalización, a
través de su Secretario Técnico, tendrá en todo momento la facultad de solicitar a los órganos
responsables del financiamiento de cada coalición y de los partidos políticos que la integren, o a quien
sea responsable de conformidad con lo establecido por el artículo 3.1, la documentación necesaria para
comprobar la veracidad de lo reportado en los informes, así como las aclaraciones o rectificaciones que
se estimen pertinentes. Durante el periodo de revisión de los informes, se deberá permitir a la autoridad
electoral el acceso a todos los documentos originales que soporten los ingresos y egresos
correspondientes, así como a las contabilidades de la coalición y de los partidos políticos que la integren,
incluidos los estados financieros. Por otra parte, el artículo 10.1 del citado reglamento señala que las
coaliciones, los partidos políticos que las integren y los candidatos que postulen deberán ajustarse, en
todo lo que no se oponga a lo expresamente establecido por el presente Reglamento, a lo dispuesto por
el Reglamento que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía
contabilizadora aplicables a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en
la presentación de sus informes, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de diciembre de
1998, y a sus reformas publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 25 de octubre de 1999.

Ahora bien, el artículo 8.3 del Reglamento aplicable a los partidos políticos establece que todas las
transferencias de recursos que se efectúen conforme a lo establecido en este artículo deberán estar
registradas como tales en la contabilidad del partido, y deberán conservarse las pólizas de los cheques
correspondientes junto con los recibos internos que hubiere expedido el órgano del partido u organización
adherente que reciba los recursos transferidos.

El artículo 11.1 del Reglamento aplicable dispone que los egresos deberán estar comprobados con la
documentación que expida a nombre del partido político o coalición la persona a quien se efectuó el pago.
Dicha documentación deberá cumplir con los requisitos que exigen las disposiciones fiscales aplicables.

En relación con las bitácoras, los artículos 11.2 y 11.3 establecen lo siguiente: hasta el diez por ciento
de los egresos que efectúe cada partido político en una campaña electoral, podrá ser comprobado por vía
de bitácoras de gastos menores, en las que se señalen con toda precisión los siguientes conceptos: fecha
y lugar en que se efectuó la erogación, monto, concepto específico del gasto, nombre y firma de la
persona que realizó el pago y firma de autorización. En todo caso, deberán anexarse a tales bitácoras los
comprobantes que se recaben de tales gastos, aún cuando no reúnan los requisitos a que se refiere el
párrafo anterior, o, en su caso, recibos de gastos menores que incluyan los datos antes mencionados. Por
su parte, el artículo 11.3 del multicitado Reglamento señala que el gasto que ejerza cada partido político



en una campaña electoral federal, exclusivamente en los rubros de viáticos y pasajes, podrá ser
comprobado por vía de bitácoras que reúnan los requisitos señalados en el párrafo anterior, hasta en un
veinte por ciento en el caso de las campañas para presidente de los Estados Unidos Mexicanos y
senadores de la República, y en el caso de las campañas para diputados federales por el principio de
mayoría relativa, en un veinte por ciento si se trata de distritos considerados urbanos, treinta por ciento en
el caso de distritos considerados mixtos, y cuarenta por ciento en el caso de distritos considerados
rurales, de conformidad con la clasificación contenida en el instructivo “VIAT-PAS”. En todo caso, deberán
anexarse a tales bitácoras los comprobantes que se recaben de tales gastos, aún cuando no reúnan los
requisitos a que se refiere el párrafo 1 de este artículo, o, en su caso, recibos de gastos menores que
incluyan los datos mencionados en el párrafo anterior.

La coalición política omitió presentar documentación comprobatoria que reuniera los requisitos
exigidos por la normatividad, tanto de ingresos como de egresos. Los casos que se refieren a egresos
corresponden a gastos que no contienen requisitos de carácter fiscal y que, por el tipo de gasto de que se
trata (órdenes de servicio de empresas) deben contener estos requisitos. Este tipo de gasto no puede ser
considerado para ser comprobado a través de una bitácora, ya sea de gastos menores o de viáticos y
pasajes, ya que por su propia actividad empresarial, dichos proveedores deben estar dados de alta ante
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y, por supuesto, contar con un registro federal de causantes,
ya que están obligados a retener y enterar impuestos y a cumplir otro tipo de responsabilidades fiscales.
Por lo anterior, resulta inadmisible que una coalición pretenda presentar como comprobante de un egreso
cualquier documento sin los requisitos que exige la normatividad.

Por otra parte, se localizó documentación comprobatoria a nombre de terceras personas, que debió
haber sido expedida a nombre del partido político que convino la coalición que se facturara toda la
documentación comprobatoria. Tal como lo establece el artículo 11.1 del Reglamento de partidos, la
documentación soporte del gasto debe ser expedida a nombre del partido que efectuó el pago. La
documentación a nombre de terceras personas no cumple con los requisitos exigidos por la normatividad
de la materia para la adecuada comprobación de los gastos, por lo que no puede considerarse subsanada
la observación que la Comisión notificó a la coalición por el simple hecho de que la coalición haya
decidido, a último momento, comprobarla vía bitácora de gastos. Es claro que el documento presentado
en primera instancia no era adecuado para comprobar el gasto, por lo que para esta autoridad resulta
inadmisible que la coalición pretenda comprobar, vía bitácora, un gasto que originalmente buscó
comprobar mediante un documento que no satisfaría los requerimientos necesarios. La coalición decidió
que los gastos que no estaban adecuadamente comprobados ante la autoridad electoral fueran
comprobados vía bitácora, lo cual, evidentemente no se ajusta al motivo o la razón por la que la autoridad
flexibilizó el criterio de comprobación para cierto tipo de gastos.

Debe además decirse que la coalición omitió presentar los cupones de viajero de los boletos de avión
utilizados que, según las disposiciones de carácter fiscal, resultan necesarias para la comprobación del
gasto, por lo que la Comisión de Fiscalización no consideró subsanada la observación.

En relación con las bitácoras de gasto debe decirse que, la posibilidad de comprobar un gasto a través
de una bitácora y con documentos que no cumplan con los requisitos fiscales, se deriva de que la
autoridad, con la finalidad de no entorpecer el funcionamiento normal de los partidos y coaliciones, en
particular durante las campañas electorales, flexibilizó la norma, en el entendido que los gastos que se
comprobarían por esta vía eran aquellos por los cuales era muy difícil obtener un documento con
requisitos fiscales, ya sea por que el gasto se hubiere realizado en distritos rurales, porque el gasto era
menor, o por el tipo gasto realizado: pago de transporte público, comidas en la calle, compras en tiendas
de abarrotes, etc. Pero el objetivo nunca fue comprobar gastos que por los montos, por los lugares y
servicios por los que se realizaron las erogaciones, son obligadamente gastos que pueden y deben estar
sustentados con documentación que reúna
requisitos fiscales.

Ahora bien, respecto de los gastos en el rubro de Servicios Generales que pueden ser comprobados
por vía de bitácoras, debe decirse que la coalición las presentó mal requisitadas. Como consta en el
capítulo correspondiente del Dictamen Consolidado, no contenían los requisitos establecidos en el artículo
11.2 del Reglamento de partidos, ya que carecían de establecer el lugar en que se efectuó la erogación,
el nombre y firma de la persona que realizó el pago y/o de la firma de autorización. Por lo tanto, dichos
documentos ni siquiera cumplen con el mínimo de los requisitos indispensables para la comprobación del
gasto por esta vía, ya que contienen sólo algunos de los requisitos exigidos por la normatividad.

Por otra parte, en el caso del ingreso por $10,000.00 que no se encuentra debidamente comprobado
ante esta autoridad, debe decirse que se trata de una transferencia interna de recursos que no de



encuentra soportada de conformidad con lo establecido por la normatividad de la materia, ya que carece
del recibo interno del partido que sustente adecuadamente la transferencia de recursos realizada,
incumpliendo con lo establecido por el artículo 8.3 del Reglamento de partidos o la coalición en este caso.
Las transferencias de recursos deben estar registradas como tales en la contabilidad de la coalición, y
deben conservarse las pólizas de los cheques correspondientes junto con los recibos internos que
hubiere expedido el órgano del partido u organización adherente que reciba los recursos
transferidos. En el presente caso, la coalición no presentó el recibo interno requerido, por lo cual está
inadecuadamente comprobado el ingreso derivado de la citada transferencia.

Por otra parte, también vinculado con el rubro de ingresos, la coalición omitió presentar 85 recibos
RM-COA pendientes de utilizar relacionados con aportaciones de militantes, que se encontraban
relacionados en el control de folios respectivo. Los artículos 2, 3 y 4 del Reglamento de partidos, que
resultan aplicables según lo establecido por el propio artículo 2.1 de Reglamento de coaliciones, señalan
con toda claridad que los recibos deben estar foliados, relacionados en un control de folios y que deben
ser expedidos en forma consecutiva. Por lo tanto, la coalición debió haber presentado ante esta autoridad
los recibos originales que estaban pendientes de utilizar y que se encontraban relacionados en su control
de folios. Al no hacerlo, la coalición no evidenció que dichos recibos se encuentran, en efecto, pendientes
de utilizar.

A fin de acreditar lo que en ellos se consigna, los documentos que exhiba un partido político
necesariamente deben presentarse completos, de acuerdo con la normatividad aplicable para la
comprobación de ingresos y egresos, además de que todos ellos deben cumplir con las reglas
establecidas al respecto, en tanto que la fuerza probatoria que la norma les otorga para comprobar lo
reportado en sus informes, recae en la buena fe de quien los presenta, y no exige mayor formalidad que
el cumplimiento de los requisitos previamente establecidos.

En ningún procedimiento de auditoría, y menos aún en uno dirigido a verificar la correcta aplicación de
los recursos de los partidos políticos nacionales, entidades de interés público según la norma suprema de
la Unión, y de las coaliciones políticas que ejercen importantes montos de recursos públicos, puede
acreditarse por la simple presentación de cualquier clase de documentos que pretendan comprobar
ingresos o egresos, sino que han de cumplir con determinados requisitos que hayan sido previamente
establecidos por las normas aplicables, o bien que se justifique según las circunstancias particulares.

En el caso en comento, la coalición presenta alegatos que no pueden considerarse suficientes para
justificar la falta de presentación de documentación que cumpla con los requisitos exigidos.

Asimismo, debe decirse que la documentación sin requisitos fiscales no hace prueba del egreso,
pues no cumple con los requisitos que exigen los artículos 3.2 del Reglamento aplicable a las coaliciones
y 11.1 del Reglamento aplicable a los partidos políticos, para acreditar los egresos que se efectúen por la
coalición política, y la documentación presentada no está incluida en los únicos casos de excepción que el
propio Reglamento permite para presentar documentación sin tales requisitos.

Así pues, la falta se acredita y, conforme a lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b)
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y artículo 4.10 del Reglamento aplicable
a las coaliciones, amerita una sanción.

La falta se califica como de mediana gravedad, en tanto que con este tipo de faltas se impide a la
Comisión verificar a cabalidad la veracidad de lo reportado en el Informe de Campaña.

Adicionalmente, se tiene en cuenta que de la no presentación de la documentación solicitada no se
puede concluir que los ingresos obtenidos provengan de fuentes ilícitas; tampoco es posible presumir una
intención premeditada y expresa de ocultar información; el monto implicado en esta falta es de
$276,037.66. También se toma en cuenta el hecho de que el partido no presentó 85 recibos de
aportaciones de militantes pendientes de utilizar.

No obstante, no se puede presumir desviación de recursos; además, que la coalición presentó algún
documento de soporte, aunque no reúna los requisitos exigidos y fuera presentado de manera expost.

Adicionalmente, se tiene en cuenta que el Partido de la Revolución Democrática presenta
antecedentes de haber sido sancionado por este tipo de falta, tal y como consta en la resolución del
Consejo General respecto de los informes de campaña y anual de 1997. Por su parte, el Partido del
Trabajo también fue sancionado por una irregularidad de las mismas características, tal y como consta en
la resolución del Consejo General respecto de los informes anuales correspondientes a 1998 y 1999.
Asimismo, los partidos Alianza Social y Convergencia por la Democracia, también presentan



antecedentes de haber sido sancionados por este tipo de falta, tal y como consta en la resolución del
Consejo General respecto del informe anual de 1999.

Además, se estima necesario disuadir en el futuro la comisión de este tipo de faltas.
En mérito de lo que antecede, este Consejo General llega a la convicción de que se debe imponer a la

coalición Alianza por México una sanción económica que, dentro de los límites establecidos en el artículo
269, párrafo 1, inciso a), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, tome en
cuenta las circunstancias del caso y la gravedad de la falta, por lo que se fija la sanción en una multa de
1,957 días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, sanción que se distribuye entre los
partidos que integraron la coalición Alianza por México, de conformidad con el porcentaje de su
participación en los ingresos, por lo que se individualiza una sanción de 1,249 días de salario mínimo
general vigente para el Distrito Federal al Partido de la Revolución Democrática; de 402 días de salario
mínimo general vigente para el Distrito Federal al Partido del Trabajo; de 102 días de salario mínimo
general vigente para el Distrito Federal al Partido de la Sociedad Nacionalista; de 102 días de salario
mínimo general vigente para el Distrito Federal al Partido Alianza Social; y de 102 días de salario mínimo
general vigente para el Distrito Federal al Partido Convergencia por la Democracia.

c) En el capítulo de Conclusiones Finales del Dictamen Consolidado se señala:
La coalición Alianza por México no presentó documentación comprobatoria de egresos por un
monto de $9’519,397.18.
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un incumplimiento a lo establecido en los
artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales, 3.2 y 4.8 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos e instructivos
aplicables a los partidos políticos nacionales que formen coaliciones, en el registro de sus
ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, por lo que se hace del conocimiento del
Consejo General para efectos de lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Se procede a analizar la irregularidad reportada en el Dictamen Consolidado.
Mediante oficios STCFRPAP/072/01 de fecha 19 de febrero de 2001, STCFRPAP/099/01 de fecha 19

de febrero de 2001, STCFRPAP/095/01 de fecha 19 de febrero de 2001, STCFRPAP/013/01 de fecha 18
de enero de 2001, STCFRPAP/073/01 de fecha 19 de febrero de 2001, STCFRPAP/072/01 de fecha 19
de febrero de 2001, se solicitó a la coalición Alianza por México que presentara las aclaraciones o
rectificaciones que considerara pertinentes respecto del hecho de que, al efectuar la revisión de las
campañas presidencial, de diputado y de senadores, así como a los Gastos Operativos de Campaña,
Servicios Generales, Gastos en prensa y televisión, se localizaron pólizas que carecían de documentación
soporte, por un monto total de $9’519,397.18. Los casos observados son visibles a fojas 100-101, 103,
114, 123-24, 150, 154-55, 203-04, 208-209 y 211, 223-225, 242-243, 246-247, 251-254, 258, 260-261,
267-268, 273-274, 285, 290, 296, 298, 301 y 302, 514 y 516, 527, 536-537, del capítulo correspondiente
del Dictamen Consolidado que presenta la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas al Consejo General del Instituto Federal Electoral respecto de los Informes de
Campaña de los Partidos Políticos Nacionales y Coaliciones Correspondientes al Proceso Electoral del
Año 2000.

Al respecto, la coalición Alianza por México, mediante escritos APM/CA/134/01 de fecha 5 de marzo
de 2001, APM/CAN/ST/170/01 de fecha 5 de marzo de 2001, APM/CAN/ST/166/01 de fecha 5 de marzo
de 2001, escrito sin referencia de fecha 2 de febrero de 2001, APM/ST/CAN/131/01 de fecha 5 de marzo
de 2001, dio respuesta a los requerimientos formulados por esta autoridad. Las respuestas de la coalición
a las observaciones formuladas por la Comisión de Fiscalización se encuentran visibles dentro del
capítulo correspondiente del Dictamen Consolidado. En dichos escritos, la coalición alega en términos
generales, que anexaba la documentación soporte del gasto o bien que procedía a reclasificar el gasto;
sin embargo, en la mayoría de los casos no presentaba la totalidad de la documentación soporte
correspondiente, como se desprende de los siguientes escritos:

b)...
! Con respecto al punto 1 de estas observaciones, se canceló el movimiento por estar duplicado,

esto ya que se había hecho con la póliza de diario 899 del mes de agosto del 2000; de la cual
anexamos una impresión;

! El punto 2 y 5 se entrega la documentación soporte y la reclasificación del gasto;
! El punto 3 no existe la póliza en mención.
! Del punto 4 se entrega la documentación soporte y la reclasificación del gasto;



! El punto 6 se entrega la documentación soporte y la reclasificación del gasto;
! Del punto 7 se entrega la póliza que incluye el original de la factura solicitada;
! El punto 8 si tiene comprobación, se anexa integración de los importe que conforman la

cantidad observada;
! Del punto 9 se anexa la documentación soporte y la reclasificación correspondiente;
! El punto 10 si tiene comprobación, se anexa integración de los importes que conforman la

cantidad observada;
! El punto 11 si tiene comprobación, se anexa integración de los importes que conforman la

cantidad observada;
! Del punto 12 se anexa la póliza con su soporte correspondiente;
! Del punto 13 se comenta que no existe la póliza con esa numeración en este mes;
! Del punto 14 se anexa la documentación soporte y la reclasificación correspondiente (...).

...
b)...
“Se presentan las pólizas y su documentación soporte de las observaciones detectadas por la
Comisión de Fiscalización las cuales si se encontraban en nuestros archivos dado es el caso que
estas pólizas fueron revisadas por su propio personal con respecto”.

En el Dictamen Consolidado, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas consideró como no subsanadas la observaciones realizadas, con base en las
siguientes consideraciones:

Con respecto a la solicitud del inciso b), la coalición presentó las pólizas contables así como la
documentación soporte por un importe de(...), por ello la observación quedó subsanada por este
importe. Respecto a la diferencia observada, la coalición no proporcionó documentación soporte
de la póliza (...) por un monto de (...), asimismo proporcionó fotocopia de gastos de la póliza (...)
por un monto de (...), incumpliendo con lo establecido en el articulo 3.2 y 4.8 del Reglamento que
establece los lineamientos aplicables a las coaliciones. En consecuencia la observación quedó
parcialmente subsanada.
...
Con respecto a la solicitud del inciso b) pólizas faltantes, la coalición presentó solamente las
pólizas contables sin proporcionar la totalidad de la documentación comprobatoria de gastos
solicitada.

(Continúa en la Segunda Sección)




